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Resumen

Este trabajo hace un análisis comparativo de los marcos legales que 
rigen las Oficinas Nacionales de Estadística (ONEs) de 18 países de 
América Latina, contrastándolos con las recomendaciones interna-

cionales existentes.  Concluye que los marcos son en muchos casos ob-
soletos, debilitando la institucionalidad y el nivel técnico de las oficinas e 
impidiendo su habilidad para comunicar sus productos.  En casi todos los 
países, el marco no reúne por lo menos una de las condiciones necesarias 
para facilitar la producción, el intercambio y la difusión de información, la 
transparencia, la confidencialidad y protección de datos, o contener las 
presiones externas que busquen influir en la información producida por la 
ONE. Un marco legal obsoleto puede ser el canal de conducción de políti-
cas de debilitamiento institucional. No hay leyes perfectas y la legislación 
requiere ser actualizada para ajustarse a los tiempos, pero está claro que 
la estabilidad institucional de una ONE no puede estar sujeta a usos y 
costumbres, sino que debe estar propiamente legislada.  El documento 
identifica áreas de oportunidad y mejores prácticas, y ofrece propuestas 
concretas en la forma de una ley modelo alineada con las recomendacio-
nes internacionales. La investigación también explora la interacción de 
la legislación estadística con las legislaciones de acceso a la información 
pública y de protección de datos personales.

Códigos JEL: D73, H11, H77, H83, N46

Palabras clave: capacidad estadística, Oficinas Nacionales de Estadística, 
modernización del Estado, legislación estadística, legislación comparada, 
administración pública.
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Resumen ejecutivo

Todos los países necesitan cada vez más y mejor información para to-
mar decisiones que promuevan un desarrollo inclusivo y sostenible. Por 
un lado, los gobiernos precisan estadísticas oficiales para basar sus polí-
ticas públicas en evidencias y, por otro, los compromisos internacionales 
como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 
requieren datos de calidad para monitorear la evolución de sus indica-
dores. Esto provoca una creciente demanda en las Oficinas Nacionales 
de Estadística (ONE) y los Sistemas Estadísticos Nacionales (SEN), que 
deben generar una información que cumpla las condiciones de calidad, 
oportunidad, relevancia, granuralidad y comparabilidad tanto a nivel na-
cional como internacional.

Para responder a esta gran demanda, resulta esencial fortalecer de 
manera integral la capacidad estadística de los países. El refuerzo debe 
incluir mejoras en las capacidades internas de cada ONE y SEN y también 
una revisión y actualización de los marcos institucionales, en particular, 
de la legislación estadística de cada país.

La legislación estadística debe tener en cuenta aspectos de calidad, 
coordinación, acceso a registros administrativos y a otras fuentes alter-
nativas de datos, así como la autonomía técnica y financiera de las ONE. 
En concreto, la independencia técnica y/o autonomía profesional y de 
gestión de una ONE no solo brinda legitimidad a las estadísticas oficiales, 
sino que favorece un entorno en donde son posibles los proyectos de 
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modernización de mediano y largo plazo, tal como requiere un fortaleci-
miento integral de la capacidad estadística de un país.

Además, los marcos legales deben asegurar las condiciones para que 
una ONE ejerza eficaz y eficientemente su función normativa, rectora y de 
coordinación del SEN, y promover una política de difusión y divulgación 
de estadísticas transparente y didáctica, que siente las bases para una 
verdadera alfabetización estadística en la población.

En este contexto, este estudio analiza los marcos legales estadísticos 
-leyes y normas de rango inferior- vigentes en América Latina (AL) con 
el objetivo de detectar las brechas en las regulaciones de cada país en 
comparación con los lineamientos internacionales y orientar mejoras que 
fortalezcan las capacidades institucionales. El estudio brinda especial re-
levancia a aspectos como la independencia estadística, las capacidades 
de coordinación y rectoría de las ONE en su respectivo SEN, así como 
las posibilidades de acceso y uso de registros administrativos y nuevas 
fuentes de información. Esto se complementa con el análisis de la depen-
dencia jerárquica que ocupa la oficina estadística en el aparato estatal de 
cada país, aspectos asociados a la calidad, al secreto estadístico y a la 
difusión de información, entre otras cuestiones.

El presente documento comienza con un diagnóstico individual y 
comparado de la legislación estadística de 18 paísesa de la región para 
detectar sus fortalezas y debilidades. Para ello, adopta como referen-
cia los Principios Fundamentales de Estadísticas Oficiales de Naciones 
Unidas (UN-FPOS, por sus siglas en inglés)b y los códigos de buenas 
prácticas derivados de estos en organismos tales como la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE),c las Comisio-
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a El estudio se realizó entre octubre de 2018 y octubre de 2019 en Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, 
Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, 
Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela.

b https://unstats.un.org/unsd/dnss/gp/fundprinciples.aspx

c Recommendation of the OECD Council on Good Statistical Practice, Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), 2015. Disponible en: https://www.oecd.org/
statistics/good-practice-toolkit/.



nes Económicas de las Naciones Unidas para América Latina y el Caribe 
(CEPAL)d y para Europa (CEPE),e entre otros.

La metodología seguida incluye el análisis de los marcos regulatorios 
estadísticos a través de encuestas y entrevistas a los equipos de las ONE 
y con herramientas de análisis cuantitativo. El estudio revisa también en 
cada país los aspectos de la Ley de Acceso a Información Pública y la Ley 
de Protección de Datos Personales que pudieran influir y/o generar ten-
siones con la actividad estadística.

¿Cuál es el diagnóstico de AL según este estudio? La región presen-
ta una gran diversidad de sistemas legales y características que hacen 
complejo impulsar iniciativas legislativas para reformar las normas es-
tadísticas. Los 18 países comparados son hispanohablantes, salvo Brasil, 
tienen un sistema jurídico continental y regímenes presidencialistas; la 
mayoría cuenta con estados unitarios, excepto cuatro países que tienen 
estados federales (Argentina, Brasil, México y Venezuela). La mitad de los 
países tiene asambleas legislativas unicamerales (por ejemplo, en Centro-
américa), mientras que en el resto son bicamerales.

La región cuenta en algunos casos con una alta dispersión de normas 
que dificulta su interpretación y la mayoría de las leyes son antiguas, 
por lo que hay un amplio margen de mejora. Paraguay tiene la regula-
ción estadística más antigua, vigente desde 1942; mientras que un grupo 
significativo de regulaciones datan de las décadas de 1950 a 1980, y un 
pequeño grupo de países las actualizaron a partir del año 2000, entre 
ellos, Costa Rica, que la modificó sustancialmente en 2019 cuando estaba 
trabajando para incorporarse a la OCDE, y es uno de los países de AL con 
la regulación más moderna.
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d Código regional de buenas prácticas en estadísticas para América Latina y el Caribe, Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), 2012 (disponible en: https://www.cepal.org/
es/publicaciones/16422-codigo-regional-buenas-practicas-estadisticas-america-latina-caribe)

e Generic Law on Official Statistics, Comisión Económica de las Naciones Unidas para Europa 
(CEPE), 2016. Disponible en: http://www.unece.org/index.php?id=45114 ); y Guidance on 
common elements of statistical legislation, Conference of European Statistician, Sixty-Six 
plenary session, CEPE, 2018. Disponible en: https://www.unece.org/fileadmin/DAM/stats/
documents/ece/ces/2018/CES_6_Common_elements_of_statistical_legislation__Guidance__
for_consultation_for_upload.pdf



Una debilidad es que en AL resulta poco frecuente encontrar en la le-
gislación estadística referencias a los UN-FPOS y/o códigos de buenas 
prácticas (salvo en Costa Rica, México, Panamá, Uruguay y Venezuela), 
que permiten distinguir las estadísticas oficiales de las que no lo son y 
facilitan el entendimiento de la actividad estadística y, por tanto, la discu-
sión legislativa para reformar las normas. Esta ausencia se debe en parte 
a la antigüedad de los marcos legales en la región.

En lo que respecta al Sistema Estadístico Nacional, en los países ana-
lizados es común la descentralización estadística. Por ejemplo, México y 
Uruguay definen el SEN con un enfoque sistémico, mientras que Panamá 
ejerce la rectoría del SEN por delegación de la Contraloría General de la 
República -de la que es parte la ONE-, y Venezuela, por delegación del 
Ministerio de Desarrollo y Planificación.

En las ONE existe una autopercepción de independencia de la jerarquía 
política, pese a que la mayoría son entidades públicas financiadas por los 
ministerios y solo en dos casos (México y Costa Rica) cuentan con autono-
mía constitucional. En cuanto a los cargos, en general son nombrados por 
el/la presidente de la República y son de confianza política. No obstante, 
gran parte declara ejercer su actividad con autonomía e independencia.

En cuanto al secreto estadístico, la mayoría de los países explicita 
este concepto en la ley y define sanciones administrativas y penales a 
quienes accedan a esa información. No es común, no obstante, encon-
trar sanciones para terceros que inducen la ocurrencia de filtraciones 
de información.

La obligación de informar es esencial para la actividad estadística y 
está presente en las legislaciones -salvo excepciones como Paraguay-, 
pero las sanciones están obsoletas. Por ejemplo, hay multas en denomi-
naciones monetarias que ya no existen o son poco significativas. Esto se 
traduce en un bajo costo de no informar para las entidades de relevancia 
en las estadísticas nacionales, lo que afecta al flujo permanente de infor-
mación que requiere la ONE. En lo que respecta a entidades públicas, en 
general no se establecen sanciones por no informar, lo que conduce a la 
denegación de brindar acceso a sus registros administrativos.
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Por otro lado, el estudio detecta que, en ocasiones, surgen tensiones entre 
la legislación estadística de cada país y las leyes de transparencia y de pro-
tección de datos personales. Con la primera, el problema es que no se ex-
plicita que el secreto estadístico constituye una excepción al acceso a infor-
mación pública y se han dado casos en los que la Agencia de Transparencia 
reinterpreta el alcance de la ley. Esto ha llevado a judicializar los conflictos 
entre la ONE y la Agencia de Transparencia, incluso hasta llegar al Tribunal 
Constitucional de cada país (por ejemplo, en Chile y México). El punto de 
tensión con la ley de protección de datos se debe a que esta norma puede 
entorpecer el acceso a registros administrativos (RRAA) para fines estadísti-
cos, aspecto para el que el estudio también propone recomendaciones. 

Una vez conocido el estado de la cuestión, el documento plantea una 
hoja de ruta con consideraciones básicas para los países que prevean re-
formar su legislación estadística. El propósito es dotar a los encargados 
de promover esas reformas de una guía con los elementos que deberían 
evaluar antes de iniciar los cambios. Estos son: identificar los resultados 
esperados de la reforma así como los obstáculos para conseguirla, buscar 
aliados estratégicos y/o patrocinadores dentro del Estado, buscar alian-
zas estratégicas para impulsar la iniciativa legislativa y vincular la reforma 
con la agenda de modernización del Estado para terminar con la materia-
lización de la reforma y su tramitación legislativa.

A partir de ahí, el estudio define los elementos esenciales que toda 
normativa moderna debe contener y presenta un modelo genérico de 
ley estadística. En concreto, propone una adaptación para ALf de la Ley 
genérica de estadísticas oficiales (GLOS, por sus siglas en inglés, Generic 
Law of Statistics) fruto de un trabajo del Banco Interamericano de Desa-
rrollo (BID) y la División de Estadística de la CEPAL a partir de un docu-
mento elaborado originalmente por CEPE en 2016. Esta sirve de punto 
de partida para que las oficinas estadísticas hagan un diagnóstico de su 
legislación para identificar sus brechas y oportunidades y para elaborar 
una propuesta de actualización de su regulación estadística.
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f La propuesta de Ley Genérica sobre Estadísticas Oficiales para América Latina fue presentada y 
aprobada en la 10ª Reunión de la Conferencia Estadística de las Américas, realizada en Santiago, 
Chile, del 19 al 21 de noviembre de 2019. El texto completo puede encontrarse en: https://www.
cepal.org/es/publicaciones/45253-ley-generica-estadisticas-america-latina



Conocida ya la realidad y las buenas prácticas, se concluye con unas 
recomendaciones recogidas tanto del análisis individual y comparado de 
las legislaciones como de su implementación y que resulta esencial eva-
luar antes de iniciar una reforma que pretenda mejorar la capacidad esta-
dística de un país.

Primero, propone asegurar la independencia profesional de la actividad 
estadística y cerrar la brecha jerárquica entre las ONE y otros organismos 
públicos que dificulta el acceso de estas a los registros administrativos. 

Para evitar las tensiones con otras leyes, como la de transparencia o pro-
tección de datos, se plantea que las modificaciones a la legislación esta-
dística generen regulaciones espejo en las leyes de los organismos más 
importantes dentro y fuera del SEN. De esta manera, se reducirían al mí-
nimo las interpretaciones que pudieran afectar a la actividad estadística. 
Esto evitaría, además, la judicialización de las tensiones entre instituciones 
públicas, fenómeno que ya ocurre en países como Chile y México entre las 
ONE y las Agencias de Transparencia a propósito del secreto estadístico.

La estabilidad laboral repercute positivamente en la generación esta-
ble y coordinada de estadísticas. La mayoría de las ONE atribuye parte 
del éxito de la coordinación estadística a las relaciones personales con 
sus contrapartes en otros organismos, por lo que el cambio de personal 
puede ralentizar o tensionar el proceso. Del mismo modo, la frecuente ro-
tación del nivel directivo de primera y segunda línea vinculada a cambios 
políticos genera incertidumbre en los equipos técnicos. 

Asimismo, se destaca la importancia de que las legislaciones mantengan 
atribuciones relativas a la formación y capacitación de capital humano 
en materia estadística porque es un mecanismo para explicar al resto de 
la sociedad cómo opera la actividad estadística y sus lineamientos.  

El estudio detecta que en algunos países de la región la actividad esta-
dística tiene una dependencia de la cooperación internacional, prueba de 
su fragilidad financiera y de la necesidad de que los Estados asuman el 
costo de los productos estadísticos esenciales para la toma de decisiones 
basadas en evidencia. 
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Por último, se propone afianzar en las ONE aspectos como: i) la elabora-
ción de grandes repositorios de registros administrativos para no volver 
a pedir al informante los datos que el Estado ya tiene en su poder y la 
definición de qué institución se hace cargo de estos; ii) el acceso a nuevas 
fuentes de información públicas o privadas (por ejemplo, Big Data) y su 
potencial uso para fines estadísticos; iii) la redefinición y/o fortalecimien-
to del SEN como un sistema propiamente, y iv) la importancia de estable-
cer mayor granularidad en las estadísticas oficiales como respuesta a la 
creciente demanda de estadísticas con mayor representatividad territo-
rial y para grupos específicos de la población.

Este estudio expone a lo largo de seis capítulos la motivación y obje-
tivos (capítulo 1); un análisis de la legislación de los 18 países de manera 
individual (capítulo 2) y comparado (capítulo 3) con los casos destaca-
dos, así como las tensiones existentes entre la legislación estadística de 
cada país y sus leyes de acceso a la información pública y de protección 
de datos personales (capítulo 4). Además, dedica un capítulo al trabajo 
realizado con un subgrupo de cinco países de AL que prevén actualizar su 
legislación estadística y plantea orientaciones estratégicas a seguir antes 
de iniciar una reforma, acompañadas de una ley genérica sobre estadísti-
cas oficiales para la región (capítulo 5). Por último, presenta las conside-
raciones finales (capítulo 6). 

La capacidad estadística de un país es, sin duda, un reflejo de su nivel de 
desarrollo. El objetivo último de este trabajo es facilitar la toma de deci-
siones en torno a la necesidad o no de modificar la legislación estadística 
en un país, así como apoyar a los legisladores a la hora de estimar la en-
vergadura más adecuada de una potencial reforma. 
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Antecedentes 
generales, objetivos 
y metodología

1. Antecedentes

H
oy en día, las Oficinas Nacionales de Estadística (ONE) y los Sis-
temas Estadísticos Nacionales (SEN) enfrentan una considerable 
demanda de nuevas estadísticas, que sean de calidad, oportunas, 

relevantes, granulares y comparables, tanto a nivel nacional como inter-
nacional. La demanda nacional se origina en los programas de gobierno, 
que requieren de información de calidad para diseñar, implementar y mo-
nitorear los resultados de sus políticas públicas. Por su parte, la demanda 
internacional surge de compromisos internacionales, tales como la Agen-
da 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).1

En esencia, para promover, facilitar y monitorear el avance de los países 
hacia un desarrollo inclusivo y sostenible, coherente con la Agenda 2030, 
las políticas públicas deben necesariamente basarse en evidencia, en da-
tos oportunos y de calidad, propiciando una gestión en base a resultados. 
Esto, además, mejora el diálogo público-privado, lo que permite aumen-
tar el nivel de confianza de la ciudadanía en el aparato público y facilitar 
una mayor colaboración frente a los desafíos del desarrollo. 

A su vez, la importancia de generar conciencia sobre el valor público de 
las estadísticas, promoviendo políticas adecuadas de difusión y uso a la vez 
que se impulsa la toma de decisiones en base a evidencia, constituye otra 
motivación para fomentar el fortalecimiento estadístico de un país. Más 
aún en el contexto actual, donde abundan bases de datos de origen, volu-

1C
A

P.

19

1 https://sustainabledevelopment.un.org/sdgs
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men y calidad diversos, resulta esencial que el fortalecimiento y la mayor 
capacidad estadística incorporen aspectos de calidad, coordinación, acce-
so y uso de fuentes alternativas de datos, así como la autonomía técnica y 
financiera de las oficinas de estadística como parte de sus elementos esen-
ciales, apoyados además por los avances tecnológicos disponibles.

A tal fin, resulta necesario un plan de trabajo de fortalecimiento in-
tegral de la capacidad estadística de los países, que tome en cuenta el 
nivel de desarrollo de cada ONE, contextualizado en las dinámicas y es-
tructuras de su respectivo SEN. Este fortalecimiento, a su vez, requiere 
ser abordado a través de la combinación de capacidades internas de 
cada ONE y SEN, por un lado, y de una revisión y actualización de los 
marcos institucionales, en particular la legislación estadística de cada 
país, por el otro. 

En esta misma línea, el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) pu-
blicó en 2018 el libro ¿A quién le importa saber? La economía política de 
la capacidad estadística en América Latina (Dargent, Lotta, Mejía y Mon-
cada, 2018), en el cual, sobre la base de estudios de caso en 10 países de 

América Latina sistematizados mediante 
un marco metodológico, se plantean dife-
rentes factores y el tipo de influencia que 
ejercen en la capacidad estadística de los 
países. Su análisis identifica tres ámbitos 
relevantes para entender las diferencias y 
similitudes que se dan entre los países: i) 
procesos históricos comunes; ii) factores 
de economía política que influyen en ca-
pacidades estadísticas, y iii) acciones es-
tratégicas desarrolladas por los líderes de 
las ONE para fortalecer la institución. 

Al respecto, cabe indicar que los fac-
tores de economía política identificados 
en el marco conceptual se fortalecen con 

“...resulta necesario 
un plan de trabajo 
de fortalecimiento 
integral de la capa-
cidad estadística de 
los países, que tome 
en cuenta el nivel de 
desarrollo de cada 
ONE, contextualiza-
do en las dinámicas 
y estructuras de su 
respectivo SEN”.
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una legislación estadística que asegure, entre otros aspectos, la indepen-
dencia técnica y/o la autonomía profesional y de gestión para la ONE. 
Además, los marcos legales deben asegurar las condiciones para que la 
ONE pueda ejercer eficaz y eficientemente su función normativa, rectora 
y de coordinación del SEN. Asimismo, los aspectos asociados con una 
política de difusión y divulgación de estadísticas –didáctica y transparen-
te a la vez– que promueva una verdadera alfabetización estadística en la 
población resultan clave para completar la estrategia de fortalecimiento 
de la capacidad estadística de un país, toda vez que van generando una 
demanda permanente de información estadística por parte de la socie-
dad en su conjunto. 

En este contexto, el presente estudio se focaliza en el análisis de los mar-
cos legales estadísticos, entendiendo por tales aquellos que se encuentran 
contenidos tanto en leyes estadísticas específicas como en regulaciones 
de menor jerarquía (como decretos o reglamentos), que se encuentren 
vigentes en los países de América Latina. El análisis otorga especial re-
levancia a aspectos tales como la independencia estadística y las capa-
cidades de coordinación y rectoría que ejercen las ONE en su respectivo 
SEN, así como a las posibilidades de acceso y uso de nuevas fuentes de 
información. Esto se complementa con la identificación de la posición de 
jerarquía y/o dependencia que ocupa la oficina estadística en el aparato 
estatal de cada país, y los aspectos asociados a la calidad, el secreto esta-
dístico y la difusión de información, entre otros temas relevantes. 

 
Para llevar a cabo el análisis, se adoptan como referencia general los 

Principios Fundamentales de Estadísticas Oficiales de Naciones Unidas2 
y los diferentes lineamientos y códigos de buenas prácticas que se de-
rivan de organismos tales como la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económicos (OCDE)3, la Comisión Económica de Naciones 
Unidas para Europa (UNECE, por sus siglas en inglés),4 la Comisión Eco-
nómica para América Latina y el Caribe de Naciones Unidas (CEPAL),5 y 

2 https://unstats.un.org/unsd/dnss/gp/fundprinciples.aspx.
3 http://www.oecd.org/statistics/good-practice-toolkit/Brochure-Good-Stat-Practices.pdf.
4  https://www.unece.org/index.php?id=45114.
5 https://www.cepal.org/es/publicaciones/16422-codigo-regional-buenas-practicas-estadisticas-
america-latina-caribe.
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que abordan los elementos esenciales que debe contener una legislación 
estadística moderna.

2. Objetivo general y objetivos específicos

El objetivo general de este estudio es analizar los marcos legales (leyes 
y otras normas de inferior jerarquía) que rigen la actividad de las ONE, a 
fin de detectar las brechas que exhibe la regulación estadística en com-
paración con los lineamientos internacionales, lo que se espera contri-

buya a orientar potenciales mejoras que 
fortalezcan las capacidades instituciona-
les. Estos espacios de mejora, asociados 
a las brechas detectadas, podrán referirse 
a la capacidad de coordinar el SEN y ejer-
cer efectivamente su rectoría, a aspectos 
de independencia técnica, a la capacidad 
para producir información estadística 
oportuna y de calidad, etc. 

El análisis se realiza de manera individual 
para 18 países: Argentina, Bolivia, Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El 
Salvador, Guatemala, Honduras, México, Ni-
caragua, Perú, Panamá, Paraguay, Repúbli-
ca Dominicana, Uruguay y Venezuela. Tam-
bién se presenta un análisis comparado.

Entre los objetivos específicos, se con-
templa:

• Revisar los marcos regulatorios vigen-
tes y los anteproyectos de nuevas leyes 
estadísticas, si existiesen, de los 18 países 
en estudio, comenzando por identificar la 

“El objetivo gene-
ral de este estudio 
es analizar los mar-
cos legales (leyes y 
otras normas de in-
ferior jerarquía) que 
rigen la actividad 
de las ONE, a fin de 
detectar las brechas 
que exhibe la regu-
lación estadística en 
comparación con los 
lineamientos inter-
nacionales, lo que se 
espera contribuya a 
orientar potenciales 
mejoras que forta-
lezcan las capacida-
des institucionales".
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posición de jerarquía y/o dependencia que ocupa la ONE en el aparato 
estatal del país determinado. Esto incluye además aspectos tales como la 
definición explícita en la ley del SEN y de sus integrantes, el rol de la ONE 
dentro del SEN y las funciones de su autoridad superior, aspectos de in-
dependencia profesional de la ONE y su autoridad superior, mecanismos 
de aseguramiento de la calidad, secreto estadístico, difusión de informa-
ción, y uso de nuevas fuentes de información, entre otros. 

• Conocer la experiencia de los profesionales involucrados en la direc-
ción de las ONE.

• Analizar la interacción de los marcos legales estadísticos con aspectos 
seleccionados de regulaciones sobre acceso a información pública (trans-
parencia) y de protección de datos personales.

• Detectar oportunidades de mejora para cada país, en base a las bre-
chas identificadas en su marco legal estadístico con respecto a los linea-
mientos internacionales.

3. Metodología utilizada

La metodología utilizada se basa en la lectura y el análisis de los marcos 
regulatorios estadísticos de los países, la consulta bibliográfica para do-
cumentar el contexto estadístico del país en estudio, la aplicación de una 
encuesta dirigida a los titulares de las ONE y sus equipos jurídicos, entre-
vistas vía teleconferencias y/o presenciales a la autoridad superior de la 
ONE y a sus equipos directivos, y herramientas de análisis cualitativo. 

Esta revisión analiza los contenidos de las regulaciones vigentes de 18 
países de América Latina, tomando como referencia los Principios Fun-
damentales de Estadísticas Oficiales de Naciones Unidas y las recomen-
daciones de implementación que se derivan de ellos. En particular, con-
sidera en el análisis diversos lineamientos y códigos de buenas prácticas 
elaborados por organismos tales como la OCDE (OCDE, 2015a), la UNECE 
(UNECE, 2016 y 2018) y la CEPAL (CEPAL, 2012), que se refieren a los ele-
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mentos esenciales que debe contener una legislación estadística. El estu-
dio se extiende a los anteproyectos de nuevos marcos legales en aquellos 
países en los que están disponibles, independientemente del estado de 
avance en que se encuentren.

Por otra parte, el análisis distingue entre los distintos elementos que 
conviven en el ámbito estadístico en un determinado país, entre ellos, el 
SEN y la ONE, incluido el tipo de gobernanza de esta última. Se busca 
descubrir las fortalezas y concordancias respecto de la institucionalidad 
esperada de una ONE, así como dar cuenta de brechas y debilidades. 

En cuanto a la participación de los países, cabe indicar que en los casos 
de Brasil, Guatemala, Honduras y Venezuela el análisis realizado se res-
tringe a lo que está estrictamente contenido en los marcos regulatorios 
vigentes y disponibles.  

Por otra parte, en el caso de cinco países, se profundizó el análisis a 
través de reuniones presenciales con la ONE, donde se tuvo la oportuni-
dad de analizar con la autoridad superior y diferentes equipos técnicos 
aspectos variados del funcionamiento de la ONE, incluido el normativo. 
Es por esto que, además de las jornadas de trabajo con el equipo jurídico 
de cada ONE visitada, se establecieron reuniones con las áreas técnicas 
(sociales, económicas, demográficas y de censos), administrativas o de 
soporte (personal, tecnologías de la información, presupuestaria), de pla-
nificación, de comunicaciones y coordinadoras del SEN (cuando existían), 
entre otras. 

Los países visitados fueron Argentina, Bolivia, Colombia, Paraguay y 
Perú, y su selección obedeció, por un lado, a la manifestación de interés 
por parte de sus ONE de recibir alguna asistencia técnica en materia de 
regulación estadística y, por el otro, a que sus equipos se encontraban 
trabajando en proyectos de reforma del marco regulatorio estadístico.



Análisis de la 
legislación estadística 
por país

E
ste capítulo presenta, en forma sistematizada para cada país, una 
selección de los principales contenidos de sus leyes estadísticas, 
entendiendo por tales, como ya se ha señalado, todas las normas 

jurídicas que el país ha dispuesto para la regulación de la actividad, aun 
cuando sean de distinta jerarquía.

El análisis por país comienza planteando algunas consideraciones gene-
rales de su actividad y/o normativa estadística, para luego presentar más 
en detalle aspectos relativos a la identificación de las normas que rigen la 
actividad estadística y su año de vigencia. Resulta importante conocer el 
estatus jerárquico de la norma (ley, decreto u otro) para poder evaluar la 
efectividad de su implementación, así como los posibles conflictos o ten-
siones con otras normas que pudieran posteriormente dificultarla. 

Como siguiente paso, se pone especial atención en ciertos elementos 
básicos que se espera encontrar en la normativa estadística, los cuales 
permitirían establecer un marco normativo adecuado para facilitar el 
cumplimiento de los Principios Fundamentales de Estadísticas Oficiales. 
Estos incluyen:

• Sistema Estadístico Nacional:6 la investigación busca saber si el mar-
co normativo contempla expresamente este concepto, cómo se define, 
su grado de centralización, cuáles son sus mecanismos de coordinación y 
qué instituciones lo integran.

2CAP.

25

6 A lo largo del estudio, se utilizan indistintamente “Sistema Estadístico Nacional” (SEN) y “Sistema”.



26  |  ANÁLISIS DE LA LEGISLACIÓN ESTADÍSTICA POR PAÍS

• Naturaleza jurídica de la ONE y su vinculación con el Poder Ejecu-
tivo: permite conocer dónde se ubica la ONE dentro de la estructura 
del Estado y, además, cuál es su grado de independencia política y su 
autoridad superior.

• Autoridad estadística: se busca determinar si esta autoridad se en-
cuentra reconocida en la ley, cómo se define, el tipo de gobernanza que 
existe en la ONE (unipersonal o colegiada) y cuál es su nivel o grado de 
(in)dependencia técnica respecto de la autoridad política.

• Selección y remoción de la autoridad superior de la ONE: se indaga 
sobre el perfil profesional definido en la ley para esta autoridad, la exis-
tencia de concursos públicos para su provisión, los requisitos de remo-
ción del cargo, el estatus jerárquico del cargo y su plazo de duración.

• Consejo asesor: se examina la existencia de este tipo de consejo en la 
normativa vigente; su integración (es decir, si es solo pública, solo privada 
o mixta); si tiene participación de usuarios de estadísticas oficiales; si su 
alcance solo se refiere a la ONE, al SEN, o a ambos; si las tareas que se le 
asignan son consultivas, vinculantes o mixtas, y el tipo de atribuciones que 
ejerce, entre otras posibles características.

• Planificación estadística: se busca saber si existen estrategias naciona-
les de desarrollo estadístico (ENDE), programas (plurianuales o anuales) 
y/o planes estadísticos, cómo se estructuran y el periodo que abarcan.

• Coordinación estadística: se busca determinar la forma e intensidad 
en que se plasma este concepto principalmente en relación con la función 
de rectoría dentro del SEN que ejerce la ONE, incluida la manera en que se 
realiza y/o asigna el trabajo con otros productores de estadística oficiales.

• Secreto estadístico: se indaga sobre la existencia explícita de este 
concepto en la regulación estadística, su definición, sus excepciones –
en caso de existir– y su extensión a los demás integrantes del SEN. Se 
analizan todos los aspectos que den lugar al resguardo de la confiden-
cialidad estadística.
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• Obligación de informar: se busca detectar la consolidación expresa 
de esta obligación que recae en todos los informantes, públicos y priva-
dos, y que resulta fundamental para el éxito de la actividad estadística.

• Acceso a registros administrativos: se investiga sobre la existencia 
explícita del derecho de las ONE a acceder a los registros administrativos 
que capturan las instituciones públicas para sus propios fines, y su nivel de 
cumplimiento en la práctica, lo que resulta determinante para complemen-
tar las fuentes primarias de información, tales como encuestas y censos.

• Sistema sancionatorio: se busca determinar si el marco normativo 
cuenta o no con mecanismos que aseguren el cumplimiento de la ley (en-
forcement), tales como sanciones u otros. En particular, se indaga sobre la 
existencia de sanciones debido a infracciones de los funcionarios por faltas 
al secreto estadístico y de los informantes por negar o retrasar la entrega 
de información o entregar información falsa, ya sea que se trate de perso-
nas naturales o jurídicas o de organismos públicos en su rol de informantes.

• Otros aspectos de interés y/o brechas detectadas: se resaltan as-
pectos relevantes en la normativa estadística que no están descritos pre-
viamente y se analiza la existencia de debilidades y brechas respecto de 
los elementos esenciales que debe tener una legislación estadística. Al-
gunos de estos elementos son aspectos relativamente nuevos que suelen 
incorporarse en las actualizaciones de las legislaciones estadísticas.

Entre las materias a examinar, se analiza, por ejemplo, la existencia de:

• La incorporación de conceptos y/o definiciones en la regulación estadís-
tica, para efectos interpretativos y homologación de criterios a nivel del SEN. 

• Aspectos relacionados con el aseguramiento de la calidad de la pro-
ducción estadística.

 
• Políticas o materias asociadas a la diseminación de datos, tales como la 

existencia de un calendario de publicaciones dado a conocer con anticipación, 
aspectos de universalidad y simultaneidad en la entrega de información, etc.
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• Mecanismos de participación ciudadana y/o vinculación con los usua-
rios de las estadísticas oficiales, tales como instancias para obtener retro-
alimentación y evaluación de los usuarios, acceso a bases de datos para 
fines de investigación académica, etc.

• Otras que resulten pertinentes para cada país analizado.

A continuación, se presenta el análisis individual de los 18 países del estudio.7

1. Argentina

Consideraciones preliminares

El marco regulatorio argentino se encuentra principalmente contenido 
en la Ley Nro. 17.622 de 1968, sin perjuicio de la existencia de una serie de 
actos reglamentarios posteriores que han permitido ir complementando 
su aplicación. De su historia da cuenta el Instituto Nacional de Estadística 
y Censos (INDEC) en su sitio web.8 

Desde la década de 2000, el sistema estadístico argentino comenzó a 
hacer noticia por la excesiva intromisión del Poder Ejecutivo en el ejerci-
cio de las funciones estadísticas (Dargent et al., 2018; pág. 23 en adelan-
te), lo que evidenció la existencia de algunas debilidades institucionales, 
principalmente en materia de gobierno corporativo e independencia pro-
fesional, aspectos que pusieron en duda algunas cuestiones de su opera-
ción estadística (Índice de Precios al Consumidor, entre otros).

 
A partir de 2015, se inicia un tránsito hacia una normalización operativa 

e institucional, donde el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID), Naciones Unidas y la OCDE han pres-
tado colaboración para la elaboración de un nuevo marco regulatorio que 
permita robustecer la estructura institucional y generar información esta-
dística oportuna, confiable y de calidad. 

7 Este capítulo se acompaña del anexo 2, donde se incluyen los vínculos a los sitios web de las ONE 
y a las principales legislaciones estadísticas de cada uno de los países.
8 https://www.indec.gob.ar/historia.asp
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Al asumir un nuevo gobierno en 2015, entrega como directriz al director del 
INDEC que el marco regulatorio estadístico se actualice, de manera de pro-
mover “(…) una mejor administración del Sistema Estadístico Nacional y para 
brindar a las autoridades y a la opinión pública inteligencia de la información 
social y económica”, tal como se expresa en el decreto de su nombramiento.9

Identificación de la norma

El marco regulatorio argentino en materia estadística se encuentra con-
tenido en la Ley Nro. 17.622, que regula una serie de aspectos esenciales de 
la actividad que debe realizar el INDEC. Sin embargo, no es el único cuer-
po legal existente; de hecho, se complementa con reglas posteriores y de 
inferior jerarquía normativa. Entre estas normas, se pueden mencionar el 
Decreto Nro. 3.110 de 1970, que establece normas sobre el Instituto y su di-
rector, además de sanciones; el Decreto Nro. 1.831 de 1993 sobre el Sistema 
Estadístico Nacional y la obligatoriedad para sus integrantes de entregar 
información al INDEC acorde con las necesidades de información estable-
cidas en el Programa Estadístico Anual; la Disposición Nro. 176 de 1999 so-
bre secreto estadístico; el Decreto Nro. 181 de 2015 sobre el nombramiento 
del director del INDEC, mediante el cual se le otorga estatus de secretario 
de Estado; el Decreto Nro. 55 de 2016 que declara al SEN en estado de 
emergencia y la Resolución Nro.1 de 2019 sobre montos de las multas.

Sistema Estadístico Nacional

La ley declara expresamente la existencia de un SEN (art. 4), que se 
define en el texto por sus integrantes. Sin embargo, los artículos 3 y 5, al 
describir los objetivos y funciones del INDEC, establecen atribuciones que 
involucran a todo el Sistema.

La ley reconoce al mismo tiempo que el Sistema se rige por un principio 
de centralización normativa y descentralización ejecutiva (art. 3), siendo 
el INDEC el encargado de unificar la orientación y ejercer la dirección su-

9 Decreto Nro. 181 de 2015. Disponible en: 
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/255000-259999/257169/norma.htm
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perior de todas las actividades estadísticas oficiales, así como de articular 
y coordinar los servicios estadísticos nacionales, provinciales y municipa-
les y el SEN. En el caso de este último, también ponerlo en funcionamien-
to de acuerdo con este principio.

Al respecto, el INDEC informa sobre la práctica de celebración de conve-
nios interinstitucionales, que lo facultan para recibir transferencias de fon-
dos de otros organismos públicos, toda vez que estos solicitan el levanta-
miento de información específica a sus demandas (por ejemplo, encuestas 
de discapacidad, victimización, entre otras). 

La ley define que en el SEN existen los órganos centrales, principalmente 
los servicios estadísticos10 del gobierno central, y los periféricos, que se 
refieren a los servicios estadísticos de diversas instituciones provinciales y 
municipales.11 Una cantidad importante de los operativos estadísticos na-
cionales están a cargo del INDEC. La compilación y la publicación de las es-
tadísticas monetarias, financieras, cambiarias y crediticias es una atribución 
que recae en el Banco Central Argentino, según lo dispone su ley orgánica.

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

El artículo 2 de la ley define al INDEC como “(…) el Instituto Nacional de 
Estadística y Censos, que dependerá de la Secretaría del Consejo Nacio-
nal de Desarrollo y estará a cargo de un director que será designado por 
el Poder Ejecutivo”.

 
Sin perjuicio de lo que dispone este artículo, se ha podido constatar que 

el INDEC ha sido parte, de manera intermitente, de las secretarías depen-
dientes de la Presidencia de la Nación y del Ministerio de Economía. Hoy, 
la Decisión Administrativa Nro. 305 de 2017 establece que el Instituto, 

10 Estos incluyen los servicios estadísticos de los Ministerios y Secretarías de Estado, los comandos 
en jefe de las Fuerzas Armadas, los organismos descentralizados de la administración nacional y 
los servicios estadísticos de las empresas del Estado.
11 Abarcan a los servicios estadísticos de los Gobiernos provinciales y municipales, de las 
reparticiones autárquicas y descentralizadas provinciales y municipales, de las empresas 
provinciales y municipales y de los entes provinciales y municipales.
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organismo desconcentrado, se encuentra “en la órbita del Ministerio de 
Hacienda de la Nación”.12

Autoridad estadística

En cuanto a las autoridades del INDEC, la ley menciona en el mismo ar-
tículo 2 que se trata de una autoridad unipersonal; sin embargo, no indica 
la duración de su nombramiento, los mecanismos ni los requisitos para su 
designación o remoción. En consecuencia, es posible colegir, a raíz de la 
falta de reglas legales, que se trata de un funcionario de confianza política 
del Poder Ejecutivo.

No obstante, las debilidades de la ley, el decreto de nombramiento 
(2015) del director del INDEC le asigna el estatus de secretario de Estado, 
al tiempo que crea un Consejo Consultivo Honorario y le otorga atribu-
ciones al director para definir su integración. Esta norma tampoco se pro-
nuncia sobre la vigencia del cargo o los mecanismos de remoción.

Se destaca, sin embargo, la autonomía de que dispone para celebrar 
convenios con organismos públicos y privados, extranjeros e internacio-
nales. La ley además señala explícitamente que el director ejerce la Di-
rección Superior del INDEC y la coordinación del Sistema al describir sus 
objetivos (atribuciones).

Secreto estadístico

Los artículos 10 y 13 de la ley establecen normas expresas relativas al 
secreto estadístico y su sanción, y posteriormente la Disposición Nro. 176 
de 1999 regula la misma obligación para otros intervinientes del SEN.

El artículo 10 declara el secreto sobre la información y reconoce la 
finalidad estadística como única condición habilitante para el acceso a 
ella. Sin embargo, establece como excepción los datos de registro, tales 

12 Decisión Nro. 305 de 2017. Disponible en:
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/270000-274999/274808/norma.htm
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como nombre y apellido, o razón social, domicilio y rama de la actividad. 
El artículo 13, por su parte, establece la obligación de secreto que recae 
sobre los funcionarios con acceso a esa información en razón de sus 
cargos o funciones.

El reconocimiento del secreto, tanto por parte de la institución como 
de los funcionarios que la integran, refuerza el principio de confidencia-
lidad. Se encuentran normas similares en los artículos 14 y 15 del Decreto 
Nro. 3.110 de 1970 y un desarrollo pormenorizado en la Disposición Nro. 
176 de 1999.

Régimen sancionatorio

La ley establece, en su artículo 11, la obligación de entregar información 
cuando esta se requiera para el cumplimiento de la actividad estadística. 
Esta obligación es universal en tanto recae sobre todos los organismos 
públicos, así como también sobre todas las personas naturales o jurídicas.

El incumplimiento de esta obligación, ya sea “(…) no suministrando, fal-
seando o produciendo de manera maliciosa (...)” la información, trae apa-
rejada la aplicación de las multas que estipula el artículo 15. 

Sin perjuicio de lo anterior, la ley también establece sanciones por la 
vulneración del secreto estadístico (art. 17) por parte de los funcionarios 
públicos que tengan acceso a la información. Estas sanciones comple-
mentan por un lado el régimen de responsabilidad de los funcionarios, 
y por otro, consolidan un factor que es estructural para todo sistema 
estadístico como es el régimen de responsabilidad para el respeto del 
secreto estadístico.

A su vez, el Decreto Nro. 3110 de 1970 establece una reglamentación 
suplementaria desde los artículos 16 a 27 mientras que la Resolución Nro. 
1 de 2019 actualiza el monto de los importes por concepto de multas en 
el caso de incumplimiento de suministro de información estadística.
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Otros aspectos de interés

Otro aspecto significativo es la obligación que recae sobre todas las repar-
ticiones que integran el SEN de “(…) elevar anualmente al INDEC los presu-
puestos por programas de todas las tareas estadísticas a ejecutar, para su 
integración en el programa nacional, de acuerdo con las normas que esta-
blezca el Instituto” (art. 8). Esta norma sienta las bases que permitirían coor-
dinar, controlar la producción estadística, evitar duplicidades y monitorear la 
calidad de los productos estadísticos que se ofrecen a la ciudadanía.

Destaca también, en el artículo 14, el reconocimiento explícito de la obli-
gación de colaborar en la actividad estadística o censal como una “carga 
pública”, lo que excluye cualquier posibilidad de relativizar la obligatorie-
dad y utilidad de esta función pública.

Brechas detectadas

La regulación estadística argentina presenta vacíos que resulta relevan-
te informar:

• Ni la ley ni los decretos o disposiciones que la complementan estable-
cen referencias explícitas a los Principios Fundamentales de Estadísticas 
Oficiales de Naciones Unidas. Lo anterior puede explicarse debido a que 
algunas de estas normas han sido dictadas con anterioridad a la publica-
ción de los principios. Sin perjuicio de lo anterior, es posible advertir en 
varias de las regulaciones vigentes algunos elementos que se desprenden 
de ellos, tales como atribuciones de compilación y difusión de la esta-
dística, la atribución de promover lineamientos sobre reglas metodológi-
cas, reglas de confidencialidad, coordinación nacional, la habilitación para 
participar de la cooperación bilateral y multilateral, entre otros.

• La ley no ofrece un catálogo de conceptos. Esta carencia afecta la co-
herencia y eficiencia del sistema estadístico nacional.

 
• Las normas sobre el Instituto no establecen los requisitos para ser di-

rector, no se establece un plazo de duración del cargo, así como tampoco 
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se detallan los mecanismos para su nombramiento y remoción. Todos es-
tos aspectos se vinculan y repercuten directamente en su independencia 
técnica y política.

• No hay en el marco regulatorio normas específicas que entreguen atribu-
ciones al director del Instituto para la organización de su estructura interna.

• El marco regulatorio no dispone de mecanismos de participación ciu-
dadana explícita y comités técnicos o ad hoc para el fortalecimiento y 
la actualización de la actividad estadística. Sin perjuicio de lo anterior, 
recientemente el INDEC ha puesto en consulta pública el proyecto de ley 
que moderniza la normativa estadística a través de una nueva “Ley Orgá-
nica del Sistema Estadístico Nacional”. 

• La ley declara, en su artículo 11, la obligación de suministrar informa-
ción con fines estadísticos, aunque se trata de una regulación no del todo 
robusta. Para complementar esta norma, se dicta la Disposición Nro. 176 
de 1999, donde se declara explícitamente el derecho del INDEC de acce-
der a la información contenida en registros administrativos. En la práctica, 
sin embargo, la jerarquía de esta última norma no ha permitido el acceso 
en los términos esperados.

• La ley no declara el secreto estadístico como un límite a las reglas 
existentes en materia de acceso a la información pública, lo que puede 
explicarse porque las regulaciones estadísticas son anteriores a las leyes 
de acceso a la información pública.

• No hay normas relativas a la seguridad de la información en poder del 
Instituto, ni tampoco a la cesión o destrucción de formatos con información. 

• La ley no dispone de reglas que permitan el acceso privilegiado a 
investigadores.



INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA Y CENSOS – INDEC

Identificación
de la norma

· Ley Nro. 17.622 de 1968, Marco Legal de las Estadísticas Oficiales.
· Decreto Nro. 3.110 de 1970, Disposiciones reglamentarias de la Ley Nro. 17.622.
· Decreto Nro. 1.831 de 1993.
· Disposición Nro. 176 de 1999, sobre Secreto Estadístico.
· Decreto Nro. 181 de 2015, Designaciones en el Instituto Nacional de Estadística y 
Censos.

· Decreto Nro. 55 de 2016, Declárese en Estado de Emergencia Administrativa al 
Sistema Estadístico Nacional. 

· Resolución Nro. 1 de 2019.

Naturaleza jurídi-
ca

Servicio público de carácter técnico, administración desconcentrada en el ámbito del 
actual Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas (Decreto 181/2015).

Gobierno
corporativo

Autoridad unipersonal, estatus de secretario de Estado. 
No cuenta con más detalles sobre duración de cargo, nombramiento y condiciones 
de remoción. 

Consejo de
estadística

Sí.

Mención expresa
al SEN

Sí, definido por su integración.

Objetivos y/o
funciones del SEN

La rectoría y coordinación del SEN aparecen descritas dentro de los objetivos y las fun-
ciones del INDEC (art. 3):
. Unificar la orientación y ejercer la dirección superior de todas las actividades es-
tadísticas oficiales que se realicen en el territorio de la Nación.
. Estructurar, mediante la articulación y coordinación de los servicios estadísticos 
nacionales, provinciales y municipales, el Sistema Estadístico Nacional, y ponerlo en 
funcionamiento de acuerdo con el principio de centralización normativa y descentral-
ización ejecutiva.
. Confeccionar el programa anual de las estadísticas y censos nacionales.
. Distribuir, entre los organismos que integran el Sistema Estadístico Nacional las tar-
eas detalladas en el programa anual de estadística y censos nacionales.
. Promover la adecuada difusión de toda la información estadística en los ministeri-
os, comandos en Jefe, secretarías de Estado, Gobiernos provinciales y municipales, 
organizaciones públicas y privadas y población en general.
. Celebrar acuerdos o convenios de carácter estadístico, con entidades públicas y 
privadas y promoverlos con organismos extranjeros e internacionales.

Acceso a RRAA13 Sí, a través de las normas del Decreto Nro. 1.831.

Secreto estadísti-
co

Sí, reconocido en la ley como en sus decretos.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Parcial. Hay sanciones para las personas naturales y jurídicas, pero no hay sanciones 
establecidas para los organismos públicos que nieguen el acceso a la información 
contenida en sus registros.
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13 La sigla “RRAA” se refiere, de aquí en adelante, a “registros administrativos”.



36  |  ANÁLISIS DE LA LEGISLACIÓN ESTADÍSTICA POR PAÍS

2. Bolivia

Consideraciones preliminares

Bolivia cuenta con un sistema estadístico descentralizado, el que ha agu-
dizado su carácter luego de la aprobación de la nueva Constitución de 
2009, que reconoce la plurinacionalidad del Estado boliviano. Allí se es-
tablecen varios tipos de competencias: i) las competencias privativas, es 
decir, las que solo el Estado puede ejercer; ii) las competencias exclusivas, 
esto es, que el nivel central las ejerce pero puede transferirlas o delegarlas, 
y iii) las competencias concurrentes, es decir, que cada nivel de gobierno 
tiene responsabilidades, pero en su propio nivel. Los distintos niveles ad-
ministrativos son departamentales, provinciales, municipales, de entidades 
territoriales autónomas y de territorios indígenas originarios campesinos.

En Bolivia, existen tres actores estadísticos relevantes: i) el Banco Cen-
tral, que elabora estadísticas financieras; ii) el Instituto Nacional de Esta-
dística (INE), y iii) el Ministerio de Economía y Finanzas. Este escenario 
genera que en la práctica no exista una verdadera coordinación y rectoría 
del SEN, a pesar de que el INE tiene importantes productos estadísticos a 
su cargo, tales como las cuentas nacionales y la medición de la pobreza.

Bolivia ha ido cimentando su camino de robustecimiento institucional 
en el ámbito estadístico a través de la elaboración de censos nacionales 
de población y vivienda, del desarrollo de programas contra la pobreza 
que han requerido de información estadística y de la creciente deman-
da de información estadística de instituciones del Estado (Dargent et al., 
2018; págs. 29, 31 y 32). Sin embargo, este escenario, dada las nuevas con-
diciones administrativas, se verá desafiado de manera relevante durante 
la realización del próximo censo de población y vivienda.
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Identificación de la norma

La legislación estadística boliviana se encuentra contenida en el Decreto Ley 
Nro. 14.100 de 1976. Se trata de una ley que presenta un cuadro bastante com-
pleto en términos de estándares estadísticos para la época en fue dictada.

Sistema Estadístico Nacional

La ley declara, en su artículo 1, la existencia de un Sistema Nacional de 
Información Estadística (de aquí en adelante, “Sistema”) que deberá rea-
lizar las tareas propias de la actividad estadística de la manera más efi-
ciente, con el objetivo de orientar el desarrollo socioeconómico del país. 
La norma indica además cuál será la cobertura territorial del Sistema y los 
sujetos obligados a suministrar información con fines estadísticos (art. 2).

En el artículo 3 se detallan los objetivos del Sistema y en el artículo 5, los 
órganos que lo integran, entre los que se mencionan el Consejo Nacional 
de Estadística, el Instituto Nacional de Estadística, los centros u órganos 
de las diferentes instituciones y organismos estatales, y los Comités Téc-
nicos de Coordinación Estadística.

Sin embargo, lo prescrito por esta norma resulta de difícil aplicación, si 
se consideran las modificaciones administrativas que incorporó la nueva 
Constitución de 2009, de manera que la coordinación de esta actividad 
se ha vuelto altamente compleja.

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

El artículo 5 (inciso b) señala que se trata de una entidad descentraliza-
da con autonomía administrativa y de gestión, dependiente del Ministerio 
de Planeamiento y Coordinación, con responsabilidades que abarcan la 
dirección, la planificación, la ejecución, el control y la coordinación de las 
actividades estadísticas del Sistema.

El capítulo II establece en su artículo 8 una serie de funciones detalladas 
que el INE debe desarrollar en el marco del Sistema. Se trata de un con-
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junto amplio de funciones que naturalmente corresponden a una oficina 
estadística y en su mayoría abordan correctamente las tareas más impor-
tantes de este tipo de organización.

Autoridad estadística

La dirección superior del Instituto se encuentra a cargo de un director 
(art. 27), autoridad de confianza política que es designada por el ministro 
de Planeamiento y Coordinación. No existen en la ley requisitos específi-
cos para servir el cargo, así como tampoco plazo para desempeñarlo ni 
causales de cesación.

Sin perjuicio de lo anterior, la norma sí establece estándares académicos 
para el “jefe superior de las unidades de trabajo estadístico”; entre ellos, 
grado universitario y aprobación de cursos de capacitación estadística en 
el INE (requisitos formales) y capacidad de análisis, crítica y organización 
(habilidades directivas). Por otra parte, cabe destacar que en Bolivia se 
debe cumplir con una serie de requisitos para desempeñarse en la función 
pública, aplicables de manera transversal a todos los funcionarios, donde 
destaca el hecho de que es necesario acreditar el conocimiento básico de 
algún idioma originario (quechua, aymara u otro).

Secreto estadístico

El capítulo II regula en los artículos 21 a 24, las reglas relativas al secreto es-
tadístico, consagrando el principio de confidencialidad y finalidad estadística.

El artículo 22 establece la prohibición de proporcionar y suministrar da-
tos nominados “(…) a todas las Instituciones integrantes del Sistema y a 
los funcionarios que en ellas presten servicios”, para fines que no corres-
pondan a lo estrictamente estadístico.
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Régimen sancionatorio

El texto legal cuenta con una norma (art. 25) referida a sanciones para 
los órganos integrantes del Sistema, cuyo régimen disciplinario queda en 
manos del Consejo Nacional Estadístico. No se detalla el proceso sancio-
natorio o la manera de sustanciarse, ni el monto o escala de las sanciones.

No existen normas relativas a las sanciones –ni su monto o escala– apli-
cables a los informantes del sector privado por negarse a informar o por 
informar falsamente.

En la práctica, no se reportan mecanismos de aplicación de sanciones, 
salvo casos específicos aplicados por las entidades estadísticas depar-
tamentales. El caso más llamativo es la práctica asentada en Santa Cruz, 
donde cada vez que un informante se resiste a entregar información, se 
invoca el Código Penal en aquella parte que sanciona la obstrucción al 
ejercicio de una función pública. Sin perjuicio de lo anterior, en el Censo 
2012 se intentó aplicar, a través de un decreto, una sanción por la falta de 
respuesta en el cuestionario censal; sin embargo, esto no se ejecutó en 
la práctica, sino que más bien ejerció un rol de advertencia y persuasión. 

Otros aspectos de interés

El marco normativo cuenta con varios aspectos a considerar:

• Se consagran los Comités Técnicos de Coordinación Estadística (art.14), 
siendo la coordinación una de las tareas esenciales de todo Sistema Es-
tadístico; las funciones asignadas a los integrantes del Sistema parecen 
responder de manera relevante al cumplimiento de esa meta.

• Se declara expresamente la obligación de colaborar con la actividad 
estadística (art. 15).

• Al abordar las regulaciones relativas al “Personal Estadístico”, se se-
ñala que “los funcionarios dedicados a trabajos estadísticos en todas 
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las instituciones que forman parte del Sistema constituyen el Personal 
estadístico”. Esta regulación parece relevante por cuanto la práctica ha 
demostrado que muchas veces este personal sigue las reglas e instruc-
ciones de la organización a la que pertenecen, siendo contrapartes de la 
oficina estadística.

Brechas detectadas

La norma cuenta con varios aspectos sobresalientes, sin embargo, es 
necesario indicar que:

• No existe referencia explícita a los principios de estadísticas oficiales. 
Sin perjuicio de lo anterior, sí se establecen algunos de manera implícita, 
que tienen que ver con la regulación del secreto estadístico y los princi-
pios de confidencialidad y de finalidad estadística en el uso de los datos 
a los que se accede.

• No existe un catálogo de definiciones o conceptos, aunque es posible 
encontrar en el texto legal una definición respecto a lo que se entenderá 
por “actividad estadística” (art. 4). 

• No están descritos los requisitos para acceder al puesto de director del 
INE o mantenerse en él. Tampoco se indica el plazo de duración del cargo. 

• No existe norma alguna que permita el acceso del INE a los registros 
administrativos existentes en poder de otros órganos de la administra-
ción boliviana. La ley habla de “(…) promover el uso de los registros ad-
ministrativos (…)” en el artículo 8 (inciso f) y establece la obligación de 
todas las personas naturales o jurídicas de entregar datos e información 
solicitados por el INE en el artículo 15; sin embargo, en la práctica, al tra-
tarse de una norma que no hace referencia explícita al sector público, no 
existen herramientas para que este cumpla esa obligación. 

• No existe una regulación pormenorizada de las reglas aplicables a las 
actividades censales, sin perjuicio de que en el artículo 8 (inciso d) se es-
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tablece que es función exclusiva del INE levantar, procesar y publicar los 
censos oficiales de población, vivienda, agropecuarios y otros.

• No existen normas relativas a la actividad estadística subcontratada a 
terceros.

• La ley no ofrece herramientas sancionatorias en caso de negarse a infor-
mar o informar falsamente cuando se trata de personas naturales.

• Los integrantes del SEN han cambiado totalmente y muchos de ellos 
ya no existen.

• No existen herramientas para abordar la nueva forma administrativa 
del Estado Plurinacional.

INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA – INE

Identificación
de la norma

Decreto Ley Nro. 14.100 de 1976, Ley del Sistema Nacional de Información 
Estadística.

Naturaleza jurídica Entidad descentralizada con autonomía administrativa y de gestión, dependi-
ente del Ministerio de Planeamiento y Coordinación.

Gobierno
corporativo

Autoridad unipersonal. No se brindan más detalles sobre duración, nombra-
miento y remoción.

Consejo de estadística Sí.

Mención expresa
al SEN

Sí, definido por su integración.

Objetivos del SEN En virtud de la ley, se describen como objetivos del Sistema (art. 3):
. Planificar, integrar, normar, coordinar y racionalizar las actividades estadísti-
cas conforme al Plan de Desarrollo Socioeconómico del país. 
. Fomentar el desarrollo de la estadística y su correcta aplicación. 
. Mejorar y adecuar los métodos estadísticos. 
. Publicar y difundir la información estadística. 
. Capacitar al personal del Sistema. 
. Crear conciencia estadística en la población. 

Acceso a RRAA No. La ley solo dispone que se “promoverá” su uso.

Secreto estadístico Sí.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

No. La ley realiza un reenvío al Código Penal por las infracciones que se com-
etan y entrega al Consejo Nacional de Estadísticas las sanciones disciplinarias 
para los integrantes del SEN.
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3. Brasil

Consideraciones preliminares14

Brasil es otro de los países que cuenta con una larga historia estadística, 
de la que dan cuenta varias investigaciones que la propia Fundación Ins-
tituto Brasileño de Geografía y Estadística (de aquí en adelante, IBGE) se 
ha ocupado de promover (Senra, 2009). 

En el grupo de países de América Latina, el IBGE cuenta con una des-
tacada reputación, la que se sostiene, entre otros motivos, gracias a una 
amplia cobertura de servicios. En efecto, además de las labores propia-
mente estadísticas, sus funciones incluyen tareas en materia geográfica, 
cartográfica y geodésica, lo que influye en la configuración de gran parte 
de su estructura territorial. Otro aspecto destacable del IBGE, que lo dis-
tingue entre sus pares de América Latina, es el activo rol formador que 
asume a través de la oferta académica para la ciudadanía y otros funcio-
narios públicos.

Identificación de la norma

El IBGE fue instituido mediante el Decreto Ley Nro. 161 de 1967. Poste-
riormente, en 1968 se dictó la Ley Nro. 5.534, que establece la obligación 
de suministrar información estadística y otras medidas, mientras que en 
1973 se dictó la Ley Nro. 5.878, que establece los objetivos y algunas 
áreas de acción del Instituto. En 2003, la regulación se complementó con 
el Decreto Nro. 4.740, que aprobó los Estatutos del IBGE, estableciendo 
normas relativas a su naturaleza, sede y finalidad, así como también com-
petencias y normas respecto de su estructura orgánica.

Sistema Estadístico Nacional

Los estatutos de 2003 establecen en su artículo 2 que el IBGE tiene 
como misión retratar a Brasil, con informaciones necesarias para el co-

14 La descripción de la normativa obedece estrictamente a lo escrito en la ley vigente.
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nocimiento de su realidad, y al ejercicio de la ciudadanía, por medio de la 
producción, el análisis, la investigación y la diseminación de información 
de naturaleza estadística –demográfica, socioeconómica, geocientífica– 
geográfica, cartográfica, geodésica y ambiental. 

En cuanto al SEN, las normas de 1967 y posteriores y el Decreto de 2003 
que aprueba los estatutos del IBGE no presentan una definición explícita 
del Sistema, sino que solo lo nombran, por ejemplo a través de las funcio-
nes de otras entidades. Tal es el caso de los estatutos, que en los artículos 
3 y 18 hacen mención al Sistema Estadístico Nacional, en el ámbito de las 
funciones de coordinación que ejerce el IBGE.

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

El artículo 1 de los estatutos definen al IBGE como una fundación pública, 
vinculada al Ministerio de Planificación, Presupuesto y Gestión, instituida 
en virtud del Decreto Ley Nro. 161 de 1967, con duración indeterminada, 
cuya ciudad de asiento es Río de Janeiro.

El IBGE es una entidad que pertenece a la administración pública federal.

Autoridad estadística

De acuerdo con el artículo 6 de los estatutos, el IBGE es dirigido por su 
presidente y directores, nombrados de acuerdo con lo que establece la 
ley. A su vez, en su estructura organizacional contempla tres órganos co-
legiados de dirección superior (art. 5): Consejo Técnico, Consejo Curador 
y Consejo Directivo. Cada uno es presidido por el presidente del IBGE 
(arts. 9, 11 y 13) y está integrado por expertos según el ámbito que le co-
rresponde a cada uno. 

En particular, el Consejo Técnico está integrado por 10 consejeros de re-
conocida competencia técnica y profesional en la producción y el uso de 
información estadística y geocientífica, que son designados por el minis-
tro de Planificación, Presupuesto y Gestión.15 El Consejo Curador, encar-
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gado de la fiscalización continua de la gestión patrimonial, presupuestaria 
y financiera de la Fundación, está integrado por expertos en materia con-
table y financiera, nombrados también por el ministro de Planificación, 
Presupuesto y Gestión.16 Un aspecto interesante de este Consejo es que 
restringe la participación del presidente cuando se discuten y votan los 
balances y la rendición anual de cuentas, siendo la presidencia ejercida 
temporalmente por otro integrante del Consejo.

 
Por su parte, al Consejo Directivo lo integran –además del presiden-

te del IBGE– los directores del IBGE, y los coordinadores generales del 
Centro de Documentación y Diseminación de informaciones del IBGE y 
de la Escuela Nacional de Ciencias Estadísticas. Entre las materias de su 
competencia, se incluyen, entre otras: i) someter al Consejo Técnico las 
propuestas del Programa Anual y Plurianual, con sus respectivos presu-
puestos; ii) presentar al Consejo Curador los balances y las rendiciones de 
cuenta, así como propuestas de otras cuestiones económico-financieras; 
iii) coordinar y evaluar el desempeño de los órganos del IBGE, y iv) definir 
y evaluar aspectos propios de la administración de la institución. 

Las deliberaciones del Consejo Directivo se adoptan por mayoría simple 
de votos, y deben estar presentes por lo menos tres miembros, corres-
pondiéndole a su presidente el voto dirimente. Pueden participar de las 
reuniones, sin derecho a voto, personas invitadas especialmente a propó-
sito de temas específicos.

Secreto estadístico

La Ley Nro. 5.534 incluye normas relativas al secreto estadístico y estable-
ce explícitamente que esta información “no podrá usarse como evidencia, en 
un procedimiento, administrativo, fiscal o judicial” (artículo 1, párrafo único).

15 De los 10 consejeros, cuatro deben representar a los Ministerios de Planeación, Presupuesto y 
Gestión; Hacienda, Trabajo, y Defensa. Duran cuatro años en sus cargos y se reúnen al menos dos 
veces al año.
16 Entre los integrantes de este Consejo debe haber un representante del Ministerio de 
Planificación, Presupuesto y Gestión; del Banco Central, y de la Secretaría del Tesoro Nacional, y 
dos representantes de los trabajadores del IBGE. Ejercen su cargo durante dos años y se reúnen 
al menos cuatro veces al año.
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Régimen sancionatorio

Además de estipular la obligatoriedad de entregar información al IBGE 
para fines estadísticos, aplicable a toda persona, natural o jurídica, de de-
recho público o privado, la Ley Nro. 5.534 establece un sistema de sancio-
nes y multas para los informantes que se nieguen a entregar información 
o declaren falsamente, así como para los funcionarios que transgredan 
su deber de reserva (art. 2 y siguientes). Asimismo, establece que la apli-
cación de multas no exime de la obligación de entregar la información 
solicitada dentro de los plazos establecidos.

Otros aspectos de interés

Hay dos aspectos muy sobresalientes para resaltar:

• La norma estatutaria en su artículo 22 ofrece una interesante reglamen-
tación relativa a la formación de capital humano en la Escuela Nacional 
de Ciencias Estadísticas, la cual, junto con gozar de libertad de cátedra, 
tiene como misión planificar, orientar, coordinar, controlar y ejecutar ac-
tividades de enseñanza e investigación en materia estadística y geográ-
fica. Para ello, está facultada para implementar actividades relacionadas 
con entrenamiento, perfeccionamiento, formación e investigación de las 
diferentes áreas del IBGE, lo que le permite mantener cursos de grado, 
de posgrado y de especialización, tanto para funcionarios del IBGE como 
para el público en general, acorde con la legislación educativa vigente. 

• La Ley Nro. 5.534 declara explícitamente que la información recogida con 
fines estadísticos no podrá ser objeto de certificados y, bajo ninguna circuns-
tancia, servirá de prueba en procesos administrativos, fiscales o judiciales.

Brechas detectadas

• La ley no incluye referencias a un catálogo de principios ni tampoco 
algún listado de conceptos; sin perjuicio de ello, sí incluye normas a las 
que subyacen principios tales como independencia técnica, coordinación, 
finalidad estadística y confidencialidad.
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• No hay una definición principal del SEN en la ley, aun cuando existen 
algunas referencias tangenciales a su concepto y una definición en los 
estatutos del IBGE.

• En relación con la autoridad máxima estadística, no se mencionan mecanis-
mos de designación, ni de salida, ni tampoco el plazo de duración del mandato.

• No existen reglas explícitas para el desempeño de la actividad estadís-
tica en general ni para la realización de censos oficiales en particular, sal-
vo la que indica que estos se financiarán con el presupuesto de la Nación.

• Si bien existen normas de difusión, estas no incorporan, por ejemplo, la 
necesidad de explicar cambios metodológicos con la debida anticipación.

INSTITUTO BRASILEÑO DE GEOGRAFÍA Y ESTADÍSTICA – IBGE 

Identificación
de la norma

. Decreto Ley Nro. 161 de 1967, que autoriza al Poder Ejecutivo a instituir la “Fun-
dación Instituto Brasileño de Geografía y Estadística” y otras medidas.

. Ley Nro. 5.534 de 1968, que dispone sobre la obligatoriedad de proporcionar 
informaciones estadísticas y de otras medidas.

. Ley Nro. 5.878 de 1973, que dispone sobre la Fundación Instituto Brasileño de 
Geografía y Estadística (IBGE), y otras medidas.

. Decreto Nro. 4.740 de 2003, que aprueba los Estatutos y el cuadro de cargos y 
funciones de la Fundación Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE), y 
otras medidas.

Naturaleza jurídica Fundación pública, vinculada al Ministerio de Planificación, Presupuesto y Gestión, 
que se rige por sus Estatutos aprobados por decreto, con duración indeterminada, 
cuya ciudad de asiento es Río de Janeiro.

Gobierno
corporativo

Autoridad colegiada (Consejo Directivo) a cargo de un presidente que es subro-
gado por el director general. 
Cuenta además con tres órganos colegiados de dirección superior (Consejo Técni-
co, Curador y Directivo) y otros cuerpos colegiados de asistencia al presidente del 
Instituto (art. 5, Decreto 4.740).

Consejo de
estadística

Sí, denominado Consejo Técnico.

Mención expresa
al SEN

Sí, definido en sus estatutos (art. 3).

(Continúa en la siguiente página)
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Objetivos del SEN Los estatutos definen como tales: (Decreto Nro. 4.740, Anexo 1, art. 3)
. Proponer una revisión periódica del Plan General de Informaciones Estadísticas y 
Geográficas, a realizarse al menos cada cinco años.
. Trabajar en los Planes Geodésico Fundamental y Cartográfico Básico y en el 
Sistema Estadístico Nacional, a través de la producción de informaciones y la 
coordinación de las actividades técnicas, en consonancia con el Plan General de 
Informaciones Estadísticas y Geográficas.
. Acompañar la elaboración de la propuesta presupuestaria de la Unión referente a 
lo previsto en el Plan General de Informaciones Estadísticas y Geográficas.

Acceso a RRAA Sí. Se establece en la Ley Nro. 5.534 (art. 1).

Secreto estadístico Sí.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Sí.

17 Información disponible en el sitio web de la Cámara de Diputados de Chile
(https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=10795&prmBoletin=10372-03).

4. Chile

Consideraciones preliminares

Al igual que otros países de América Latina, Chile cuenta con una arrai-
gada cultura estadística radicada principalmente en el Instituto Nacio-
nal de Estadísticas (INE). Esta trayectoria se documenta muy bien en la 
exposición de motivos del proyecto de ley de la nueva institucionalidad 
estadística del país, actualmente en tramitación en el Congreso.17

La ley estadística vigente se remonta al año 1970 y no ha sufrido modi-
ficaciones relevantes a la fecha. Sin embargo, con ocasión del ingreso de 
Chile a la OCDE en 2010, el país se comprometió a actualizar su marco 
normativo; a tal fin, a la fecha se han presentado dos proyectos de ley al 
Congreso, uno en 2012 y otro en 2015, con miras a establecer una nue-
va institucionalidad estadística. Mientras que el primero no fue discutido 
mayormente en el Congreso, el segundo aún se encuentra en tramitación 
(segundo trámite legislativo en el Senado).

(Continuación)
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El INE de Chile ha tenido una trayectoria institucional de estabilidad 
relativa, con importantes avances metodológicos en línea con las reco-
mendaciones internacionales, que ocurrieron con motivo del ingreso a la 
OCDE (2007-09) y en el periodo previo. Esta trayectoria se vio, sin em-
bargo, interrumpida con ocasión del fallido levantamiento censal del año 
2012, que derivó en la necesidad de realizar un nuevo operativo, que se 
materializó en 2017. Esta situación ayudó a reforzar las demandas de mo-
dernización y fortalecimiento institucional, incluida una nueva legislación 
estadística, visibilizadas con anterioridad por la OCDE (OCDE, 2009) y el 
FMI (FMI, 2007).

Identificación de la norma

La regulación estadística chilena se encuentra contenida en la Ley Nro. 
17.374 del año 1970 sobre la Dirección Estadística y Censos y crea el Ins-
tituto Nacional de Estadísticas (INE). Existe además el Decreto Supremo 
Nro. 1.062 de 1970, que reglamenta y profundiza algunos aspectos deta-
llados en la ley, principalmente referidos a las atribuciones y deberes del 
director y los subdirectores, así como a las características de las funcio-
nes del personal del INE.

Sistema Estadístico Nacional

El marco regulatorio chileno es altamente descentralizado. El INE pro-
duce un número importante de estadísticas; sin embargo, las cuentas na-
cionales son responsabilidad del Banco Central, las cuentas ambientales 
son legalmente responsabilidad del Ministerio de Medio Ambiente, mien-
tras que la medición de la pobreza actualmente se encuentra a cargo de 
la CEPAL (pobreza por ingresos), previo convenio con el Ministerio de 
Desarrollo Social, y de la Universidad de Oxford (pobreza multidimensio-
nal). En el proyecto de ley, que actualmente se encuentra en tramitación 
en el Congreso, se asigna la función de medición de la pobreza al INE. 

En este escenario de descentralización, que plantea la necesidad de un 
alto nivel de coordinación liderado por una entidad rectora, lo cierto es 
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que la ley vigente no contempla reglas explícitas que dispongan que la 
actividad se ordene bajo un Sistema Estadístico Nacional como tal. De he-
cho, la expresión SEN no existe explícitamente en la ley, aunque se hace 
mención a los “(…) organismos fiscales, semifiscales y empresas del Esta-
do que elaboran estadísticas (…)” (art. 2), y también a algunas funciones 
que el INE puede ejercer sobre estos, principalmente de coordinación. 

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

En el artículo 1 de la ley, el INE se describe como “(…) un organismo 
técnico e independiente, es una persona jurídica de derecho público, fun-
cionalmente descentralizada y con patrimonio propio, encargada de las 
estadísticas y censos oficiales de la República, que se relacionará con el 
Gobierno a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstruc-
ción”. Hoy en día, el Ministerio ha cambiado su denominación a “Ministerio 
de Economía, Fomento y Turismo”.

Autoridad estadística

En el caso del INE de Chile, su autoridad recae en un director nacional, el 
cual, según el artículo 3, tiene a su cargo “la Dirección Superior, Técnica y 
Administrativa del Instituto Nacional de Estadísticas”, y se describe como 
un “(…) funcionario de libre designación del Presidente de la República, 
quien será el representante legal del Instituto y que para todos los efectos 
legales tendrá la calidad de Jefe Superior del Servicio”. Sus atribuciones 
se encuentran expresamente reglamentadas en la ley (art. 4) y en el re-
glamento antes mencionado.

Sin perjuicio de lo anterior, el artículo 39 de la ley establece que para el 
cargo “se deberá estar en posesión del título de ingeniero”.

Por otra parte, en Chile existe una Ley de Alta Dirección Pública (ADP), 
que norma el procedimiento bajo el cual se eligen las jefaturas superiores 
de los servicios públicos, y que se aplica en consecuencia al proceso de 
selección del director del INE. Si bien este proceso ADP involucra una 
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selección de candidatos sobre la base de un concurso público y un per-
fil detallado, la decisión final la ejerce el presidente de la República. Sin 
embargo, una reforma reciente (2016) de la Ley de ADP ha permitido 
definir a 12 de estos altos directivos a través de un mecanismo de libre 
designación por parte del presidente de la República, siendo el INE una 
institución elegible para este procedimiento.

Secreto estadístico 

La norma chilena cuenta con reglamentación expresa en esta materia. En 
efecto, el artículo 29 establece una prohibición amplia para el INE, los or-
ganismos fiscales y semifiscales y las empresas del Estado, y cada uno de 
los respectivos funcionarios, referida a “divulgar los hechos que se refieren 
a personas o entidades determinadas, de que hayan tomado conocimien-
to en el desempeño de sus actividades”. La misma norma estipula que el 
estricto cumplimiento de estas reservas constituye el “secreto estadístico” 
y que su infracción será sancionada como delito, debiendo en todo caso 
aplicarse pena corporal.

Régimen sancionatorio

La Ley 17.374 establece la obligación de entregar información tanto para 
las personas naturales y jurídicas chilenas y las residentes o transeúntes, 
así como también para los funcionarios responsables de organismos o 
servicios fiscales y semifiscales, empresas del Estado, municipalidades y 
demás instituciones públicas que cuenten con información que pueda ser 
de utilidad para las estadísticas oficiales (arts. 20 y 21). 

La misma norma establece que en caso de negativa, falseamiento o al-
teración de la información que ha sido solicitada, se aplicará una multa a 
beneficio fiscal por el monto que indica (arts. 22 y 26). Además, la obli-
gación de informar no desaparece aun cuando sea aplicada la multa; de 
manera que, si el informante persiste en su negativa, la autoridad puede 
aplicar nuevamente la multa incrementando su monto hasta el doble.
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Otros aspectos de interés

La ley estadística chilena tiene una variedad de aspectos interesantes, 
entre ellos:

• El texto de la ley contiene una definición bastante completa de las atri-
buciones del organismo, entre las que se encuentra expresamente señalada 
la de realizar censos oficiales, incluidos algunos de sus requerimientos para 
una debida implementación. En particular, la ley establece en forma clara la 
obligatoriedad de todos los funcionarios y el personal de los órganos de la 
administración del Estado de participar en las tareas censales que le sean 
encomendadas. Por otra parte, declara que será feriado nacional irrenun-
ciable el día en que se realice el Censo de Población y Vivienda, quedando 
su fecha bajo la determinación del director nacional del INE. Esto último, si 
bien resulta de gran utilidad para los censos con modalidad de hecho, da 
cuenta no obstante de la obsolescencia de la ley estadística al no contem-
plar otras modalidades de levantamientos censales. 

• Existe un organismo colegiado, denominado Comisión Nacional de 
Estadísticas (art. 5), que permite obtener retroalimentación de los usua-
rios y cuya integración es mixta; es decir, cuenta con representantes del 
sector público y privado. Si bien la ley establece que esta Comisión tiene 
integrantes remunerados y atribuciones resolutivas, tal como “aprobar 
el Plan Nacional de Recopilación Estadística, antes de su presentación al 
Presidente de la República” (art. 7), en la práctica ejerce como una enti-
dad consultiva y con participación ad honorem. 

• La Ley establece también la creación de un Comité Consultivo Técnico 
de Estadística, presidido por el director del INE, a cargo de la coordina-
ción de labores de colección, clasificación y publicación de estadísticas 
de los órganos del Estado. Su composición es amplia, con representantes 
de la mayoría de los ministerios, el Banco Central, universidades y or-
ganismos internacionales (Comisión de Estadísticas de Naciones Unidas, 
Centro Latinoamericano de Demografía, CEPAL, Instituto internacional de 
estadística, entre otros). Sin embargo, no existen registros de que haya 
sesionado alguna vez desde que se publicó la ley.
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• Existe una habilitación legal para el acceso del INE a trabajos, planos, 
mapas, fotografías y, en general, cualquier información de otros orga-
nismos de Estado que pudieran ser de utilidad para cualquier estudio de 
carácter geográfico, estadístico o censal (arts. 17 y 18); no obstante, se 
cumple con alcance limitado.

• La ley establece expresamente normas relativas al perfil profesional 
del jefe superior del servicio (art. 39), así como de los subdirectores téc-
nico, operativo y administrativo, y del fiscal del INE.

Brechas detectadas

• La ley no establece ninguna referencia explícita a los principios de esta-
dísticas oficiales, sin perjuicio que implícitamente se consagra la confiden-
cialidad y finalidad en el uso estadístico de la información que se recoge. 

• No existen conceptos o definiciones asociados con la actividad estadística.

• No hay normas que hagan referencia explícita a un Sistema Estadís-
tico Nacional.

• La ley estadística no contempla plazo de duración del periodo de ejer-
cicio del director.18 Lo anterior da cuenta de la estrecha asociación de este 
nombramiento con el ciclo político en curso, tal como lo refrenda la misma 
ley al indicar que “será un funcionario de libre designación del Presidente”.

• No existen normas relativas a la seguridad de la información ni tam-
poco a la destrucción de información en poder de terceros que presten 
soporte a la actividad, luego de su utilización para los fines para los cuales 
fueron contratados.

18 De acuerdo con el sistema de Alta Dirección Pública, que aplica en general para los directores 
de servicio en Chile, cuando el cargo del director es elegido por concurso público, el periodo de 
ejercicio es de tres años, pudiendo ser ratificado para un máximo de dos periodos adicionales (de 
tres años cada uno). Sin embargo, si la designación del cargo es decisión directa del presidente de 
la República (lo que aplica para un máximo de 12 servicios públicos), la extensión del cargo dura 
mientras el director cuente con la confianza del presidente.
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• La ley no dispone de reglas que permitan el acceso a investigadores, ni 
siquiera bajo estrictas reglas de resguardo de la confidencialidad.

• No hay normas que fijen estándares de calidad estadística ni mecanis-
mos para su evaluación. 

• No existen normas particulares sobre la manera en que el INE debe 
divulgar su información (calendario, periodicidad, universalidad, etc.), sin 
perjuicio de que en la práctica sí existe un calendario de publicaciones 
publicado con anticipación.

INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICAS – INE 

Identificación
de la norma

. Ley Nro. 17.374 de 1970, que fija nuevo texto refundido, coordinado y actualiza-
do del DFL Nro. 313 de 1960, que aprobara la Ley Orgánica de Dirección Es-
tadística y Censos, y creara el Instituto Nacional de Estadísticas. 
. Decreto Nro. 1.062 de 1970, que aprueba el Reglamento del Instituto Nacional 
de Estadísticas.

Naturaleza jurídica Organismo técnico e independiente, persona jurídica de derecho público, funcio-
nalmente descentralizada, que se relaciona con el Gobierno a través del Ministe-
rio de Economía, Fomento y Reconstrucción (hoy, Economía, Fomento y Turis-
mo).

Gobierno
corporativo

Autoridad unipersonal.

Consejo de
estadística

Sí, denominado Comisión Nacional de Estadística.

Mención expresa
al SEN

No.

Objetivos del SEN El SEN no aparece descrito como tal, pero en el INE recaen ciertas atribuciones 
que le son atribuibles a un rector de Sistema [art. 2, b) y e)], tales como:
. Estudiar la coordinación de las labores de colección, clasificación y publicación 
de estadísticas que realicen los organismos fiscales y semifiscales y las empresas 
del Estado.
. Visar, dándole carácter oficial, los datos estadísticos que recopilen los organis-
mos fiscales y semifiscales y las empresas del Estado.

Acceso a RRAA Sí. Se establece el acceso en los artículos 20 y 21 de la Ley.

Secreto estadístico Sí.

Obligación 
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Sí.
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5. Colombia

Consideraciones preliminares

Colombia ha sido caracterizado como uno de aquellos países donde 
es posible encontrar una creciente y significativa capacidad estadística a 
través del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE). 
Tal como se ha mencionado en estudios previos, este califica como una 
de las ONE que “(…) poseen un potencial propio de desarrollo de capaci-
dad que las acercarían a las “islas de eficiencia” o instituciones con nive-
les técnicos y de autonomía superiores al promedio general del Estado” 
(Dargent et al., 2018; pág. 21).

No obstante, con relación a su marco regulatorio, es posible constatar 
un pluralismo normativo que se expresa en una serie de normas que rigen 
la actividad estadística con mayor y menor especificidad en algunos as-
pectos. Esta característica afecta la claridad y la coherencia de su marco 
legal vigente.

Identificación de la norma

Como se señaló previamente, el marco jurídico se encuentra fuertemente 
disgregado en diversos cuerpos legales, entre los que se pueden mencionar:

• Ley Nro. 79 de 1993, que regula la realización de censos de población 
y vivienda en todo el territorio nacional.

• Ley Nro. 152 de 1994, que define el proceso del Plan Nacional de Desarrollo.

• Decreto Nro. 262 de 2004, que permite asegurar la producción esta-
dística oficial.

• Decreto Nro. 4.178 de 2011, que establece las funciones de planifica-
ción, estandarización y certificación de las estadísticas del DANE.

19 Esta ley (aprobada en mayo de 2019) reemplaza a la Ley 1.753 de 2015, que previamente establecía 
el Plan Nacional de Desarrollo 2014-18, en cuyo artículo 160 se creaba el SEN en Colombia.
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• Resolución Nro. 1.450 de 2011, que aprueba el Plan Nacional de Desarrollo.

• Decreto Nro. 1.170 de 2015, por medio del cual se expide el Decreto Re-
glamentario Único del Sector Administrativo de Información Estadística, 
que consiste en una compilación de normas reglamentarias preexistentes 
en materia estadística de 1951 en adelante. Entre estas, se encuentran 
aquellas específicas a un sector determinado (por ejemplo, institucionali-
dad para las estadísticas del sector turismo, y lo mismo para las de servi-
cios), así como otras referidas más bien a metodologías específicas (por 
ejemplo, elaboración de avalúos y determinación del valor comercial de 
un inmueble; procedimientos asociados a deslindes; cuestiones relacio-
nadas al precio de venta, y sobretasas al consumo de cigarrillos y tabaco; 
entre otras).

• Ley Nro. 1.753 de 2015, por la cual se expide el Plan Nacional de Desa-
rrollo 2014-18, cuyo artículo 160 crea el Sistema Estadístico Nacional (SEN) 
de Colombia y describe sus integrantes, la rectoría del DANE y el acceso a 
registros administrativos, y establece además la conformación de un Con-
sejo Asesor Nacional de Estadística (CANE).

• Decreto Nro. 1.743 de 2016, por el cual se reglamenta el artículo 160 
de la Ley 1.753 de 2015 y se adiciona el título 3 a la parte 2 del libro 2 del 
Decreto 1.170 de 2015, Decreto Reglamentario Único del Sector Adminis-
trativo de Información Estadística.

• Ley Nro. 1.95519 de 2019, en virtud de la cual se expide el Plan Nacional 
de Desarrollo 2018-22, cuyo artículo 155 modifica el artículo 160 de la Ley 
Nro. 1.753 de 2015 y establece la creación del SEN en Colombia y de un 
Consejo Asesor Técnico del SEN. 

Sistema Estadístico Nacional

El SEN se encuentra reconocido en el artículo 155 de la Ley Nro. 1.955 de 
2019, que establece el Plan Nacional de Desarrollo para el periodo 2018-
22: “el Sistema de Estadística Nacional estará integrado por las entidades 
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que produzcan y difundan estadísticas o sean responsables de registros 
administrativos”, entre las que se encuentran aquellas: “(…) 1. Pertene-
cientes a las Ramas del Poder Público, en todos los niveles de la estruc-
tura estatal, central o descentralizada por servicios o territorialmente; del 
orden nacional, departamental, municipal y distrital. 2. Los órganos, orga-
nismos o entidades estatales independientes o autónomos de control. 3. 
Las personas jurídicas, públicas o privadas, que presten servicios públi-
cos. 4. Cualquier persona jurídica o dependencia de persona jurídica que 
desempeñe función pública o de autoridad pública. 5. Personas jurídicas 
que posean, produzcan o administren registros administrativos en el de-
sarrollo de su objeto social, que sean insumos necesarios para la produc-
ción de estadísticas oficiales”.

Destaca el hecho de que esta definición incorpora a las entidades priva-
das, en la medida que presten servicios públicos o que posean, produz-
can o administren registros de utilidad para la producción de estadísticas 
oficiales. Asimismo, queda establecido que “el Gobierno nacional regla-
mentará las demás disposiciones relacionadas con el Plan Estadístico Na-
cional y las condiciones que garanticen el intercambio de información y 
la calidad de las estadísticas de que trata este artículo, el cual será con-
certado con todos los integrantes del SEN”. En consecuencia, en esta 
última ley que define al SEN, no hay mayor indicación en términos de 
los derechos u obligaciones de sus integrantes con respecto al acceso a 
datos nominados, o de si hay diferencias de acceso entre los integrantes 
públicos y privados. 

La misma norma dispone que el DANE será el órgano rector del Sistema, 
y que el objetivo del SEN “será suministrar al Estado y a la sociedad estadís-
ticas oficiales nacionales y territoriales de calidad”, además de optimizar el 
uso de los registros administrativos existentes.

Una particularidad de esta norma, por ser básicamente un Plan de Desa-
rrollo del gobierno en ejercicio, es que cambia cada cuatro años, y con ello 
ha ido cambiando también la definición del Sistema Estadístico Nacional de 
Colombia y sus características establecidas por ley. 
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Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

El decreto estadístico Nro. 1.170 señala que se trata de un “Departa-
mento administrativo” sin hacer referencia a su patrimonio, personalidad 
jurídica u otro antecedente relevante. El artículo 39 del Decreto Nro. 489 
de 1998, relativo a la integración de la administración pública, establece 
que el DANE es uno de los siete departamentos que componen la admi-
nistración pública colombiana, junto al presidente y los ministerios. Con el 
transcurso del tiempo, sin embargo, varios de estos departamentos han 
experimentado cambios estructurales, por ejemplo, al ser anexados a di-
versos ministerios, quedando solo el DANE (y el Departamento Nacional 
de Planeación) bajo la figura original.

La OCDE ha señalado que podría entenderse que el director del DANE 
tiene el mismo rango que un ministro y se nombra directamente por el 
presidente de la República, al igual que los ministros (OCDE, 2015b; pág. 
10). Un Departamento Administrativo es una entidad técnica, forma par-
te del Gobierno central junto con el presidente y los ministerios y, en 
consecuencia, tiene rango de ministerio, aunque no tiene la facultad de 
presentar iniciativas legislativas (en el caso del DANE, estas deben ser 
presentadas por el Ministerio de Finanzas y Crédito Público). 

El Decreto Nro. 262 de 2004 establece cuáles son sus objetivos y princi-
pales funciones. Se establece además que se trata de una oficina centra-
lizada geográficamente pero desconcentrada para los efectos del trabajo 
de campo, el cual será analizado, procesado y consolidado por el DANE.

Autoridad estadística

El cargo que ejerce el director del DANE (director de Departamento 
Administrativo) corresponde a empleo público por libre nombramiento 
(art. 5, Clasificación de empleo; art. 23, Clases de nombramiento), según 
lo establecido en la Ley Nro. 909 de 2004, que establece normas que 
regulan el empleo público, la carrera administrativa, la gerencia pública y 
otras disposiciones.
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No hay normas que establezcan reglas o principios sobre la independen-
cia profesional del DANE o de su director. Sin perjuicio de lo anterior, el 
Código Colombiano de Buenas Prácticas Estadísticas (2011) sí hace refe-
rencia explícita a los principios de imparcialidad e independencia técnica.

Secreto estadístico

El mismo artículo 155 del mencionado Plan Nacional de Desarrollo 2018-
22, establece en su párrafo 1 que “el DANE garantizará la reserva y confi-
dencialidad de la información en concordancia con el artículo 5 de la Ley 
79 de 1993. Los integrantes del SEN que incumplan u obstaculicen los 
requerimientos de información realizados por el DANE, asociados a la en-
trega de bases de datos de los registros administrativos, estarán sujetos a 
las sanciones y multas fijadas en el artículo 6 de la Ley 79 de 1993”.

 
El párrafo 2 y 5 de la misma ley establece otras referencias a la confiden-

cialidad y reserva, indicando la necesidad de “salvaguardar la confiden-
cialidad y reserva (…)” de la información, al realizar intercambios de datos 
por parte de los integrantes del SEN, o “preservar la reserva estadística” 
toda vez que se difundan los resultados.

Régimen sancionatorio

No se establecen, en los marcos normativos analizados, infracciones ni 
sanciones expresas para los informantes asociadas con el incumplimiento 
de estas normativas, así como tampoco para los funcionarios públicos 
que intervienen en el proceso estadístico por el incumplimiento de debe-
res de funcionarios.

La única referencia sancionatoria está dada por el artículo 5 de la Ley 
Nro. 79 de censos, que se ha intentado interpretar extensivamente para 
todo otro levantamiento estadístico, sin mayor éxito.
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Otros aspectos de interés

Colombia goza de muy buena reputación en América Latina por su 
sistema de certificación de calidad de la estadística, lo que aparece 
bien resguardado en el texto del nuevo Plan Nacional de Desarrollo, a 
diferencia de otros asuntos igualmente relevantes que tienen menos 
desarrollo normativo, como la obligación de informar, por ejemplo.

Brechas detectadas

La regulación estadística colombiana presenta las siguientes brechas 
que resulta relevante informar:

• Existe un elevado grupo de normas legales que tienen aplicación a la 
actividad estadística, haciéndose referencia recíproca entre ellas, lo que 
dificulta el acceso claro, coherente y expedito a la regulación.

• La ley no ofrece un catálogo de conceptos ni tampoco una defini-
ción explícita a los Principios de Estadísticas Oficiales. Sin perjuicio de 
lo anterior, el artículo 155 del Plan Nacional de Desarrollo 2018-22 hace 
mención a algunos de estos principios, al indicar que el SEN contribuirá 
con “transparencia, pertinencia, interoperabilidad, acceso, oportunidad y 
coherencia” a las estadísticas del país, con un enfoque diferencial. En el 
mismo articulado hay referencias a la confidencialidad que debe guiar 
estos procesos.

• Las normas no establecen los requisitos para ser director del DANE, no 
establecen un plazo de duración del cargo, ni tampoco detallan los me-
canismos para su nombramiento y remoción, siendo aspectos que reper-
cuten directamente en su independencia técnica y política. En la práctica, 
el director es nombrado directamente por el presidente de la República.

• No existen normas particulares sobre la manera en que el DANE debe 
divulgar su información (periodicidad, universalidad, etc.).
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DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE ESTADÍSTICA – DANE

Identificación
de la norma

. Ley Nro. 152 de 1994, la cual establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo.

. Decreto Nro. 262 de 2004, el cual modifica la estructura del Departamento Ad-
ministrativo Nacional de Estadística (DANE), y dicta otras disposiciones.
. Resolución Nro. 1.450 del 2011, que aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2011-
14, “Prosperidad para todos”.
. Decreto Nro. 4.178 de 2011, el cual reasigna funciones al DANE en relación con 
la planificación, estandarización y certificación de las estadísticas.
. Decreto Nro. 1.170 de 2015, mediante el cual se expide el Decreto Reglamenta-
rio Único del Sector Administrativo de Información Estadística. 
. Ley Nro. 1.753 de 2015, mediante la cual se expide el Plan Nacional de Desarro-
llo 2014-18, “Todos por un nuevo país”.
. Decreto Nro. 1.743 de 2016, mediante el cual se reglamenta el artículo 160 de la 
Ley Nro. 1.753 de 2015 y se adiciona el título 3 a la parte 2 del libro 2 del Decreto 
Nro. 1.170 de 2015, Decreto Reglamentario Único del Sector Administrativo de 
Información Estadística.
. Ley Nro. 1.955 de 2019, mediante la cual se expide el Plan Nacional de Desarro-
llo 2018-22, “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”.

Naturaleza jurídica Departamento Administrativo, que se relaciona directamente con la presidencia 
de la República.

Gobierno
corporativo

Autoridad unipersonal.

Consejo de
estadística

Sí, denominado Consejo Asesor Técnico del SEN.

Mención expresa
al SEN

Sí, definido por integración y objetivos.

Objetivos del SEN El artículo 155 del Plan Nacional de Desarrollo 2018-22 establece como objetivos 
del SEN:
. Suministrar a la sociedad y al Estado estadísticas oficiales nacionales y territo-
riales de calidad. 
. Utilizar los lenguajes y procedimientos comunes, respetando los estándares 
estadísticos internacionales y los objetivos del código de buenas prácticas en 
materia estadística. 
. Optimizar el uso de los registros administrativos producidos por todas las enti-
dades que lo conforman y contribuir con la transparencia, pertinencia, interope-
rabilidad, acceso, oportunidad y coherencia de las estadísticas del país, con un 
enfoque diferencial.

Acceso a RRAA Sí. Se establece el acceso en la Ley Nro. 1.955 (art. 155).

Secreto estadístico Sí.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

No se declara en los textos analizados, salvo para efectos censales.
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6. Costa Rica

Consideraciones preliminares

La actividad estadística de Costa Rica se remonta a la época colonial y 
ha continuado de manera ininterrumpida, pasando por la independencia 
hasta la fecha. Su primera oficina estadística data de 1861 y desde enton-
ces se ha tratado de mantener una tradición censal y un proceso de sos-
tenida mejora en el resto de la producción estadística.20

El 30 mayo de 2019, se reemplaza el texto legal vigente desde 1998, 
con ocasión de los requerimientos de adhesión del país a la OCDE, lo que 
convierte a Costa Rica en uno de los países con el marco regulatorio más 
moderno y completo en vigencia en América Latina.

Identificación de la norma

El marco regulatorio es la Ley Nro. 9.694 de 2019 sobre el Sistema de 
Estadística Nacional. Como se trata de una ley con una vigencia muy re-
ciente, Costa Rica se encuentra en proceso de dictar nuevos reglamentos 
de orden orgánico que complementarán la aplicación de esta norma, lo 
que debe ocurrir dentro de los seis meses siguientes a su publicación.

Sistema Estadístico Nacional

La norma cuenta con una declaración expresa sobre el Sistema Estadís-
tico Nacional en su artículo 1, al establecer el objeto de la ley: “(…) regular 
el SEN, las instituciones que lo componen, fijar las normas básicas para 
su adecuada coordinación y la obtención de información que permita el 
desarrollo estadístico de manera veraz y oportuna”. 

Para ello, se crea el SEN (art. 4), conformado por el Instituto Nacional de 
Estadística y Censos (INEC), las instituciones de la administración pública 

20 Puede consultarse más información sobre la trayectoria institucional en el documento disponible 
en la siguiente página web:
https://unstats.un.org/unsd/dnss/statistics_day/Costa_Rica-Boletinver.pdf.
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cuya actividad estadística sea relevante o que posean registros adminis-
trativos y las personas de derecho privado que soliciten su incorporación 
o sean aceptadas por el Consejo Directivo del INEC (CDINEC), en concor-
dancia con lo que establezca el reglamento de la ley. La incorporación de 
estas últimas es “(…) siempre que sean responsables de producir y divul-
gar estadísticas oficiales o posean registros de información que sirvan de 
insumo para la elaboración de estas”.

En el artículo 6, se establece además que “el SEN sustentará sus activi-
dades en una ENDE (Estrategia Nacional de Desarrollo Estadístico) de-
cenal, que se ejecutará por medio de los PEN (Plan Estadístico Nacional) 
quinquenales, que serán formulados por el INEC en conjunto con todos 
los integrantes del SEN y aprobados por el CDINEC (…)”

En virtud del artículo 7 se crea una Comisión Interinstitucional de Esta-
dística (CIE), conformada por los responsables de las unidades adminis-
trativas a cargo de los procesos estadísticos del SEN y presidida por el/
la gerente del INEC.

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

Se encuentra declarada en su artículo 31, y se define a la oficina como 
una “(…) institución autónoma, la cual tendrá personalidad jurídica y patri-
monio propios y gozará de la misma autonomía funcional y administrativa 
consagrada en el art. 188 de la Constitución Política. Será el ente técnico 
rector de las estadísticas nacionales y coordinador del SEN (…)”.

Autoridad estadística

La autoridad estadística recae, según el artículo 39 en un cuerpo cole-
giado denominado “Consejo Directivo”, que “(…) es la autoridad máxima 
del INEC. Estará conformado por cinco personas; deben ser profesionales, 
académicos o investigadores en materia estadística, económica o social 
o en otro campo disciplinario en el que se dé una amplia utilización de las 
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estadísticas oficiales y cuya idoneidad garantice el debido funcionamien-
to del CDINEC. Las personas designadas deberán contar al menos con un 
grado universitario de licenciatura”.

En cuanto a su designación, una de ellas será designada por el Consejo 
de Gobierno; otra, por el Colegio de Profesionales en Ciencias Económi-
cas; otra, por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, mientras 
que dos, por el Consejo Nacional de Rectores. La ley establece también 
que se juramentarán ante la autoridad máxima del órgano que represen-
tan, y que ejercerán sus funciones por un periodo de seis años, pudiendo 
ser reelegidos por periodos iguales. Si bien su cargo es inamovible du-
rante el periodo por el cual fueron designadas, la ley también establece 
causales de remoción, incluida la existencia de incompatibilidades, con un 
procedimiento que se establecerá por reglamento (art. 40). 

La nueva ley también dispone que el CDINEC nombrará a un gerente, 
que ejercerá como superior administrativo del INEC, a un subgerente y 
a un auditor interno. Tanto el gerente como el subgerente podrán ser 
nombrados por periodos de seis años y podrán ser reelectos (art. 46). El 
artículo 47 establece los requisitos para ocupar dichos cargos.

Secreto estadístico

Las normas relativas al secreto estadístico se encuentran expresamente 
establecidas entre los artículos 20 a 23, pero además la regulación con-
templa de manera sistémica una presencia del principio de confidenciali-
dad a lo largo de todo el cuerpo legal. 

En tal sentido, el artículo 10 a) estipula: “Principio de confidencialidad 
estadística: garantiza la protección de los datos obtenidos por el SEN, 
para la elaboración de las estadísticas dentro del marco de esta ley. Se 
exceptúan de la aplicación de este principio los datos de carácter público 
que son de libre acceso para todos los ciudadanos”. En su artículo 22, la 
ley establece la obligatoriedad para los integrantes del SEN de establecer 
protocolos de seguridad para preservar este principio.
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Posteriormente, se especifica la confidencialidad estadística (art. 20) como 
“(…) la prohibición que tiene el personal de las instituciones del SEN de re-
velar los datos que se refieran a personas físicas o jurídicas determinadas, 
de los que hayan tenido conocimiento de manera directa o indirecta en el 
desempeño de sus actividades”. Esta prohibición se extiende incluso una 
vez terminado el vínculo laboral con el organismo de que se trate. La ley es 
precisa, además, al establecer que queda prohibido el uso de los datos ob-
tenidos de los informantes del SEN para propósitos fiscales, judiciales y de 
otra índole distinta a la estadística (art. 21). Asimismo, cuando se trate del in-
tercambio de información entre integrantes del SEN y con fines únicamente 
estadísticos, la ley establece la obligatoriedad que recae en estos de dispo-
ner de los medios necesarios para resguardar la confidencialidad estadística.

Régimen sancionatorio

La norma costarricense es clara en esta materia, al efectuar una extensa 
y pormenorizada regulación en los artículos 58 a 62, estableciendo prin-
cipios que rigen la potestad sancionatoria para los informantes que no 
cumplan con su obligación de informar, así como también para los funcio-
narios involucrados en las conductas prohibidas en esta ley. Se establece 
además que el derecho de aplicar sanciones prescribe en un plazo de 
cuatro años,21 contado desde el momento en que se cometió la infracción.

En los artículos 63 a 71, se hace un extenso despliegue del régimen san-
cionatorio y de las infracciones que tipifica (leves, graves, muy graves), 
abarcando íntegramente, como ya se ha señalado, a los informantes del 
sector público y privado. Se incluyen también situaciones en las que no se 
remite la información en los plazos establecidos o se entrega información 
falsa o inexacta, así como reincidencias. 

Otros aspectos de interés

La norma cuenta con una regulación en su artículo 18 que establece la 
posible existencia de ciertos datos que son de entrega voluntaria por el 

21 Este plazo se incrementa en dos años en comparación con la ley anterior.
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informante, cuando ellos sean “(…) susceptibles de revelar el origen étni-
co, las opiniones políticas, las convicciones religiosas, espirituales o filo-
sóficas, la orientación sexual y, en general, cuantas circunstancias puedan 
afectar la intimidad personal o familiar”. 

Por otra parte, en su artículo 33 g) establece que es obligación del INEC 
“suministrar al público, de modo claro, oportuno, gratuito y en formato 
abierto, los resultados de la actividad estadística, así como las metodolo-
gías empleadas. El INEC publicará los datos estadísticos de conformidad 
con el calendario que disponga, el cual debe abarcar siempre los doce me-
ses siguientes, y deberá ser publicado en la página web de la institución”. 

Existe además un Consejo Nacional Consultivo de Estadísticas (arts. 26 a 30), 
definido como un “(…) órgano consultivo de los usuarios de las estadísticas. 
En él estarán representadas instituciones del sector público, organizaciones 
empresariales e instituciones sociales, económicas y académicas”. Entre sus 
funciones se encuentran: i) asesorar al INEC y retroalimentarlo sobre nuevas 
necesidades estadísticas; ii) rendir opinión sobre el anteproyecto de la ENDE y 
del PEN y sobre los respectivos planes y programas anuales, y iii) recomendar 
medidas para el mejoramiento de las publicaciones de los informes estadísti-
cos y los métodos de divulgación a cargo de los integrantes del SEN.

Brechas detectadas

La regulación estadística costarricense prácticamente no tiene brechas 
que cerrar debido a la reciente actualización de su marco legal. Sin per-
juicio de lo anterior, se previene sobre las atribuciones del presidente del 
Consejo Directivo y las competencias del gerente del Instituto, particular-
mente en cuanto a las competencias en la actividad estadística que po-
see este último y que podrían generar alguna inconsistencia en la gestión 
armónica de cada autoridad.
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INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA Y CENSOS – INEC

Identificación
de la norma

Ley Nro. 9.694 de 2019, Sistema de Estadística Nacional.

Naturaleza jurídica Institución autónoma, la cual tendrá personalidad jurídica y patrimonio propios 
y gozará de la misma autonomía funcional y administrativa consagrada en el 
artículo 188 de la Constitución Política.22 Será el ente técnico rector de las esta-
dísticas nacionales y coordinador del SEN. El Instituto regirá sus actividades por 
lo dispuesto en esta ley y su reglamento (art. 31 de la Ley Nro. 9.694).

Gobierno
corporativo

Colegiado, consiste en un Consejo Directivo.

Consejo de
estadística

Sí.

Mención expresa
al SEN

Sí, definido por integración, objetivos y funciones. 

Objetivos del SEN Se establecen a propósito de los principios que gobiernan al SEN, señalando que 
buscan (art. 11):
. Aplicar un mismo sistema normalizado de conceptos, definiciones, unidades esta-
dísticas, clasificaciones, nomenclaturas y códigos que posibiliten la comparación, la 
integración y el análisis de los datos y resultados obtenidos.
. Documentar y resguardar las bases de datos que se obtengan de las operacio-
nes estadísticas que realicen. 
. Emitir, en el caso particular del INEC, las normativas técnicas correspondientes, 
fundamentadas en los principios de buenas prácticas estadísticas reconocidas 
internacionalmente y aceptadas por Costa Rica.

Acceso a RRAA Sí (art. 16 de la ley).

Secreto estadístico Sí.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Sí, para informantes del sector público y privado.

22 El artículo 188 de la Constitución de Costa Rica señala “las instituciones autónomas del Estado 
gozan de independencia administrativa y están sujetas a la ley en materia de gobierno. Sus 
directores responden por su gestión”.
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7. Ecuador

Consideraciones preliminares

La historia estadística ecuatoriana ha mostrado una consolidación a partir 
de que se dictó su ley en 1976.23 Desde entonces, se ha fortalecido la ins-
titucionalidad estadística, viéndose beneficiada por periodos de bonanza 
económica y de fuerte apoyo político, aunque al mismo tiempo este último 
le ha significado en ocasiones cierto grado de vulnerabilidad, toda vez que 
el discurso político siempre tiende a esperar estadísticas que lo avalen. 

Cabe mencionar que la aspiración a modernizar su legislación estadís-
tica se ha manifestado desde principios de la década presente, con an-
teproyectos de ley presentados en la Asamblea Nacional −el último es 
de 2012−, aunque no lograran ser aprobados. Mientras tanto, han surgido 
una serie de normas referidas a diversos cambios institucionales en el 
país (por ejemplo, la creación y supresión de ministerios), algunas de las 
cuales han ido asignando atribuciones especiales al Instituto Nacional de 
Estadística y Censos (INEC) de Ecuador. Esto ha generado una alta dis-
persión de normas que ciertamente afectan la actividad estadística.

Identificación de la norma
 
La legislación estadística se encuentra principalmente recogida en el 

Decreto Supremo Nro. 323 de 1976, la Ley de Estadística, el Decreto Nro. 
77 de 2013 y el Decreto Nro. 215 de 2017. 

El Decreto Nro. 77 de 2013 introduce cambios significativos a la ley an-
terior, al incorporar una reorganización del INEC, asignándole funciones 
adicionales, tales como oficiar de rectoría y coordinación del Sistema Es-
tadístico Nacional, redefinir el Consejo Nacional de Estadística y Censos, 
brindar rango de Viceministro a la autoridad máxima del INEC, fortalecer 
el acceso del INEC a los registros administrativos en poder de los organis-
mos públicos de Ecuador, entre otras. 

23 http://www.ecuadorencifras.gob.ec//documentos/web-inec/Institucion/Historia.pdf.
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A su vez, el Decreto Nro. 215 de 2017 aborda la necesidad de redefinir 
nuevamente el Consejo Nacional de Estadística y Censos debido a la eli-
minación de los ministerios sectoriales (Decreto Nro. 7 de 2017), los cua-
les conformaban el Consejo de acuerdo con el Decreto Nro. 77 de 2013. 

Si bien ambos decretos actualizan considerablemente la Ley de 1976 
y son una respuesta a los cambios institucionales que se han ido suce-
diendo en Ecuador, el hecho de que sean decretos (y no leyes) genera un 
grado de incertidumbre y/o vulnerabilidad en cuanto a su continuidad a 
través de diferentes gobiernos.

Sistema Estadístico Nacional

En el artículo 1 (arts. 1 a 4), la ley se refiere expresamente al Sistema 
Estadístico Nacional, indicando su objeto y los organismos que lo compo-
nen. En particular, define como órganos del Sistema al Consejo Nacional 
de Estadística y Censos y al INEC (art. 4), especificando además que “to-
dos los organismos o instituciones del sector público que realicen labores 
de carácter estadístico se sujetarán al Sistema Estadístico Nacional”. 

Por su parte, el Decreto Nro. 77 de 2013 reorganiza el Consejo, inte-
grándolo con “(…) 1. El titular encargado de la planificación nacional o su 
delegado permanente, quien lo presidirá; 2. Los titulares de los Ministerios 
Coordinadores o sus delegados permanentes; 3. El titular del Instituto Na-
cional de Estadística y Censos”.

Tal como se indicó previamente, este decreto introduce importantes 
funciones al INEC, que le permiten ejercer con mayor fuerza la rectoría 
y coordinación del SEN, entre las que se cuentan: i) planificar la produc-
ción estadística nacional y su correspondiente monitoreo y evaluación; ii) 
establecer normas, estándares, protocolos y lineamientos aplicables a las 
instituciones integrantes del SEN, y iii) establecer un sistema de certifica-
ción del cumplimiento de la normativa de la producción estadística para 
los integrantes del SEN. 
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Posteriormente, el decreto Nro. 215 de 2017 redefine el Consejo (art. 5), 
que pasa a estar integrado por “(…) 1. La máxima autoridad de la Secre-
taría Nacional de Planificación y Desarrollo o su delegado/a permanente, 
quien lo presidirá (…) y 2. El/la responsable de la articulación de cada uno 
de los Consejos Sectoriales o sus respectivos delegados/as permanen-
tes”. En esta nueva definición, se establece que el INEC ejerce la secretaría 
del Consejo, con derecho a voz pero no a voto. Por otra parte, este de-
creto no se pronuncia sobre las funciones otorgadas previamente al INEC 
mediante el Decreto Nro. 77.

Tal como se podrá apreciar, los continuos cambios normativos a la inte-
gración del SEN generan un nivel de incertidumbre jurídica que sin duda 
afecta la actividad estadística del Sistema en su conjunto.

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

La naturaleza jurídica del INEC aparece descrita tanto en la Ley Nro. 323 
como en el Decreto Nro. 77, y ambas la definen como una entidad de de-
recho público, con personería jurídica. El Decreto Nro. 77 establece ade-
más que es una entidad con “(…) patrimonio propio, dotada de autonomía 
técnica, presupuestaria, financiera, económica, administrativa y de ges-
tión, adscrita a la Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo (…)”. 

Con respecto a su adscripción, cabe indicar que en mayo de 2019, el 
Decreto Nro. 732 suprimió la Secretaría Nacional de Planificación y Desa-
rrollo, traspasando sus entidades adscritas hacia otras reparticiones pú-
blicas. En el caso del INEC, se estableció una adscripción en forma transi-
toria a la presidencia de la República. 

Autoridad estadística 

El esquema ecuatoriano es complejo. Por un lado, en virtud de la Ley 
Nro. 323, cuenta con un Consejo Nacional de Estadística y Censos integra-
do por autoridades políticas en su mayoría, aunque desde 2013 también 
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integrado por el titular del INEC (art. 5 del Decreto Nro. 77). De acuerdo 
con la ley, este cuerpo colegiado tiene atribuciones resolutivas sobre as-
pectos trascendentales de la labor estadística, que lo convierten even-
tualmente en un verdadero superior jerárquico del INEC, debido a que, 
como estipula el artículo 7, puede: “(…) a) supervisar el funcionamiento 
del Instituto Nacional de Estadística; b) dictaminar sobre el Programa Na-
cional de Estadística que debe ser presentado por el Instituto Nacional 
de Estadística y Censos; c) disponer la realización de censos nacionales 
y aprobar los planes y presupuestos correspondientes (…)”, entre otras 
funciones vinculantes.

Por otro lado, el Decreto Nro. 77 establece para el INEC que el “Director 
Ejecutivo será la máxima autoridad del Instituto Nacional de Estadística y 
Censos, quien ejercerá su representación legal, tendrá el rango de Vicemi-
nistro y será nombrado por el Presidente de la República, de una terna pre-
sentada por el titular del organismo encargado de la planificación nacional”.

En la práctica, el Consejo no ha operado mayormente luego de la entrada 
en vigencia de la Ley Nro. 323, pero sí tuvo un cierto grado de aplicabilidad 
después del Decreto Nro. 77, aunque con funciones acotadas. Por la misma 
razón, es el Decreto Nro. 77 el que prima en lo que refiere a la autoridad 
superior de la institución. Sin embargo, la existencia de la ley y su jerarquía 
por sobre el decreto constituyen de forma permanente una potencial vul-
nerabilidad para las funciones de la autoridad superior del INEC. 

Por otra parte, en la práctica, el nombramiento de la máxima autoridad 
del INEC lo efectúa directamente el presidente de la República, y la nor-
mativa estadística no indica plazos de ejercicio en el cargo, ni condiciones 
de selección ni de remoción de la autoridad superior del INEC.

Una complejidad adicional viene dada por la promulgación del Código 
Orgánico de la Economía Social de los Conocimientos, Creatividad e Inno-
vación (2017), denominado Código Ingenio, el cual establece los Institutos 
Públicos de Investigación, siendo el INEC el instituto en el ámbito de la 
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estadística. Este código define que la máxima autoridad de tales institutos 
deberá cumplir con una serie de características, entre ellas contar con pu-
blicaciones indexadas o patentes y poseer un grado académico de PhD. 
Si bien esta norma no se ha aplicado aún al INEC, genera un nivel impor-
tante de incertidumbre en cuanto a la elegibilidad de la actual autoridad 
superior de este. 

Secreto estadístico

El Decreto Nro. 323 establece en su artículo 21 una norma expresa relati-
va a la confidencialidad que debe guiar este tipo de actuaciones, señalan-
do que “los datos individuales que se obtengan para efecto de estadística 
y censos son de carácter reservado; en consecuencia, no podrán darse a 
conocer informaciones individuales de ninguna especie, ni podrán ser uti-
lizados para otros fines como de tributación o conscripción, investigacio-
nes judiciales y, en general, para cualquier objeto distinto del propiamente 
estadístico o censal”.

Régimen sancionatorio

El marco regulatorio ecuatoriano contempla normas que tipifican las in-
fracciones que pueden cometer los informantes (falsear o denegar la in-
formación solicitada), estableciendo multas en caso de verificarse dicha 
situación (arts. 22 a 25). Indica además que “el cumplimiento de la pena 
no libera de la obligación de proporcionar los datos estadísticos solicita-
dos y que la sanción se aplicará tantas veces cuantas se negare a propor-
cionar la información requerida” (art. 24).

En la práctica, sin embargo, el nivel de multas establecido en la ley no 
ejerce una presión relevante para hacer valer esa obligatoriedad, en parti-
cular con las personas jurídicas.
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Otros aspectos de interés

El Decreto Nro. 77 actualiza la conformación del Consejo Nacional de 
Estadística y Censos, estableciendo en este caso una verdadera red de 
ejecutivos públicos al incorporar “los titulares de los Ministerios Coordina-
dores o sus delegados permanentes”, ampliando con ello la cobertura del 
sistema estadístico significativamente. Si bien funcionó en forma acorde 
en los años posteriores a su entrada en vigencia, con el cambio de gobier-
no −en 2017− se ha generado una serie de modificaciones en la estructu-
ra gubernamental, incluidas fusiones de ministerios, que han alterado la 
composición y el funcionamiento del consejo. 

Por otra parte, el Decreto Nro. 77 en su artículo 3 (inciso 3), establece 
como función del INEC “implementar un sistema de certificación de cum-
plimiento de la normativa de producción estadística para entidades suje-
tas al Sistema Estadístico Nacional, previo a otorgar el carácter de infor-
mación estadística oficial”. Sin embargo, en la práctica, el procedimiento 
está en una fase muy inicial.

Brechas detectadas

La regulación estadística ecuatoriana presenta las siguientes brechas 
que resulta relevante informar:

• No existe un cuerpo único que regule estas materias, sino una serie de 
normas que dificulta el entendimiento de cómo funciona el SEN y afecta 
la actividad estadística.

• El marco normativo no establece ninguna referencia explícita a los 
Principios Fundamentales de Estadísticas Oficiales. Sin perjuicio de lo an-
terior, es posible advertir algunos elementos que se desprenden de ellos; 
por ejemplo, el artículo 3 del Decreto Nro. 77 establece las nuevas funcio-
nes del INEC.

• La ley no ofrece un catálogo de conceptos y/o definiciones, lo cual 
afecta la interpretación y eficiencia del sistema estadístico nacional.
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• La regulación estadística no establece los requisitos para ser director del 
INEC, no se establece un plazo de duración del cargo, ni se detallan los me-
canismos para su nombramiento y remoción, siendo aspectos que reper-
cuten directamente en su independencia técnica y política. Esto se agrava 
con la existencia de otras normas (por ejemplo, el Código Ingenio antes 
mencionado) que establecen otros requisitos para el ejercicio del cargo.

• No existen normas relativas a la seguridad de la información en poder del 
INEC, ni tampoco sobre cesión o destrucción de formatos con información.

• No existen reglas para la prestación de servicios de terceros en la ac-
tividad estadística.

• La ley no dispone de reglas que permitan el acceso privilegiado a 
investigadores.

• La ley no contiene normas que fijen estándares de calidad estadística 
ni mecanismos para su evaluación; lo anterior, sin perjuicio de la obliga-
ción declarada por la oficina de dictar normas metodológicas y la función 
de certificación establecida en el Decreto Nro. 77.

• No existen normas particulares sobre la manera en que la oficina es-
tadística debe divulgar su información (periodicidad, universalidad, etc.).
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INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA Y CENSOS – INEC

Identificación
de la norma

. Ley de Estadística; Decreto Supremo Nro. 323 de 1976. 

. Decreto Ejecutivo Nro. 77 de 2013.

. Decreto Ejecutivo Nro. 215 de 2017.

. Decreto Ejecutivo Nro. 732 de 2019.

Naturaleza jurídica Entidad de derecho público, con personería jurídica y patrimonio propio, adscri-
ta a la Secretaría Nacional de Planificación y Coordinación (en la actualidad y en 
forma transitoria, desde mayo de 2019, adscrita a la presidencia de la República).

Gobierno
corporativo

Autoridad unipersonal, con estatus de viceministro. 

Consejo de
estadística

Sí.

Mención expresa
al SEN

Sí, definido por integración y objetivos.

Objetivos del SEN La ley (art. 2) estipula que el Sistema Estadístico Nacional estará orientado a:
. Investigar, estudiar, planificar, producir, publicar y distribuir las estadísticas na-
cionales que faciliten el análisis económico-social, para los programas de desa-
rrollo, de acuerdo con la realidad nacional.

Acceso a RRAA Sí. Se establece en el Decreto Nro. 77 (art. 4).

Secreto estadístico Sí.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Sí, aunque parcial, solo para informantes.
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8. El Salvador

Consideraciones preliminares

El Salvador presenta la segunda ley estadística más antigua −data de 
1955− del grupo de países analizados en este estudio.24 Si bien en su le-
gislación declara un importante número de productos de cargo de la Di-
rección General de Estadística y Censos (DIGESTYC), lo cierto es que los 
ministerios realizan sus propios levantamientos sectoriales. Además, el 
Banco Central de Reserva de El Salvador es un importante productor −
también financista− de estadísticas en varias áreas y, a su vez, elabora las 
cuentas nacionales.

La literatura ha documentado cierta debilidad institucional de la DIGES-
TYC (Dargent et al., 2018; pág. 51), donde, a pesar de que existe consenso 
sobre la necesidad de actualizar el marco normativo, no se ha podido 
concretar la agenda de reformas, debido en parte a la tensión y prioridad 
política. Desde 2014, existe un borrador para una ley estadística pero no 
ha podido avanzar hacia una fase más concreta.

Identificación de la norma

El marco jurídico estadístico se encuentra recogido en el Decreto Nro. 
1.784 de 1955. Se trata de una norma descrita como “decreto” pero deno-
minada “Ley orgánica”.

Sistema Estadístico Nacional

La normativa salvadoreña hace una referencia expresa al “Servicio Estadís-
tico Nacional”, que debe entenderse referido al Sistema Estadístico Nacional. 
En el artículo 1, se dispone que está “constituido por todos los organismos 
públicos y privados que elaboren estadísticas, inclusive el servicio exterior de 
la República. Dicho servicio, es uno e indivisible y de utilidad general”, lo cual 
da cuenta de una visión pionera para la época de la que data la ley.

24 La más antigua es la de Paraguay, en vigencia desde 1942.
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El artículo 2 describe sus objetivos y el artículo 3 señala a la DIGESTYC 
como su “supremo organismo de coordinación”, que ejercerá dicha fun-
ción a través de la creación de Comités Permanentes de Trabajo, integra-
dos por organismos interesados en cada rama.

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

La Dirección General de Estadística y Censos consiste en un organismo 
dependiente del Ministerio de Economía, según lo declara el art. 5 de la 
respectiva ley estadística.

Autoridad estadística

En cuanto a la autoridad de la DIGESTYC, la ley menciona en el mismo 
artículo 5 que se trata de una autoridad unipersonal, denominada “director 
general”. Además, se contempla un subdirector y un secretario general. En 
cuanto al estatus de la autoridad, es posible colegir, a raíz de la falta de re-
glas explícitas en la ley y la declaración de dependencia con un ministerio, 
que se trata de un funcionario de confianza política del Poder Ejecutivo.

El marco normativo hace algunas referencias a la estructura orgánica 
del organismo, particularmente en el artículo 7, al indicar la existencia de 
departamentos y secciones, y grupos y subgrupos de trabajo.

En el artículo 9, se describe una serie de atribuciones, algunas propias de 
la dirección de la oficina, otras propias de la responsabilidad de coordinar un 
Sistema Estadístico. Con respecto a esto último, destaca la función de rectoría 
que se le asigna al director general al establecer la función de “dictar resolucio-
nes acerca de los métodos y sistemas técnicos que deban aplicarse a las diver-
sas investigaciones estadísticas y censales que se realicen en el país” (inciso d).

Secreto estadístico

Las reglas sobre confidencialidad están recogidas en el artículo 18 y, en 
general, se ajustan bastante bien al estándar promovido en la materia. Di-
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cho artículo no provee excepciones legales que permitan una apertura del 
secreto estadístico y además es explícito al indicar que “(…) los datos que 
recopile la Dirección general son absolutamente reservados. No podrán 
utilizarse para fines de tributación fiscal o investigaciones judiciales (…)”.

 
Sin embargo, el artículo 19 establece una norma bastante inusual, que 

podría generar vulnerabilidades en escenarios de presión debido a una 
mayor apertura del dato agregado, por ejemplo promovidos por la legis-
lación de transparencia. La razón es que en el caso de que los resúmenes 
numéricos de que dispone la DIGESTYC correspondan a menos de tres in-
formantes “(…) se podrán publicar siempre que dichos resúmenes consti-
tuyan a juicio de la Dirección General elementos esenciales para el estudio 
de importantes problemas de la vida nacional”.

Régimen sancionatorio

En este sentido, la norma en cuestión cuenta con varias reglas expresas. 
El artículo 15 describe la infracción en la que incurren los informantes (or-
ganismos públicos y personas naturales y jurídicas) al no entregar informa-
ción cuando les sea requerida con fines estadísticos o al entregar informa-
ción falsa, estableciendo escalas en los montos de las multas en cada caso. 
Por su parte, el artículo 26 establece las infracciones en las que incurren 
los funcionarios por un desempeño desleal en su función; es decir, cuando 
quieran acceder a información no contenida en los formularios o divulguen 
información amparada en el secreto estadístico. La sanción por estas in-
fracciones está dada en la legislación salvadoreña por la destitución inme-
diata y agravada con una multa, sin perjuicio de la responsabilidad penal.

En la práctica, sin embargo, la oficina informa que el monto de las mul-
tas aplicables a los informantes es tan bajo que las personas o entidades 
sancionadas prefieren pagarlo antes que entregar la información.

Otros aspectos de interés

Hay tres aspectos interesantes en la regulación revisada. El primero de 
ellos hace referencia a la obligación del director general contenida en el 
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artículo 9 (inciso j) referido a “promover la educación y entrenamiento 
profesional del personal estadístico para lo cual gestionará cada año el 
otorgamiento de un mínimo de tres becas en Institutos, Universidades u 
organismos especializados dentro o fuera del país”. 

El segundo se refiere a la facultad de la dirección de informar, aun cuan-
do el número de informantes sea inferior a tres. Si bien esta decisión que-
daría a discreción del director según su análisis profesional del caso, even-
tualmente podría también constituir una vulnerabilidad frente a presiones 
políticas que lo indujeran a informar.

El tercero está vinculado con el artículo 23 y la competencia exclusiva 
de la dirección para “la publicación de cifras acerca de los Censos y de Es-
tadísticas continuas. En consecuencia, ninguna oficina pública, Municipal 
ni privada, ni tampoco persona particular alguna, podrán publicar tales 
datos sin autorización previa y escrita de dicha Dirección General”. 

Se incluyen normas relativas a calidad aunque en términos muy generales, 
expresadas como “(…) normas y métodos a que deben sujetarse diversos 
organismos en el desarrollo de sus trabajos estadísticos” (art. 8 d)) y divul-
gación estadística (arts. 9 e) y e i), y 20), también en forma genérica.

Brechas detectadas

Existen varios aspectos esenciales que no contemplan regulación o cuya 
regulación es deficiente, entre ellos:

• No hay referencias expresas a los principios de estadísticas oficiales, 
sin perjuicio de algunas referencias implícitas en el articulado del decreto 
revisado. Como se ha señalado con anterioridad, la antigüedad de esta 
norma permite entender la falta de estas previsiones.

• No existe un catálogo de conceptos que faciliten el entendimiento de 
la regulación.
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• No hay un ente colegiado que asesore o resuelva sobre los aspectos 
más esenciales del sistema estadístico, recayendo toda esta responsabili-
dad en el director de la DIGESTYC. Sin perjuicio de lo anterior, la ley con-
templa la generación de Comités Permanentes de Trabajo, definidos para 
discusiones temáticas que de alguna manera compensarían esta ausencia 
de consejo general.

 
• La autoridad superior de la DIGESTYC es un funcionario de confianza 

política, para quien no se establece un plazo de duración en el cargo ni 
causales legales o tasadas para la expiración del mismo.

• La solicitud de autorización (al Ministerio de Economía) requerida para 
contratar al personal de la DIGESTYC (art. 9) da cuenta de las restriccio-
nes en cuanto a su autonomía.

DIRECCIÓN GENERAL DE ESTADÍSTICA Y CENSOS – DIGESTYC

Identificación
de la norma

Decreto Nro. 1.784 de 1955, Ley Orgánica del Servicio Estadístico Nacional.

Naturaleza jurídica Organismo dependiente del Ministerio de Economía.

Gobierno
corporativo

Autoridad unipersonal, a cargo de un director general.

Consejo de
estadística

No.

Mención expresa
al SEN

Sí, definido por integración.

Objetivos del SEN La ley (art. 2) estipula que son objetivos del SEN: 
. Investigar y perfeccionar los métodos del planeamiento, recolección, compila-
ción, tabulación, análisis, publicación y distribución de los datos estadísticos y 
censales del país.

Acceso a RRAA Sí (art. 14 de la ley).

Secreto estadístico Sí.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Sí.
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25 La descripción de su normativa obedece estrictamente a lo escrito en la ley vigente.

9. Guatemala

Consideraciones preliminares25

La Oficina Nacional Estadística se denomina Instituto Nacional de Estadística 
(INE) y diversos estudios consideran que cuenta con una capacidad estadís-
tica limitada, atribuible a la falta de decisión de las autoridades para impulsar 
reformas y a la falta de presupuesto (Dargent et al., 2018; págs. 54 a 58).

Identificación de la norma

El marco normativo se encuentra recogido en la Ley Orgánica del Insti-
tuto Nacional de Estadística contenida en el Decreto Nro. 3-85 de 1985.

Sistema Estadístico Nacional

El artículo 6 de la norma declara que “es el complejo orgánico de to-
das las dependencias del Estado, y entidades descentralizadas autóno-
mas y semiautónomas y de las municipalidades que tengan dentro de sus 
funciones cualquier actividad que se refiera a la elaboración, recolección, 
análisis y publicación de la información estadística”. El artículo 7 estipula 
que entre las obligaciones de las entidades y dependencias que integran 
el SEN se cuentan: i) acatar las instrucciones del INE; ii) aplicar los méto-
dos, procedimientos, definiciones y normas técnicas que se emitan por el 
INE, y iii) someter al INE, para su aprobación, los datos e informes estadís-
ticos que se elaboren, previamente a su publicación con carácter oficial. 
Estas funciones, junto con aquellas asignadas al INE, dan cuenta del rol 
rector que la ley establece que debe ejercer el INE dentro del SEN.

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

Según lo consigna el artículo 1, el INE es una entidad estatal descentrali-
zada, semiautónoma, con personalidad jurídica, patrimonio propio y plena 
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capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones. Se encuentra 
adscrita al Ministerio de Economía. Esta última vinculación, sin embargo, 
ha sido criticada pese a lo establecido en la legislación estadística, pues 
no se percibe una verdadera independencia de la actividad política.

El artículo 2 estipula que dentro de sus funciones está “formular y reali-
zar la política estadística nacional, así como planificar, dirigir, coordinar y 
supervisar las actividades del Sistema Estadístico Nacional”.

Autoridad estadística

El artículo 8 y los siguientes señalan la existencia de una Junta Directiva 
como la autoridad máxima de la institución, presidida por el ministro de 
Economía (art. 9). La Junta está integrada por nueve personas: cuatro 
ministros de Estado (ministros de Economía; Finanzas; Agricultura, Gana-
dería y Alimentación, y Energía y Minas); el secretario general del Consejo 
de Planificación Económica, y un representante del Banco de Guatemala, 
dos de instituciones académicas y uno de sectores económicos. La Junta 
sesiona una vez al mes o en forma extraordinaria cuando sea necesario.

Existe un gerente que funge como jefe de servicio, quien debe tener 
competencias en relación con las estadísticas y acreditar esa experiencia 
profesional; su nombramiento y remoción corresponde al jefe de Estado 
(arts. 14 y 15).

La ley declara que existe una Comisión Nacional de Estadística (art. 20) 
que es un “organismo técnico y consultivo”, presidida por el gerente del 
INE y compuesta por nueve representantes de las mismas instituciones 
que componen la Junta. Funciona de forma similar a la Junta, con sesio-
nes una vez al mes o extraordinarias según se requiera.

Secreto estadístico

Guatemala cuenta con normas expresas en la materia, específicamente en 
los artículos 25 y 26, donde se estipula que “salvo disposición legal en con-
trario o autorización expresada concedida por los informantes, los datos que 
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de acuerdo con esta ley obtengan las entidades y dependencias que inte-
gran el Sistema Estadístico Nacional son confidenciales; en consecuencia, no 
hacen fe en juicio, ni pueden utilizarse para fines tributarios, investigaciones 
judiciales o cualquier otro propósito que no sea de carácter estadístico” . 

La norma también se hace extensible a otros funcionarios del sistema 
que sean “responsables de los daños y perjuicios que se causen por los 
actos u omisiones en que incurran en el ejercicio de sus cargos, con moti-
vo de la aplicación de esta ley. Incurren también en responsabilidad quie-
nes, sin estar autorizados, divulguen información sobre los asuntos que 
conozcan por razón de su cargo, o que aprovechen dicha calidad para 
fines personales en perjuicio del país, de la institución o de terceros”. 

Régimen sancionatorio

Esta norma cuenta con un régimen sancionatorio delineado para los fun-
cionarios en caso de infracción a las obligaciones que les asisten, así como 
para los informantes por el atraso, negligencia, negativa o falsedad en la 
entrega de la información solicitada (arts. 36 a 41).

Es de las pocas legislaciones estadísticas que incorporan las categorías 
de infracciones simples y graves, con sus respectivas multas diferencia-
das. Mientras que las primeras se refieren al atraso, negligencia, negativa 
y/o adulteración por parte del informante en la entrega de datos, las se-
gundas se aplican a las reincidencias, las infracciones cometidas por fun-
cionarios públicos, el uso de medios violentos para impedir la información 
solicitada y la violación a las garantías de confidencialidad. 

Las multas son en beneficio del INE.

Otros aspectos de interés

El capítulo VII de la ley se denomina “Investigación Estadística” y entre 
los principales aspectos resulta interesante destacar que “se declara de 
utilidad y necesidad pública, la realización de los estudios e investigacio-
nes que, con fines estadísticos, lleve a cabo el Sistema Estadístico Nacio-
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nal, de conformidad con las normas de esta ley y los convenios internacio-
nales ratificados por Guatemala”. 

Brechas detectadas

La regulación estadística de Guatemala presenta vacíos que resulta rele-
vante informar, entre los que figuran:

• La ley no establece ninguna referencia explícita a los Principios de Es-
tadísticas Oficiales. 

• La ley no ofrece un catálogo de conceptos ni definiciones, carencia que 
sin duda afecta la coherencia y eficiencia del sistema estadístico nacional.

• La gobernanza de la institución está permanentemente sometida al 
ciclo político desde el momento que su Junta Directiva está integrada por 
ministros, donde quien preside es el ministro de Economía. El gerente que 
se desempeña como jefe de servicio es nombrado y removido por el jefe 
de Estado (art. 14).

• La ley no dispone de mecanismos de participación ciudadana explícita 
y comités técnicos o ad hoc para el fortalecimiento y la actualización de 
la actividad estadística. Sin perjuicio de esta evaluación, cabe destacar 
que la Comisión Nacional de Estadística incluye entre sus miembros a un 
representante proveniente de una universidad y a otros provenientes de 
diversos sectores productivos.

• No hay normas relativas a la seguridad de la información en poder del 
INE, ni tampoco sobre cesión o destrucción de formatos con información.

• No existen reglas para la prestación de servicios de terceros en la ac-
tividad estadística.

• No hay normas que fijen estándares de calidad estadística ni mecanis-
mos para su evaluación.

• No existen normas particulares sobre la manera en que el INE debe 
divulgar su información (periodicidad, universalidad, etc.).
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INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA – INE

Identificación
de la norma

Decreto Nro. 3-85 de 1985, Ley Orgánica del Instituto Nacional de Estadística.

Naturaleza jurídica Entidad estatal descentralizada, semiautónoma, con personalidad jurídica, pa-
trimonio propio y plena capacidad para adquirir derechos y contraer obligacio-
nes que tiendan al desarrollo de sus fines. Se encuentra adscrita al Ministerio de 
Economía.

Gobierno
corporativo

Colegiado, a cargo de una Junta Directiva integrada por nueve personas –de las 
cuales cuatro son ministros de Estado– que entrega sus instrucciones a un ge-
rente que es el jefe superior de las unidades administrativas.

Consejo de
estadística

Sí, cuenta con una Comisión Nacional de Estadísticas.

Mención expresa
al SEN

Sí, definido por integración y funciones.

Objetivos del SEN La ley estipula (art. 7) que quienes integren el SEN deben:
. Cumplir con lo preceptuado por la presente ley, sus reglamentos y demás 
disposiciones legales que le sean aplicables. 
. Acatar las normas y disposiciones que, en ejercicio de sus funciones, emita el 
INE.
. Ejecutar las labores de recolección, elaboración, análisis, aprovechamiento y divul-
gación que correspondan conforme a sus propias leyes y reglamentos, y las que les 
sean asignadas dentro del plan nacional de estadística. 
. Aplicar métodos, procedimientos, definiciones y normas técnicas que se emitan 
por el INE, para la ejecución de los programas estadísticos a su cargo.
. Someter al INE, para su aprobación, los datos e informes estadísticos que ela-
boren, previamente a su publicación con carácter oficial.

Acceso a RRAA Sí (art. 24 de la ley).

Secreto estadístico Sí.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Sí.
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10. Honduras

Consideraciones preliminares

De acuerdo con estudios previos, se ha detectado que la actividad es-
tadística en Honduras no cumple con la condición de ofrecer estadísticas 
oportunas, confiables y de alta calidad, lo que en parte se explica “(…) en 
la existencia de una limitada oferta estadística nacional, en la débil calidad 
de la información producida, en el poco acceso a la estadística elaborada, 
en la falta de integración del SEN, y particularmente en la falta de una 
cultura estadística que no retroalimenta a las actividades de generación 
de datos” (Instituto Nacional de Estadística de Honduras, 2006; pág. 15).

Identificación de la norma

El marco normativo se encuentra recogido en la Ley del Instituto Nacio-
nal de Estadística contenida en el Decreto Nro. 86-2000.

Sistema Estadístico Nacional

El artículo 2 del mencionado decreto declara que “el Instituto Nacio-
nal de Estadística (INE), tiene como finalidad la de coordinar el Sistema 
Estadístico Nacional (SEN), asegurando que las actividades estadísticas 
oficiales se efectúen en forma integrada, coordinada, racionalizada y bajo 
una normativa común”.

En su inciso segundo establece que “para efectos de esta Ley se entien-
de por Sistema Estadístico Nacional (SEN) el complejo orgánico de todas 
las dependencias del Estado, entidades desconcentradas, descentraliza-
das, autónomas, semiautónomas y municipalidades que tengan dentro de 
sus funciones cualquier actividad que se refiera a la colaboración, recolec-
ción, análisis y publicación de información estadística”.
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En el mismo sentido, el artículo 5 (inciso 3) establece que el INE tiene 
atribuciones para “normar los métodos, procedimientos y técnicas utiliza-
das por los órganos del Sistema Estadístico Nacional (SEN), a fin de que 
las estadísticas oficiales sean producidas con calidad y oportunidad”.

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

Según lo consigna el artículo 1, el INE es un “(…) órgano técnico, au-
tónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio”. El artículo 2 
estipula que su finalidad es coordinar el SEN, sujeto a condiciones pre-
viamente mencionadas.

Autoridad estadística

La autoridad del INE de Honduras es colegiada, aunque en base a un mo-
delo complejo. Está estructurado a través del siguiente esquema, según lo 
dispone el artículo 6: “el Consejo Directivo, la Comisión del Sistema Estadís-
tico Nacional, la Dirección Ejecutiva, las Unidades Técnicas, Administrativas 
y Financieras que fueran necesarias, y las Unidades Operativas Regionales”.

La complejidad se materializa en que la ley dispone que el Consejo Di-
rectivo es la máxima autoridad del instituto (art. 7) y es presidido por el 
secretario de Estado en el Despacho Presidencial; además, está integrado 
por ocho personas, seis de las cuales comparten la calidad de secretarios 
de Estado.

Más adelante, el artículo 16 estipula que el director ejecutivo del INE es el 
“jefe superior de las Unidades Administrativas y Técnicas del Instituto Na-
cional de Estadística, está supeditado a la autoridad del Consejo Directivo 
y es responsable ante el mismo por el correcto y eficaz funcionamiento de 
la Institución”. El artículo 17 establece que el “Director(a) Ejecutivo(a) es de 
libre nombramiento y remoción por el señor presidente de la República”.
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En el contexto revisado, este modelo de doble autoridad se da en más 
de un país26 y genera algún grado de tensión en torno a la verdadera in-
dependencia de las decisiones técnicas. 

Secreto estadístico

Se encuentra expresamente regulado en el artículo 31, al establecer que 
“las dependencias y entidades que conforman el Sistema Estadístico Na-
cional (SEN) recopilarán y manejarán los datos obtenidos según esta Ley, 
de manera estrictamente confidencial y no podrán ser suministrados ni 
publicados en forma individual, sino como parte de cifras agregadas de 
acuerdo a criterios y categorías de interés público. Los datos en forma in-
dividual solo podrán ser suministrados a aquellas Instituciones del sector 
público que por naturaleza de los cálculos estadísticos así lo requieran”.

En el artículo 26 también se hace referencia al secreto, en relación con la 
obligación que recae sobre las autoridades, al señalar que “en todo caso, 
las autoridades del Instituto estarán obligadas a respetar el principio de 
confidencialidad de los datos estadísticos y a observar las demás reservas 
que como derecho u obligación establezca esta y otras leyes (…)”.

Régimen sancionatorio

La norma cuenta con un régimen de infracciones y sanciones bastante 
completo, que se describe en los artículos 32 a 34. Dentro de las infrac-
ciones, se incluyen, entre otras: i) la negativa a proporcionar datos en los 
plazos definidos; ii) el suministro de datos falsos, incompletos o incon-
gruentes; iii) la oposición a las visitas de los censores durante el levanta-
miento censal, así como la participación deliberada en actos y omisiones 
que entorpezcan el desarrollo del levantamiento censal o los procesos de 
generación de información; iv) el uso de medios violentos para impedir 
la información solicitada, y v) la violación a las disposiciones de garantía 
de confidencialidad. En particular, tratándose de funcionarios, entre las 

26 Es similar a los casos de Brasil y Guatemala, donde hay un órgano colegiado que ejerce una “autoridad 
superior”, en muchos casos a través de un presidente y otra figura administrativa, pero con ejercicio 
de poder (por ejemplo, un gerente), que es reconocido como “jefe superior de la organización”.
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infracciones se cuentan: i) la revelación de datos estadísticos definidos 
como confidenciales; ii) el impedimento sin justificación del libre ejercicio 
de los derechos en el proceso de rectificación de datos, y iii) la obtención 
de la información mediante procedimientos fraudulentos o cualquier otro 
medio ilícito.

En cuanto a las sanciones, el INE está facultado para aplicar sanciones 
administrativas que consisten en multas, las cuales se duplican en caso 
de reincidencia. 

Además, en el artículo 27 se establece que “las fuentes de información 
que se nieguen a suministrar datos, los falsifiquen o no los proporcionen 
en los plazos establecidos, serán sujetas a las sanciones que establezca 
esta Ley, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal 
que hubiere lugar”.

Otros aspectos de interés

Resulta interesante poner en relieve la regulación del artículo 5 (inciso 14), 
que establece la posibilidad de “contratar a entidades del sector público y 
privado, nacional e internacional, para la ejecución de actividades del Insti-
tuto Nacional de Estadística (INE), cuando se considere necesario”.

Un segundo aspecto que destaca es el artículo 11, que establece una 
regla relativa al conflicto de interés al señalar que “ningún Miembro del 
Consejo Directivo podrá por sí ni en representación de otras personas, ce-
lebrar contratos con el Instituto Nacional de Estadística (INE), ni asistir a 
una sesión en que haya de conocerse algún asunto en el que tenga interés 
personal o lo tengan sus parientes, dentro del cuarto grado de consan-
guinidad o segundo de afinidad, su adoptante o adoptado o una persona 
jurídica con la cual esté vinculada como socio o empleado”.
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Brechas detectadas

La regulación estadística de Honduras presenta los siguientes vacíos 
que resulta relevante informar:

• La ley no establece ninguna referencia explícita a los Principios Funda-
mentales de Estadísticas Oficiales, aun cuando hace mención al principio 
de confidencialidad y reserva (arts. 5, 26 y 30). 

• La ley no ofrece un catálogo de conceptos ni definiciones. 

• La gobernanza de la organización está, de forma constante, fuerte-
mente sometida al ciclo político ya que su Consejo Directivo está integra-
do por secretarios de Estado. El hecho de que el Consejo esté presidido 
por el secretario de Estado del Despacho Presidencial, quien a su vez es 
la autoridad superior del INE, expone directamente al Instituto al ciclo 
político. A lo anterior, se suma el hecho de que existe un director ejecuti-
vo como jefe superior de las unidades administrativas, lo que expone a la 
organización a una situación bicéfala.

• No existen normas relativas a la seguridad de la información en poder del 
INE, ni tampoco sobre cesión o destrucción de formatos con información.

• No hay normas que fijen mecanismos para la evaluación de la calidad 
de las estadísticas. Lo anterior, sin perjuicio de la atribución del INE de 
normar los métodos, procedimientos o técnicas utilizados por los órganos 
del SEN, a fin de que las estadísticas oficiales se produzcan con calidad y 
oportunidad, tal como lo indica el artículo 5 (inciso 4).

• No existen normas particulares sobre la manera en que el INE debe 
divulgar su información (periodicidad, universalidad, etc.).
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INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA – INE

Identificación
de la norma

Ley del Instituto Nacional de Estadística, Decreto Nro. 86-2000.

Naturaleza jurídica Órgano técnico, autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio.

Gobierno
corporativo

Colegiado, a cargo de un Consejo Directivo integrado por ocho personas, de las 
cuales seis son secretarios de Estado, que entrega sus instrucciones a un director eje-
cutivo que es el jefe superior de las unidades administrativas.

Consejo de
estadística

Sí, cuenta con una Comisión del Sistema Estadístico Nacional.

Mención expresa
al SEN

Sí.

Objetivos del SEN La ley hace mención más bien a las funciones que el INE tiene sobre el SEN, sien-
do las siguientes funciones propias de una actividad rectora del SEN (arts. 2 y 5): 
. Coordinar el Sistema Estadístico Nacional (SEN), asegurando que las actividades 
estadísticas oficiales se efectúen en forma integrada, coordinada, racionalizada y 
bajo una normativa común.
. Normar los métodos, procedimientos y técnicas utilizadas por los órganos del 
SEN, a fin de que las estadísticas oficiales sean producidas con calidad y oportuni-
dad. 
. Ejecutar o coordinar la producción de estadísticas básicas para la elaboración de 
los sistemas de cuentas nacionales, monetarias, fiscales, balanza de pagos, índices 
coyunturales de producción, empleo, salarios y precios.

Acceso a RRAA Sí (art. 25 de la ley).

Secreto estadístico Sí.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Sí.
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11. México

Consideraciones preliminares

En 1994, México comenzó a desarrollar proyectos de modernización ins-
titucional para fortalecer diversos organismos públicos, entre los que se 
contaba el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI). Incluir 
al ente estadístico fue lo que más costó en términos de apoyo político, y 
no ocurrió sino hasta 2006, año en que se modificó la Constitución a tal 
efecto; posteriormente, en 2008, se promulgó la nueva ley, en virtud de la 
cual se otorgó carácter de autonomía constitucional al INEGI.

Identificación de la norma

Las reglas estadísticas mexicanas se encuentran contenidas en el artículo 
26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la Ley 
del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica de 2008.

Sistema Estadístico Nacional

La Constitución mexicana dispone expresamente que “el Estado contará 
con un Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica (SNIEG) 
y que la responsabilidad de normarlo y coordinarlo estará a cargo de un 
organismo con autonomía técnica y de gestión, personalidad jurídica y 
patrimonio propio”.

A su vez, la ley que regula el sistema nacional de información estadística 
y geográfica especifica detalladamente las características del SNIEG. Así, 
por ejemplo, el artículo 1 se refiere al ámbito de aplicación de la ley; el ar-
tículo 2 define, entre otros conceptos, qué es lo que debe entenderse por 
Sistema Nacional Estadístico y Geográfico (o Sistema), esto es, “al conjun-
to de Unidades organizadas a través de los Subsistemas, coordinadas por 
el Instituto y articuladas mediante la Red Nacional de Información, con el 
propósito de producir y difundir la Información de Interés Nacional”.
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En los artículos 3 a 13, la ley explica su finalidad, su integración, su obli-
gatoriedad, su regulación, los organismos a través de los cuales se expre-
san sus normas, su proyección, sus plazos y su utilidad para la formulación 
del plan nacional de desarrollo.

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

La ley señala en su artículo 52 que “el Instituto es, conforme a lo dis-
puesto en el apartado B del artículo 26 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, un organismo público con autonomía técni-
ca y de gestión, personalidad jurídica y patrimonio propios, responsable 
de normar y coordinar el Sistema Nacional de Información Estadística y 
Geográfica”. Su objetivo prioritario según el artículo 53 será realizar “(…) 
las acciones tendientes a lograr que la Información de Interés Nacional se 
sujete a los principios enunciados en el artículo 3 (…)” de su ley.

Autoridad estadística

La autoridad estadística, según el artículo 66, recae en un órgano cole-
giado denominado Junta de Gobierno (en adelante “la Junta”) y en el pre-
sidente del Instituto. La Junta está integrada por cinco miembros “desig-
nados por el Presidente de la República con la aprobación de la Cámara 
de Senadores”. A su vez, el artículo 67 establece que “de entre los miem-
bros de la Junta, el Ejecutivo Federal nombrará al Presidente del Instituto, 
quien presidirá el citado órgano colegiado. El resto de los miembros de la 
Junta actuarán como vicepresidentes de la misma”.

Por su parte, el artículo 68 indica que “la Presidencia será el órgano 
superior ejecutivo del Instituto. El Presidente del Instituto durará en su 
cargo seis años y los vicepresidentes de la Junta ocho años. El periodo 
del Presidente del Instituto comenzará el primero de enero del cuarto año 
calendario del periodo correspondiente al Presidente de la República. Los 
periodos de los vicepresidentes de la Junta serán escalonados, sucedién-
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dose cada dos años e iniciándose el primero de enero del primer, tercer y 
quinto año del periodo del Ejecutivo Federal (…)”. 

La ley mexicana demanda, para la provisión de estos cargos, una serie 
de requisitos morales, de edad y de perfil técnico que se describen deta-
lladamente en su artículo 69.

Secreto estadístico

La ley define en su artículo 47 que “los datos que proporcionen los Infor-
mantes del Sistema, serán confidenciales en términos de esta Ley y de las 
reglas generales que conforme a ella dicte el Instituto”. El mismo artículo 
señala una regla de valor trascendental para el ejercicio pleno de la activi-
dad estadística, al indicar que “(…) la Información no queda sujeta a la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, 
sino que se dará a conocer y se conservará en los términos previstos en la 
presente Ley”, estableciendo de esta manera una preminencia de la ley es-
tadística para el debido cumplimiento de las funciones. Posteriormente, la 
regla general en el párrafo final estipula que “sin perjuicio de lo señalado en 
el párrafo anterior, el Instituto, respecto de la información correspondiente 
a su gestión administrativa, quedará sujeto a lo dispuesto en la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental”. 

Más adelante, es posible encontrar una serie de referencias a la confi-
dencialidad en la Sección I, relativa a los derechos y obligaciones de los 
informantes del Sistema, donde se reitera, como por ejemplo en el artículo 
37, que “los datos que proporcionen para fines estadísticos los Informan-
tes del Sistema a las Unidades en términos de la presente Ley, serán es-
trictamente confidenciales y bajo ninguna circunstancia podrán utilizarse 
para otro fin que no sea el estadístico. El Instituto no deberá proporcionar 
a persona alguna, los datos a que se refiere este artículo para fines fisca-
les, judiciales, administrativos o de cualquier otra índole”. Esta norma es 
clave porque clausura cualquier duda acerca de alguna situación que po-
dría buscar la apertura de la información. 
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Esta sección es importante, además, porque insiste en la necesidad de 
conservar la confidencialidad incluso en aquellos casos en que la informa-
ción proviniera de los registros administrativos, al señalar en el artículo 38 
que “los datos e informes que los Informantes del Sistema proporcionen 
para fines estadísticos y que provengan de registros administrativos, se-
rán manejados observando los principios de confidencialidad y reserva, 
por lo que no podrán divulgarse en ningún caso en forma nominativa o 
individualizada, ni harán prueba ante autoridad judicial o administrativa, 
incluyendo la fiscal, en juicio o fuera de él”. Cuando se deba divulgar la in-
formación a que se refiere el párrafo anterior, ésta deberá estar agregada 
de tal manera que no se pueda identificar a los Informantes del Sistema 
y, en general, a las personas físicas o morales objeto de la información. El 
Instituto expedirá las normas que aseguren la correcta difusión y el acce-
so del público a la Información, con apego a lo dispuesto en este artículo”.

Régimen sancionatorio

El artículo 103 establece al menos cinco tipos de sanciones que pue-
den aplicarse a los informantes, entre ellas: i) la negativa a entregar da-
tos, informes o exhibir documentos cuando deban hacerlo, en los plazos 
establecidos; ii) la falsedad, incompletitud o incongruencia de los datos 
suministrados; iii) la omisión de inscribirse en registros establecidos por 
la ley; iv) la oposición a las inspecciones de verificación en cumplimiento 
de la ley que realicen los inspectores, recolectores o censores, y v) el uso 
indebido de las denominaciones censo nacional o cuentas nacionales. 

En particular, establece que el negarse a desempeñar funciones censales 
constituye también una infracción, así como “(…) los actos u omisiones en 
que incurran las personas morales que impidan el desarrollo normal de los 
levantamientos censales o de los procesos de generación de información”.

En forma específica y aplicable a los servidores públicos, los artículos 
104 y 105 establecen infracciones que incluyen, entre otras: i) la revela-
ción de datos confidenciales; ii) la inobservancia de la reserva en materia 
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de información, cuando por causas de seguridad nacional hubiese sido 
declarada de divulgación restringida; iii) la participación deliberada en 
cualquier acto u omisión que entorpezca el desarrollo normal de los le-
vantamientos censales o de los procesos de generación de información, y 
iv) el impedimento, sin justificación, del libre ejercicio de los derechos de 
acceso y rectificación de datos, cuando estuvieren a cargo de los regis-
tros administrativos establecidos por ley.

Los montos y escalas de las multas se establecen en los artículos 106 a 
109 de la ley.

Otros aspectos de interés

Esta ley ofrece muchos aspectos que resulta importante destacar. Qui-
zás el primero y más evidente sea el hecho de que es la primera regula-
ción en la región que se desprende desde la misma Constitución Política 
del Estado, siendo la primera institucionalidad estadística en el continente 
que tiene una regulación de esta jerarquía.

Otro aspecto sobresaliente es que la norma legal consagra principios 
(art. 3) y conceptos (art. 2) sobre la base de los cuales el sistema opera 
a cabalidad.

La ley mexicana establece una interesante regla que otorga supremacía 
a la información oficial, contemplada en el artículo 6, y que estipula que 
“la Información de Interés Nacional será oficial y de uso obligatorio para la 
Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México”.

Por su parte, el artículo 10 establece una proyección estratégica a 24 
años, mientras que el artículo 13 dispone que “el Instituto proporcionará 
a las autoridades competentes la Información de Interés Nacional que se 
requiera para la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo”.

Al igual que otros institutos de la región, el INEGI ofrece la posibilidad 
de formar capital humano; de ello da cuenta el artículo 36 cuando estipula 
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que “a efecto de apoyar en la capacitación y actualización de los servi-
dores públicos de las Unidades, así como en la investigación permanente 
en temas de producción y análisis de la Información, el Instituto podrá 
realizar las funciones siguientes: (…) realizar investigaciones sobre nuevas 
metodologías para la producción y difusión de Información (…)”.

Otro aspecto relevante es la norma costo efectiva que se consagra en 
el artículo 39: “el Instituto realizará las acciones tendientes a lograr que 
los Informantes del Sistema incurran en los menores costos posibles en la 
entrega de la información que les solicite”.

En los artículos 40 y 41 se consagran importantes normas relacionadas 
con el derecho a conocer para qué será utilizada la información, la confi-
dencialidad que se ofrece, los derechos que le asisten a los informantes, 
así como la posibilidad de rectificar información cuando sea inexacta, in-
completa o equívoca.

En el artículo 73, la ley consagra como una causal de remoción de un 
miembro de la Junta: “utilizar en beneficio propio o de terceros, la infor-
mación confidencial o de otra naturaleza de que disponga en razón de su 
cargo, así como divulgar tal información en términos distintos a los auto-
rizados por esta Ley”, sancionando de esta forma el conflicto de interés.

Por último, en el artículo 87 se regula la existencia de un calendario de pu-
blicación, señalando que “el Instituto deberá dar a conocer a los Poderes de 
la Unión y al público en general el calendario anual de publicación aprobado 
por la Junta de Gobierno, mismo que podrá ser revisado en forma trimestral”.

Brechas detectadas

La regulación estadística mexicana es una de las más robustas de la 
región. En términos generales, se observa que contempla de manera sa-
tisfactoria los elementos esenciales que debe consagrar todo sistema es-
tadístico. Con todo, la oficina de estadística reporta que el acceso a los re-
gistros administrativos sigue siendo una materia que en ocasiones resulta 
compleja de abordar.
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INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA Y GEOGRAFÍA – INEGI

Identificación
de la norma

Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica de 2008.

Naturaleza jurídica Organismo público con autonomía técnica y de gestión, personalidad jurídica y 
patrimonio propios, responsable de normar y coordinar el Sistema Nacional de 
Información Estadística y Geográfica y realizar censos oficiales y cuentas nacio-
nales.

Gobierno
corporativo

Colegiado, a cargo de una Junta de Gobierno que es el órgano superior de dirección 
del Instituto, que estará integrada por cinco miembros designados por el presi-
dente de la República con la aprobación de la Cámara de Senadores. De entre los 
miembros de la Junta de Gobierno, el Ejecutivo Federal nombrará al presidente del 
Instituto, quien presidirá el citado órgano colegiado. Los demás integrantes actúan 
como vicepresidentes.

Consejo de
estadística

Sí, cuenta con un Consejo Consultivo Nacional.

Mención expresa
al SEN

Sí, definido por integrantes, objetivos y funciones, principios rectores, etc. 

Objetivos del SEN La ley declara (art. 4) que sus objetivos son:
. Producir información. 
. Difundir oportunamente la información a través de mecanismos que faciliten su 
consulta. 
. Promover el conocimiento y uso de la información. 
. Conservar la información.

Acceso a RRAA Sí (arts. 22, 23, 25, 28 y 46 de la ley).

Secreto estadístico Sí.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Sí.
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12. Nicaragua

Consideraciones preliminares

La Oficina Nacional Estadística, al igual que otras dependencias admi-
nistrativas del Estado nicaragüense, se encuentra vinculada a la autoridad 
del gobernante en ejercicio. En las últimas dos décadas, ha habido varios 
intentos por actualizar su normativa estadística, sin mayor éxito a la fecha. 
Existe una serie de diagnósticos, entre ellos la aplicación del instrumento 
de evaluación de capacidad estadística TASC (Tool Assessment for Statis-
tical Capacity27) del BID, que da cuenta de una debilidad institucional en 
el ámbito normativo. 

Identificación de la norma

La normativa estadística de Nicaragua, denominada “Ley creadora del 
Sistema Estadístico Nacional y del Instituto Nacional de Estadísticas y 
Censos”, corresponde al Decreto Nro. 102 de 1979, reformado posterior-
mente a través del Decreto Nro. 888 de 1981. Este último, además de rede-
finir el SEN y el Comité Coordinador, modifica algunas denominaciones y 
principalmente incluye cláusulas referidas al secreto estadístico y al siste-
ma sancionatorio, que estaban ausentes en el Decreto Nro. 102.

Posteriormente, la Ley Nro. 612 de 2007 −Ley de Reforma y Adición 
a la Ley Nro. 290, Ley de Organización, Competencia y Procedimientos 
del Poder Ejecutivo− crea, en su artículo 8, el Instituto Nacional de Infor-
mación de Desarrollo (INIDE). Además, establece que “cuando cualquier 
Ley, Decreto, Reglamento, Disposición o Acto Administrativo diga Insti-
tuto Nacional de Estadísticas y Censos, deberá entenderse que se refiere 
al Instituto Nacional de Información de Desarrollo, sucesor de este para 
todos los efectos. Las facultades, competencias y recursos otorgados al 
Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, incluyendo los programas de 

27 Puede consultarse más información sobre el TASC en:
http://iadb.libguides.com/sistemasestadisticosnacionales/conocimientoeinnovacion.
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encuestas y series estadísticas, se transfieren al Instituto Nacional de In-
formación de Desarrollo”.

En consecuencia, en el análisis que sigue, se denomina Instituto al INEC 
y al INIDE de forma indistinta.

Sistema Estadístico Nacional

La última definición del Sistema Estadístico Nacional de Nicaragua está 
dada por el Decreto Nro. 888 de 1981, que establece en su artículo 1 que 
los integrantes del SEN son: “(…) a) El Instituto Nacional de Estadísticas y 
Censos (INEC), que se crea en la presente Ley; b) Los servicios estadísti-
cos de las siguientes entidades: 1. Ministerios de Estados y sus dependen-
cias departamentales, 2. Corte Suprema de Justicia, 3. Entes Autónomos y 
servicios descentralizados, 4. Municipalidades, 5. Empresas Gubernamen-
tales; c) Otras entidades productoras de estadísticas de interés nacional 
autorizadas por el INEC”. 

El artículo 3 estipula que son fines del sistema: “a) Proporcionar infor-
mación y elementos de juicios estadísticos para la formulación y ejecucio-
nes de la política Nacional a corto, mediano y largo plazo; b) Realizar los 
trabajos de recopilar, elaborar, analizar y publicar la información estadís-
tica del país; c) Asegurar la comparabilidad de la información estadística 
mediante la unidad metodológica y técnica; d) Evitar la duplicidad de las 
tareas estadísticas; e) Proveer la información estadística oficial”.

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

El artículo 4 del Decreto Nro. 888 estipula que se crea “el Instituto Na-
cional de Estadísticas y Censos de Nicaragua (INEC) que en esta Ley se 
denominará simplemente el Instituto, organismo técnico descentralizado, 
con personalidad jurídica, patrimonio propio y plena capacidad para ad-
quirir derechos y contraer obligaciones, se regirá conforme a las disposi-
ciones de la presente Ley”.
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La Ley Nro. 612 de 2007 en su artículo 8 crea el INIDE, que reemplaza al 
INEC y asume sus funciones, definiéndolo como un “(…) ente autónomo 
descentralizado que, adscrito a la Secretaría Técnica, actuará bajo la rec-
toría sectorial de la Presidencia de la República”. 

Autoridad estadística

En lo que se refiere a la autoridad superior del Instituto, cabe indicar la 
existencia de una alta dispersión de normas que han ido redefiniendo este 
cargo a través del tiempo. 

El primer lugar, el Decreto Nro. 888 menciona en el artículo 6 que el Instituto 
“estará a cargo de un Presidente nombrado por la Junta de Gobierno de Re-
construcción Nacional, quien deberá ser nicaragüense, mayor de veinticinco 
años de edad y de reconocida capacidad en materia de estadística”.28 Poste-
riormente, la Ley Nro. 612 de 2007 establece su vinculación con la Secretaría 
Técnica y lo coloca bajo la órbita de la rectoría sectorial de la presidencia de 
la República. No se hace mención a la duración de su nombramiento, ni a los 
mecanismos o requisitos para su designación o remoción. 

A su vez, la Ley Nro. 476 de 2003 −Ley del Servicio Civil y de la Carrera 
Administrativa−, que regula los derechos y deberes de los servidores pú-
blicos e incorpora principios reguladores en el desempeño de la función 
pública, también establece excepciones no contempladas por la ley. Den-
tro de estas excepciones (art. 9), que se aplican a los servicios descentra-
lizados como es el caso de INIDE, se indica que la máxima autoridad del 
Instituto será nombrada por el presidente de la República.

 
Por último, de acuerdo con la Ley Nro. 864 de 2014 −ley de reforma a la 

Ley Nro. 290 (“Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del 
Poder Ejecutivo”)−, se ratifica que el INIDE es un ente descentralizado 
que estará bajo la rectoría sectorial del presidente de la República (art. 
14), aunque se realiza un cambio en la gobernanza de la institución. Esta 
ley, en su artículo 58, establece que “la Dirección Superior del Instituto, 

28 Previamente, el decreto 102 (art. 6) establecía la misma cláusula para la máxima autoridad, solo que 
la denominaba “director general”.
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estará integrada por codirectores o codirectoras en número de dos, por 
nombramiento del Presidente de la República, quienes ejercerán la repre-
sentación legal, en lo relacionado al ámbito de su competencia, pudiendo 
otorgar, o sustituir mandatos sean generales o especiales, para la adecua-
da gestión y funcionamiento del Instituto”. 

Al igual que con las normas previas que regulan sobre la autoridad supe-
rior del Instituto, no se hace mención al periodo en que se ejerce el cargo, 
por ser este de decisión presidencial. No obstante, el mismo artículo 58 
hace referencia a requisitos generales29 (nacionalidad nicaragüense, edad 
mayor a 25 años, y pleno goce de derechos políticos y civiles) y a condi-
ciones de incompatibilidad e inhabilidad para ejercer el cargo.30

De la secuencia de normas antes mencionadas, se evidencia la alta dis-
persión y variabilidad normativa para describir el cargo de autoridad su-
perior del Instituto, quedando este finalmente con una gobernanza radi-
cada en dos codirectores/as. En la actualidad, sin embargo, solo uno de 
ellos ha sido oficializado por decreto. 

El marco normativo tampoco hace ninguna declaración acerca de la es-
tructura orgánica del organismo ni se refiere a otros aspectos relativos al 
cuadro de mando.

Secreto estadístico

El Decreto Nro. 888, además de definir lo que son las fuentes de infor-
mación estadística en el art. 8, incorpora también el concepto de “infor-
mación reservada” y la prohibición de dar a conocer la información indivi-
dual proveniente de estas fuentes de información estadística (art. 9).
29 Estas cláusulas generales son aplicables a ministros/as, viceministros/as, directores/as y 
codirectores/as de entidades autónomas gubernamentales.
30 Dentro de las incompatibilidades e inhabilidades, se describen: “(...) a) La persona que se encuentre 
en servicio activo en el Ejército de Nicaragua o la Policía Nacional, salvo las excepciones establecidas 
en el artículo 95 de la Constitución Política relacionadas con la comisión de servicio externo. b) La 
persona que desempeñe simultáneamente otro cargo en alguno de los Poderes del Estado. (…) d) La 
persona que hubiere recaudado o administrado fondos públicos o municipales, sin estar finiquitadas 
sus cuentas. e) La persona deudora morosa de la Hacienda Pública. f) La persona comprendida dentro 
de las prohibiciones de nombramiento vinculadas al parentesco, de conformidad al artículo 130 de la 
Constitución Política de la República de Nicaragua”.
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Por otra parte, el Instituto ha elaborado una “Política de Acceso a Bases 
de Datos de Censos y Encuestas”, formalizada a través del Decreto Nro. 
68 de 2011, que norma las condiciones para propiciar el acceso a estas 
bases de datos del INIDE. En el marco de esta política, se brinda acceso a 
usuarios en general y a investigadores encargados de decisiones en par-
ticular; se introducen ciertas definiciones, y se prohíbe copiar o distribuir 
las bases de datos con fines de lucro, así como entregarlas a terceros sin 
la autorización expresa del INIDE. Además, se indica, aunque en términos 
muy generales, el sigilo estadístico y el resguardo a la confidencialidad de 
los informantes con los que deben abordarse estas bases de datos.

Régimen sancionatorio

El Decreto Nro. 888, además de incorporar la obligatoriedad por parte 
de los informantes −ya sean estos instituciones estatales, mixtas, perso-
nas naturales o jurídicas− de entregar información al SEN (art. 10), tam-
bién establece un sistema de sanciones por incumplimiento de entrega 
o por entregas tardías de información (art. 11). Asimismo, las sanciones 
incluyen aquellos casos en que se realizan investigaciones estadísticas sin 
la debida autorización del Instituto.

Este decreto establece multas diferenciadas para personas naturales y 
jurídicas, aumentando su valor en caso de reincidencia (personas natu-
rales) y en caso de incumplimiento del plazo establecido para entregar 
la información (personas naturales y jurídicas). Por otra parte, cuando se 
trate de un funcionario público, que en el ejercicio de su cargo se niegue 
a entregar la información solicitada, la sanción se aplicará “(…) conforme 
el Régimen Disciplinario de la Administración Pública”.

En la práctica, sin embargo, el Instituto no ha implementado el sistema 
de sanciones y multas. Aun cuando la atribución para aplicarlas y los mon-
tos de las multas están claramente definidos en la normativa estadística, 
la falta de un reglamento que normara el procedimiento y la obsolescen-
cia de estos montos en el tiempo los volvieron inaplicables. 

Cabe señalar que el Decreto Nro. 888 también establece que las sancio-
nes aplicadas por incumplimiento en la entrega de información no eximen 
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de la obligación de brindarla posteriormente y en los plazos establecidos 
para ello (art. 12). 

Por otra parte, dentro del sistema sancionatorio, también se incorporan 
sanciones por incumplimiento del resguardo de confidencialidad, exigible 
a los funcionarios que en razón de su cargo tengan acceso a información 
confidencial y/o reservada (art. 14).

Otros aspectos de interés

No hay aspectos adicionales para destacar.

Brechas detectadas

La regulación estadística nicaragüense presenta vacíos que resulta rele-
vante informar:

• La normativa estadística no establece ninguna referencia explícita a los 
Principios de Estadísticas Oficiales.

• La ley no ofrece un catálogo de conceptos, carencia que afecta la co-
herencia y eficiencia del sistema estadístico nacional.

• Las normas sobre el Instituto no establecen un plazo de duración del cargo 
de la autoridad superior, ya que se trata de una designación directa del presi-
dente de la República y, en consecuencia, un cargo de confianza política.

• La normativa estadística no contempla atribuciones otorgadas a la au-
toridad superior del Instituto para la organización de su estructura interna.

• Si bien existen normas relativas a la existencia de un Comité Coordina-
dor, en la práctica este se refiere más bien a aspectos internos del Insti-
tuto, por estar compuesto por directores internos. A su vez, la normativa 
establece la existencia de Comités por Sectores en el SEN, aunque su 
funcionamiento ha sido limitado.
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• La normativa estadística no dispone de mecanismos de participación 
ciudadana explícita y comités técnicos o ad hoc para el fortalecimiento 
y la actualización de la actividad estadística, en particular con retroali-
mentación de los usuarios de estadísticas oficiales. No existe un Consejo 
con participación de usuarios, ni públicos ni privados. Sin perjuicio de lo 
anterior, el Instituto cumple con el mandato de la Ley de Acceso a Infor-
mación Pública, en términos de tener habilitada una oficina de acceso a la 
información pública y un centro de documentación, entre otros.

• La normativa estadística no declara la obligación de los informantes de 
suministrar información cuando se trate de fines estadísticos, no declara 
explícitamente el derecho del Instituto a acceder a la información conteni-
da en registros administrativos ni la forma en que deben ser establecidos 
o mantenidos.

• La normativa estadística no cuenta con reglas explícitas sobre plani-
ficación, implementación y ejecución de censos. Solo hace una mención 
general a la obtención de presupuesto para censos y al hecho de que el 
Instituto es el encargado de los censos, al igual que de las estadísticas 
oficiales del país.

• La normativa estadística no declara el secreto estadístico como un 
límite a las reglas existentes en materia de acceso a la información pú-
blica. No menciona el concepto de secreto estadístico, sino que alude al 
concepto de información reservada (sin especificar si es reservada por un 
tiempo o si consiste en una reserva absoluta).

• No hay normas relativas a la seguridad de la información en poder del Ins-
tituto, ni tampoco sobre cesión o destrucción de formatos con información.

• No existen reglas para la prestación de servicios de terceros en la acti-
vidad estadística.

• No hay normas que fijen estándares de calidad estadística ni mecanis-
mos para su evaluación.

• No existen normas particulares sobre la manera en que el Instituto 
debe divulgar su información (periodicidad, universalidad, etc.).
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INSTITUTO NACIONAL DE INFORMACIÓN DE DESARROLLO – INIDE

Identificación
de la norma

. Decreto Nro. 102 de 1979, Ley creadora del sistema estadístico nacional y del 
Instituto Nacional de Estadísticas y Censos. 
. Decreto Nro. 888 de 1981, Reforma a la ley creadora del Sistema Estadístico 
Nacional y del Instituto Nacional de Estadística. 
. Ley Nro. 612 de 2007, Ley de reforma y Adición a la Ley Nro. 290, Ley de Orga-
nización, Competencia y . Procedimientos del Poder Ejecutivo.
. Decreto Nro. 68 de 2011, que oficializa la Política de Acceso a Bases de Datos de 
Censos y Encuestas del INIDE.
. Ley Nro. 864 de 2014, Ley de Reforma a la Ley Nro. 290, Ley de Organización, 
Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo.

Naturaleza jurídica Organismo técnico descentralizado, con personalidad jurídica, patrimonio pro-
pio y plena capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones. Adscrito 
a la Secretaría Técnica, actuará bajo la rectoría sectorial de la presidencia de la 
República.

Gobierno
corporativo

Codirectores o Codirectoras en número de dos, por nombramiento del presidente 
de la República, quienes ejercerán la representación legal en lo relativo al ámbito de 
su competencia.

Consejo de
estadística

Sí, cuenta con un Comité Coordinador y con Comités por Sectores en el SEN.

Mención expresa
al SEN

Sí, definido por integrantes y fines.

Objetivos del SEN Se definen como fines del SEN (artículo 3 del Decreto Nro. 888 y Nro. 102):
. Proporcionar información y elementos de juicios estadísticos para la formula-
ción y ejecuciones de la política Nacional a corto, mediano y largo plazo.
. Realizar los trabajos de recopilar, elaborar, analizar y publicar la información 
estadística del país.
. Asegurar la comparabilidad de la información estadística mediante la unidad 
metodológica y técnica.
. Evitar la duplicidad de las tareas estadísticas.
. Proveer la información estadística oficial.

Acceso a RRAA No.

Secreto estadístico Sí, aunque definido como información reservada.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Sí.
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13. Panamá

Consideraciones preliminares

La Oficina Nacional Estadística panameña presenta ciertas particulari-
dades en relación con otras de la región; entre ellas, se puede mencionar, 
por ejemplo, que depende de la Contraloría General de la República y, a 
través de la independencia constitucional de esta última, declaran que 
cautelan los principios de independencia e imparcialidad requeridos para 
la actividad estadística.

Identificación de la norma

La regulación estadística se encuentra contenida en el artículo 280 de 
la Constitución, que establece como una de las obligaciones de la Con-
traloría General de República “(…) dirigir y formar las estadísticas de la 
Nación”. Luego, la ley Nro. 10 de 2009 moderniza el Sistema Estadístico 
Nacional y crea el Instituto Nacional de Estadística y Censo, el Consejo 
Nacional de Estadística y los Comités Técnicos Consultivos, y establece 
disposiciones sobre el Plan Estadístico Nacional.

Sistema Estadístico Nacional

La ley Nro. 10 presenta una declaración expresa del Sistema Estadístico 
Nacional en su título III, en los artículos 18 a 21, donde se indica que es 
dirigido y coordinado por la Contraloría General de la República a través 
del Instituto, estableciendo sus integrantes y las obligaciones que recaen 
sobre ellos.

Entre sus integrantes se cuentan las entidades del sector público que 
comprenden: “(…) 1. El Órgano Legislativo, el Órgano Ejecutivo y el Órga-
no Judicial; 2. Las instituciones descentralizadas, los intermediarios finan-
cieros, las instituciones de instrucción, las empresas públicas, los munici-
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pios y los organismos independientes; 3. Las entidades que surjan como 
resultado de los cambios estructurales que ocurran en la Administración 
Pública panameña”. 

Se establece que estas entidades están obligadas a cumplir, entre otros, 
con los métodos, los procedimientos, las definiciones, las normas técnicas 
y las disposiciones que emita el Instituto en torno a la estadística nacional.

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

El artículo 5 señala que “se crea el Instituto Nacional de Estadística y 
Censo, en adelante el Instituto, en reemplazo de la Dirección Nacional de 
Estadística y Censo, como una dependencia adscrita a la Contraloría Ge-
neral de la República, con nivel de dirección nacional, para que ejerza las 
funciones de dirigir y formar la estadística nacional y desarrolle las activi-
dades necesarias para dar cumplimiento a esta Ley”.

Cabe destacar que estamos ante una figura sui generis en el contexto 
de este análisis, ya que no hay otro órgano estadístico dentro del grupo 
de países revisados que tenga una dependencia de esta naturaleza. La 
dependencia del Instituto queda evidenciada en el artículo 9, cuando se 
dispone que “las decisiones, los acuerdos y las recomendaciones de ca-
rácter técnico relacionados con la estadística nacional que emanen de una 
consulta, reunión, conferencia internacional, entre otros, deberán consul-
tarse a la Contraloría General de la República, antes de su aprobación por 
el Gobierno Nacional”.

Autoridad estadística

El artículo 12 señala que “el Instituto estará a cargo de un servidor públi-
co que se denominará director nacional, seleccionado mediante concurso 
y nombrado por el Contralor General de la República (…)”. La misma nor-
ma establece que este funcionario deberá: “(…) 1. ser panameño; 2. poseer 
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título universitario a nivel de licenciatura o superior, preferentemente en 
estadística o en otras disciplinas de las ciencias económicas o sociales 
de base cuantitativa; 3. contar con experiencia laboral comprobada en la 
elaboración y el análisis de estadísticas, y 4. tener aptitud ejecutiva para 
las funciones de administración”.

Entre las funciones más importantes del director, establecidas en el ar-
tículo 13, se cuentan la de rendir cuentas al contralor, la de coordinar el 
Sistema y la de dirigir la elaboración del Plan Estadístico Nacional. 

Por otro lado, algunas de las funciones que ejerce se realizan únicamente 
en representación de la Contraloría, tal como indica el artículo 13 4): “Re-
presentar a la Contraloría General de la República ante las entidades del 
sector público y organizaciones privadas e internacionales, en los asuntos 
concernientes a las actividades relacionadas con la estadística nacional”. 
Asimismo, el personal del Instituto (art. 15): “(…) será nombrado por el 
Contralor General de la República, de acuerdo con los procedimientos 
establecidos para el reclutamiento y la selección del personal de la Con-
traloría General de la República”. 

Secreto estadístico

El artículo 3 (inciso 4) define el secreto estadístico como la “prohibición 
de difundir, divulgar o comunicar datos individuales de personas natura-
les o jurídicas, en los que no se preserve el anonimato del dato individual 
al que está referida la información, así como la obligación de no actuar 
sobre la base de dicho conocimiento”.

Seguidamente, en los artículos 52 a 59 del Capítulo II, se presenta la re-
gulación en la materia, estipulando entre sus aspectos más relevantes la 
obligación de los funcionarios de guardar secreto, el momento en que sur-
ge la información de reserva, el número mínimo de informantes que debe 
contener la información agrupada que se dé a conocer y las excepciones 
al secreto estadístico (datos de conocimiento público, directorios solo con 



109  |  ANÁLISIS DE LA LEGISLACIÓN ESTADÍSTICA POR PAÍS

datos de identificación). En particular, se especifica que “(…) los datos in-
dividuales que se obtengan para formar la estadística nacional no harán fe 
en juicio ni podrán utilizarse para fines de tributación fiscal, para investiga-
ciones judiciales ni para cualquier otro propósito que no sea de carácter 
estadístico”, así como la obligatoriedad de mantener el secreto de los datos 
estadísticos aún después de haber concluido el vínculo laboral. 

Régimen sancionatorio

Las sanciones están recogidas en los artículos 60 a 67 del capítulo III, 
y establecen un sistema escalonado de infracciones ilícitas, leves, graves 
y muy graves, que pueden ser cometidas por informantes, así como por 
funcionarios a cargo de la actividad.

Otros aspectos de interés

La norma cuenta con un catálogo de conceptos (art. 3), que incluye 
actividad estadística, autonomía técnica, datos individuales y secreto es-
tadístico. El artículo 4 hace mención, aunque sin definir, a los principios 
que rigen la actividad (secreto estadístico, independencia, imparcialidad, 
transparencia, pertinencia, precisión, coherencia, comparabilidad, accesi-
bilidad, oportunidad y puntualidad).

El Instituto tiene la función de “promover la enseñanza de la estadística, 
a través de la capacitación técnica a las entidades que conforman el Siste-
ma Estadístico Nacional, con la colaboración de organismos internaciona-
les, públicos y privados” (art. 10, inciso 6). Asimismo, establece entre sus 
funciones el fomentar la cultura estadística (art. 10, inciso 7), y para ello 
estipula (art. 74): “para fomentar la cultura estadística en la población, el 
Instituto utilizará los medios que considere convenientes, y contará con 
el apoyo de las autoridades nacionales y de las entidades que formen el 
Sistema Estadístico Nacional”. 
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El artículo 54 establece que “la información estadística no puede ni debe 
vulnerar el derecho a la intimidad de las personas naturales o jurídicas. 
Solo se podrán difundir o suministrar datos que correspondan a la infor-
mación agrupada de, por lo menos, tres personas naturales o jurídicas, 
salvo que se cuente con la autorización escrita de los informantes”.

Brechas detectadas

La regulación estadística panameña presenta vacíos que resulta relevan-
te informar:

• No se asegura debidamente la independencia de la jefatura del Insti-
tuto al estar su nombramiento asociado al ciclo político y no contar con 
causales de remoción establecidas explícitamente en la ley.

• No hay en la ley normas específicas que entreguen atribuciones a la 
jefatura del Instituto para la organización de su estructura interna; es más, 
estas deben consultarse con la Contraloría, especialmente las referidas a 
la contratación de funcionarios (art. 15).

• No hay reglas para la prestación de servicios de terceros en la activi-
dad estadística.

• La ley no dispone de reglas que permitan el acceso privilegiado a 
investigadores.

• No existen normas que fijen estándares de calidad estadística ni meca-
nismos para su evaluación. Sin perjuicio de lo anterior, el Instituto incluye 
entre sus funciones el “evaluar la calidad técnica de los instrumentos es-
tadísticos que se utilicen o vayan a utilizarse en las entidades que integran 
el Sistema Estadístico Nacional” (art. 7).

• No existen normas particulares sobre la manera en que el Instituto 
debe divulgar su información (periodicidad, universalidad, etc.), aunque sí 
se menciona la necesidad de publicar sus estadísticas de acuerdo con el 
plan de publicaciones y el calendario de difusión anual (art. 72).
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INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA Y CENSO – INEC

Identificación
de la norma

Ley Nro. 10 de 2009, que moderniza el Sistema Estadístico Nacional y crea el 
Instituto Nacional de Estadística y Censo.

Naturaleza jurídica Es una dependencia adscrita a la Contraloría General de la República, con nivel 
de Dirección Nacional, para que ejerza las funciones de dirigir y formar la esta-
dística nacional y desarrolle las actividades necesarias para dar cumplimiento a 
la ley.

Gobierno
corporativo

Unipersonal. El Instituto estará a cargo de un servidor público que se denominará 
director nacional, seleccionado mediante concurso y nombrado por el contralor 
general de la República.

Consejo de
estadística

Sí.

Mención expresa
al SEN

Sí, definido por integrantes y funciones.

Objetivos del SEN La ley declara (art. 19) que el SEN debe:
. Integrar, de manera eficiente, las actividades correspondientes a la estadística 
nacional, bajo una normativa común, con la finalidad de asegurar la eficiencia del 
proceso de producción estadística, garantizar su calidad, evitar la duplicidad de 
esfuerzos y optimizar el uso de los recursos.

Acceso a RRAA Sí (art. 47 de la ley).

Secreto estadístico Sí.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Sí.

14. Paraguay

Consideraciones preliminares

Paraguay cuenta con una ley vigente desde 1942; se trata del marco re-
gulatorio más antiguo del grupo de países analizados. Además, dispone 
de un decreto presidencial del año 2015 que permite completar varios de 
los vacíos que tiene la ley vigente, entre ellos, el secreto estadístico (art. 
8) y la naturaleza jurídica de la ONE.
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 Identificación de la norma

Existe una pluralidad de normas que regulan la actividad estadística. 
En primer lugar, se encuentra el Decreto Ley Nro. 11.126 de 1942, que crea 
la Dirección General de Estadística. Lo siguen un reglamento posterior 
(Decreto Nro. 15.415 de 1970), que crea un Consejo Consultivo ad hoc; la 
Ley Nro. 49 de 1989, que traslada la dependencia de la Dirección desde el 
Ministerio de Hacienda hacia la Secretaría Técnica de Planificación del De-
sarrollo Económico y Social, y el Decreto Nro. 3.087 de 2015, que actualiza 
varios aspectos operativos y normativos.

Sistema Estadístico Nacional

En este sentido, se hace una referencia escueta e indirecta en el decreto 
de 1942 a “unidades estadísticas de las diversas reparticiones guberna-
mentales y municipales (…)” (art. 1); no obstante, no hay una sola regla 
que se encargue de definirlo o explicarlo. El Decreto Nro. 3.087 de 2015 
hace algunas referencias a “los Servicios Estadísticos de la República”, 
pero no hay un desarrollo sustantivo de estos temas.

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

La ley vigente contiene en su artículo 1 una referencia a la Dirección Gene-
ral de Estadística, Encuestas y Censos (DGEEC), sin profundizar acerca de 
su naturaleza jurídica; solo indica que estará a cargo de reorganizar y coor-
dinar los servicios estadísticos de la República. Según el Decreto Nro. 3.087 
de 2015, se trata de una subunidad de administración financiera que para el 
cumplimiento de sus funciones gozará de autonomía orgánica y funcional.

Autoridad estadística

El Decreto Nro. 3.087 de 2015 establece en su art. 2 que “la Dirección 
General de Estadística, Encuestas y Censos será administrada bajo la au-
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toridad del Director General de Estadística, Encuestas y Censos, que ten-
drá a su cargo las actividades de sus atribuciones y competencia, dirigir 
y supervisar su estructura orgánica y funcional y las demás funciones de 
acuerdo a las normas legales vigentes de la materia de estadísticas, en-
cuestas y censos dentro del territorio de la República del Paraguay, y las 
actividades asignadas por el Poder Ejecutivo”.

Secreto estadístico

En sus artículos 8 y 9, el Decreto Nro. 3.087 de 2015 establece reglas de 
secreto estadístico donde básicamente instituye la prohibición para los 
funcionarios que participen en el proceso estadístico de revelar la infor-
mación a la que accedan.

Régimen sancionatorio

Hay una sutil referencia a sanciones y multas aplicables a los funciona-
rios y empleados públicos municipales que se nieguen a proporcionar da-
tos a la Dirección o los adulteren intencionalmente (Ley Nro. 11.126, art. 9), 
así como a las empresas, establecimientos, sociedades o administraciones 
privadas y los particulares en general que se rehúsen, directa o indirec-
tamente, a proporcionar los datos solicitados (Ley Nro. 11.126, art. 10). Sin 
embargo, no es posible aplicar las sanciones por estar expresadas en una 
moneda que ya no tiene curso legal.

Otros aspectos de interés

El artículo 9 del Decreto Nro. 3.087 establece que los datos “que posi-
biliten la identificación e individualización de las fuentes de información 
de la DGEEC estarán amparados por el secreto estadístico”. Esta norma, 
aunque reglamentaria, es de gran valor interpretativo, por cuanto recono-
ce la mera posibilidad de identificación para activar la protección jurídica 
derivada del secreto estadístico.
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Brechas detectadas

La regulación estadística paraguaya presenta vacíos que resulta impor-
tante mencionar:

• El marco regulatorio paraguayo no establece ninguna referencia explí-
cita a los Principios de Estadísticas Oficiales, lo que se justifica al tener en 
cuenta que es el más antiguo del grupo de países analizados.

• La ley no ofrece un catálogo de conceptos, lo que afecta la coherencia 
y eficiencia del SEN.

• Las normas sobre la DGEEC no establecen los requisitos para ser di-
rector, ni un plazo de duración del cargo, así como tampoco detallan los 
mecanismos para su nombramiento y/o su remoción, siendo aspectos que 
influyen directamente en el nivel de independencia profesional.

• El marco regulatorio vigente dispone de mecanismos de participación 
ciudadana explícita y comités técnicos o ad hoc para el fortalecimiento y 
la actualización de la actividad estadística; sin embargo, estos nunca han 
estado operativos.

• La ley no declara la obligación de suministrar información con fines 
estadísticos, ni estipula explícitamente el derecho de la DGEEC a acceder 
a la información contenida en registros administrativos o la forma como 
deben ser establecidos o mantenidos.

• La ley no cuenta con reglas sobre planificación, implementación y eje-
cución de los censos.

• No existen normas relativas a la seguridad de la información en poder 
de la DGEEC, ni tampoco sobre cesión o destrucción de formatos con 
información.

• No hay reglas para la prestación de servicios de terceros en la activi-
dad estadística.
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• La ley no dispone de reglas que permitan el acceso privilegiado a 
investigadores.

• No existen normas que fijen estándares de calidad estadística ni meca-
nismos para su evaluación.

• No existen normas particulares sobre la manera en que la DGEEC debe 
divulgar su información (periodicidad, universalidad, etc.).

• No existe ninguna tipificación para sancionar a los informantes o fun-
cionarios que cumplan sus tareas de manera desleal.

DIRECCIÓN GENERAL DE ESTADÍSTICA, ENCUESTAS Y CENSOS – DGEEC

Identificación
de la norma

. Decreto Ley Nro. 11.126 de 1942, que reorganiza y coordina los Servicios Esta-
dísticos de la República.
. Decreto Nro. 15.415 de 1970, por el cual se crea en carácter ad hoc un Consejo 
de Estadística dependiente de la Dirección General de Estadística y Censos. 
. Ley Nro. 49 de 1989, por la cual la Dirección de Estadísticas y Censos del Minis-
terio de Hacienda pasa a depender de la Secretaría Técnica de Planificación del 
Desarrollo Económico y Social. 
. Decreto Nro. 3.087 de 2015, por el cual se reorganiza y se establecen las funcio-
nes, los objetivos y el ámbito de competencia de la Dirección General de Estadís-
tica, Encuestas y Censos, de la Secretaría Técnica de Planificación del Desarrollo 
Económico y Social, dependiente de la presidencia de la República.

Naturaleza jurídica En virtud del Decreto Nro. 3.087, se trata de una subunidad de administración 
financiera.

Gobierno
corporativo

Unipersonal y a cargo de un director general, según el Decreto Nro. 3.087.

Consejo de
estadística

Cuenta con un Consejo creado en 1970 (pero que nunca ha sesionado).

Mención expresa
al SEN

No.

Objetivos del SEN No se indican.

Acceso a RRAA No.

Secreto estadístico Sí, lo menciona el Decreto Nro. 3.087.

Obligación
de informar

No.

Régimen
sancionatorio

No.



116  |  ANÁLISIS DE LA LEGISLACIÓN ESTADÍSTICA POR PAÍS

15. Perú

Consideraciones preliminares

La actividad estadística se encuentra encomendada por ley al Instituto 
Nacional de Estadística e Informática (INEI). Sin embargo, aunque no ha 
mediado cambio legal, la rectoría para asuntos informáticos fue traslada-
da a una oficina dependiente de la presidencia de la Nación. 

En la actualidad, el INEI declara que se encuentra trabajando en un do-
cumento para actualizar algunos aspectos de la legislación vigente.

Identificación de la norma

La ley peruana de estadística se encuentra contenida principalmente en 
el Decreto Legislativo Nro. 604 de 1990, que consagra la Ley de Organiza-
ción y Funciones del Instituto Nacional de Estadística e Informática. Existe 
también el Decreto Supremo 043-2001-PCM, que aprueba el reglamento 
de organización y funciones del INEI y que introduce algunos aspectos no 
cubiertos por la ley, tales como definiciones, fuentes de información esta-
dística, obligación de informar, sistema de sanciones, entre otros.

Sistema Estadístico Nacional

La ley declara expresamente la existencia de un Sistema Estadístico Na-
cional, junto con un Sistema Nacional de Informática, que se definen en 
su artículo 1 por su finalidad, señalando que ambos sistemas deben “(...) 
asegurar, en sus respectivos campos, que sus actividades se desarrollen 
en forma integrada, coordinada, racionalizada y bajo una normatividad 
técnica común, contando para ello con autonomía técnica y de gestión”.

La norma del artículo 2 estipula cuáles serán los objetivos del SEN y el ar-
tículo 3, cuál será su ámbito de aplicación, ya que esta legislación distingue 
entre el sistema nacional de estadística y el sistema nacional de informática.
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Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

El artículo 8 en sus incisos primero y segundo establece que “el Institu-
to Nacional de Estadística e Informática (INEI), es un Organismo Público 
Descentralizado con personería jurídica de derecho público interno, con 
autonomía técnica y de gestión, dependiente del Presidente del Consejo 
de Ministros”. 

Es el organismo central y rector de los Sistemas Nacionales de Esta-
dística e Informática, responsable de normar, planear, dirigir, coordinar y 
supervisar las actividades de estadística e informática oficiales del país”.

Autoridad estadística

En cuanto a la autoridad superior del INEI, la ley menciona en el mismo ar-
tículo 8 (inciso 3) que se trata de una autoridad unipersonal, al señalar que 
“el INEI tiene rango de Sistema Administrativo Central y su Jefe es la máxi-
ma autoridad de los Sistemas Nacionales de Estadística e Informática”. Sin 
embargo, no se indica la duración de su nombramiento, los mecanismos o 
los requisitos para su designación ni tampoco para su remoción. En cuanto 
a su estatus, de lo anterior y de la falta de normas legales, se desprende que 
se trata de un funcionario de confianza política del Poder Ejecutivo.

Secreto estadístico

El artículo 9 (inciso 17) del Decreto Nro. 604 reconoce como funciones 
del Instituto “cautelar la confidencialidad de la información, producida 
por los órganos de los sistemas”. La disposición primera complementaria 
agrega que “la definición y uso de los instrumentos, fuentes de informa-
ción, sanciones, secreto estadístico, confidencialidad de la información y 
de la obligatoriedad del uso de la información oficial se normará por De-
creto Supremo”.
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En efecto, el Decreto Supremo Nro. 043-2001-PCM establece (título quin-
to, capítulo IV, art. 97) que “la información proporcionada por las fuentes, 
tiene carácter secreto, no podrá ser revelada en forma individualizada, 
aunque mediare orden administrativa o judicial. Sólo podrá ser divulgada 
o publicada en forma innominada. La información suministrada, tampoco 
podrá ser utilizada para fines tributarios o policiales. El intercambio de 
información, entre los Órganos del Sistema para cumplir con sus fines, 
no transgrede el secreto estadístico o confidencialidad de la información, 
tampoco la información utilizada en la elaboración de Directorios”.

Régimen sancionatorio

La disposición primera complementaria delega la regulación del régi-
men sancionatorio a un Decreto Supremo. El Decreto Nro. 043-2001-PCM 
establece la descripción de las fuentes de información, incluidos los regis-
tros administrativos, la obligatoriedad de informar aplicable a personas 
naturales y jurídicas, públicas como privadas (capítulo II, arts. 81 a 85) y el 
sistema de sanciones (capítulo III, arts. 87 a 95). 

En la práctica, sin embargo, el sistema sancionatorio no se ejerce a ca-
balidad, y la actualización del Decreto Supremo que norma estas materias 
se encuentra pendiente.

Otros aspectos de interés

Al igual que otras ONE de la región, la norma declara un compromiso 
con la formación de capital humano especializado en materia estadística 
en los artículos 11 y 12. Para ello, se define la Escuela Nacional de Estadís-
tica e Informática, como órgano desconcentrado del Instituto, encargada 
de realizar actividades de capacitación especializada, orientada a elevar 
el nivel técnico profesional de los trabajadores de los órganos confor-
mantes del Sistema Estadístico Regional, prioritariamente. Tiene la atri-
bución además de celebrar convenios con universidades y otros centros 
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superiores. En la práctica, la escuela de capacitación del INEI forma a sus 
funcionarios, pero también a otros servicios públicos. Es una escuela de 
capacitación que se originó en el seno de la Comunidad Andina y que hoy 
ofrece cursos incluso a través de universidades peruanas en convenio con 
el INEI.

Brechas detectadas

La regulación peruana presenta vacíos que resulta relevante informar, 
tales como:

• El marco regulatorio no reconoce explícitamente los Principios Funda-
mentales de Estadísticas Oficiales, aunque sí se hace mención en disposi-
ciones complementarias, por ejemplo, a la definición y uso de los instru-
mentos, fuentes de información, información estadística oficial, secreto 
estadístico y confidencialidad de la información que se norman en el De-
creto Supremo 043-2001-PCM. Asimismo, el INEI cuenta con un Código 
de Buenas Prácticas Estadísticas aprobado por el Decreto Supremo Nro. 
072-2012-PCM.

• La ley no ofrece un catálogo de conceptos.

• Las normas sobre el Instituto no establecen requisitos para ejercer la 
jefatura superior, ni se especifica el plazo de duración del cargo, así como 
tampoco se detallan los mecanismos para el nombramiento y la remoción, 
siendo aspectos que repercuten directamente en su independencia téc-
nica y política. Sin perjuicio de lo anterior, es posible encontrar algunas 
normas sobre nombramiento de autoridades en otras normas de la legis-
lación peruana.

• Aun cuando existe un decreto supremo que declara la obligación de los 
informantes de suministrar información con fines estadísticos, y estipula 
específicamente que los registros administrativos son fuentes de infor-
mación, su aplicabilidad es limitada en la actualidad. El decreto no define 
además la forma en que deben establecerse o mantenerse los registros 
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administrativos, para potenciar su utilidad como fuentes de información 
estadística. Esta situación se ha resuelto parcialmente a través de la Ley 
de Presupuesto; el INEI ha logrado incorporar cláusulas que permiten el 
acceso a ciertos registros administrativos, enmarcadas en una línea de 
trabajo denominada “presupuesto por resultados”.

• La normativa estadística no declara el secreto estadístico como un lí-
mite a las reglas existentes en materia de acceso a la información pública.

• No hay normas relativas a la seguridad de la información en poder del Ins-
tituto, ni tampoco sobre cesión o destrucción de formatos con información.

• No hay reglas para la prestación de servicios de terceros en la activi-
dad estadística.

• La normativa estadística no dispone de reglas que permitan el acceso 
privilegiado a investigadores.

• No hay normas que fijen estándares de calidad estadística ni mecanis-
mos para su evaluación.

• No existen normas particulares sobre la manera en que el Instituto 
debe divulgar su información (periodicidad, universalidad, etc.).
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INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA E INFORMÁTICA – INEI

Identificación
de la norma

Decreto Legislativo Nro. 604 de 1990, Ley de organización y funciones del Insti-
tuto Nacional de Estadística e Informática. 
Decreto Supremo 043-2001-PCM, aprueba el reglamento de organización y fun-
ciones del INEI.

Naturaleza jurídica El Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) es un Organismo Público 
Descentralizado con personería jurídica de derecho público interno, con autono-
mía técnica y de gestión, dependiente del Presidente del Consejo de Ministros. 
Es el organismo central y rector de los Sistemas Nacionales de Estadística e 
Informática, responsable de normar, planear, dirigir, coordinar y supervisar las 
actividades de estadística e Informática oficiales del país. 

Gobierno
corporativo

Autoridad unipersonal.

Consejo de
estadística

Sí.

Mención expresa
al SEN

Sí, definido por integrantes y objetivos.

Objetivos del SEN La ley establece que (arts. 1 y 2) los Sistemas Nacionales de Estadística e Informática 
tienen por finalidad y objetivos: 
. Asegurar, en sus respectivos campos, que sus actividades se desarrollen en for-
ma integrada, coordinada, racionalizada y bajo una normatividad técnica común, 
contando para ello con autonomía técnica y de gestión.
. Normar las actividades de estadística e informática oficial. 
. Coordinar, integrar y racionalizar las actividades de estadística e informática 
oficiales. 
. Promover la capacitación, investigación y desarrollo de las actividades de esta-
dística e informática.

Acceso a RRAA No.

Secreto estadístico Sí.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

No.
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16. República Dominicana 

Consideraciones preliminares

La oficina de estadística de República Dominicana cuenta con una ley 
vigente desde 1959, una de las más antiguas de la región.31 Sin perjuicio de 
lo anterior, una ley posterior le ha cambiado el nombre de Dirección Gene-
ral de Estadística (1959) a Oficina Nacional de Estadística (Ley Nro. 55 de 
1965). En los últimos 10 años, se han presentado anteproyectos de ley al 
Congreso por parte de congresistas, en algunos casos incluso fusionando 
algunos anteproyectos previos. Sin embargo, no han llegado a tramitarse 
y, en consecuencia, no se ha dado una instancia de discusión pública don-
de todos los actores relevantes hayan podido manifestar su opinión.

Identificación de la norma

La ley dominicana de estadísticas es la Ley Nro. 5.096 sobre Estadísticas 
y Censos Nacionales de 1959; esta ley regula, genéricamente, la actividad 
que debe realizar la Oficina Nacional de Estadística.

Sistema Estadístico Nacional

No existe referencia a la existencia de un sistema estadístico nacional. 
Lo más cercano es la existencia de comisiones de estadística en cada 
municipio (art. 13 y siguientes), pero según lo informado por la ONE, su 
funcionamiento solo está asociado a la implementación de los censos, por 
lo que en la práctica su convocatoria resulta extremadamente esporádica.

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística 

El artículo 1 de la Ley Nro. 5.096 estipula que “se establece un organis-
mo técnico con el nombre de Dirección General de Estadística (DGE) a 

31 Las otras son Paraguay, 1942, y El Salvador, 1955.
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cuyo cargo estará la recolección, revisión, elaboración y publicación de 
las estadísticas nacionales en relación con las actividades económicas, 
agrícolas, comerciales, industriales, financieras, sociales, condiciones de 
la población, censos nacionales, así como la coordinación de los servicios 
estadísticos de la Republica”. Esta oficina está bajo el control y la depen-
dencia del Ministerio de Economía, Planificación y Desarrollo.

Autoridad estadística

La ONE está a cargo de un director general de estadística. No hay nor-
mas que regulen los requisitos de su nombramiento, plazo de duración en 
el cargo y causales de remoción, por lo que se colige que su nombramien-
to es de libre designación presidencial.

Secreto estadístico

La ley no menciona el concepto ni lo regula expresamente; sin embargo, 
el artículo 27 establece que “los funcionarios, empleados públicos y los 
auditores asignados por la Dirección General de Estadística, que divul-
guen datos o informes estadísticos de cualquiera naturaleza serán casti-
gados con prisión de 5 a 30 días y multa de diez a cien pesos (…)”.

Régimen sancionatorio

La ley establece en su Capítulo VI, artículos 27 a 33, un drástico sistema 
sancionatorio. En efecto, la primera conducta tipificada es “relación con la 
violación del secreto estadístico” (aun cuando no se menciona explícita-
mente el concepto), que se encuentra sancionada con multa y privación 
de libertad.

La ley también establece la obligación de informar aplicable tanto al 
sector público como a los informantes privados, siendo estos últimos par-
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ticulares y/o asociaciones, nacionales y/o extranjeros. En el primer caso, 
indica que “todos los funcionarios y empleados públicos, del Estado, 
como de los Municipios y de las Instituciones autónomas están obligados 
a suministrar los informes y datos concernientes a las estadísticas de sus 
ramos respectivos, en los casos previstos por esta ley o por los reglamen-
tos correspondientes” (art. 7). 

En el segundo caso, la ley establece que tienen la obligación de suminis-
trar a la Dirección General “(…) informes y datos de carácter estadístico 
que esta les indique relativos a sus personas y a las que de ellos dependan, 
a sus propiedades, a las operaciones de sus oficinas, establecimientos o 
empresas establecidas en la República y al ejercicio de sus actividades” 
(art. 8). Incluso establece la obligatoriedad de dar acceso a los libros de 
contabilidad y documentos de cualquier naturaleza para permitir verificar 
los datos suministrados (art. 9). En consecuencia, el artículo 28 sanciona 
con multas a los informantes que nieguen o retrasen dicha entrega y con 
prisión en caso de que persistan en la negativa.

En la práctica, sin embargo, las sanciones nunca han sido aplicadas se-
gún reporta la Oficina Nacional de Estadística, pues los montos de las 
multas son irrisorios y la solicitud de encarcelamiento se encuentra fuer-
temente asociada al periodo de quiebre institucional, por lo que no se 
recurre a ella como método coercitivo.

Otros aspectos de interés

En los artículos 18 a 26, la ley estipula una regulación sobre los principa-
les aspectos legales que la operación de un levantamiento censal requiere, 
especificando claramente la obligatoriedad para los funcionarios públicos 
de participar en lo que la Dirección General requiera, y la obligatoriedad 
de responder para la sociedad en su conjunto. Por otra parte, destaca el 
hecho de que la ley establece la inamovilidad de la población, para el día 
que se defina el operativo censal, lo que en todo caso es solo aplicable a 
la modalidad de un censo de hecho. 
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Brechas detectadas

La regulación estadística de República Dominicana presenta vacíos que 
resulta relevante informar:

• La ley no establece ninguna referencia explícita a los Principios de Es-
tadísticas Oficiales, lo cual, al igual que en otros países, en parte se explica 
por la fecha de entrada en vigencia de la regulación. Sin perjuicio de lo 
anterior, hay implícitamente algunos indicios de coordinación, confiden-
cialidad y finalidad estadística. 

• No existe un catálogo de conceptos o definiciones que faciliten la in-
terpretación de las normas. 

• Las normas sobre la ONE no establecen los requisitos para ser director, 
ni plazo de duración del cargo; tampoco se detallan los mecanismos para 
el nombramiento y remoción.

• No hay normas relativas a la existencia de consejos estadísticos aseso-
res y/o con participación de usuarios, técnicos o resolutivos. Esta ausencia 
de interacción afecta la creación de valor en la organización, al sustraerse 
de la posibilidad de adquirir una retroalimentación, insumo o aprendizaje 
pertinente proveniente de la diversidad o especialidad de estas entidades. 
Al mismo tiempo, al tener una gobernanza unipersonal, se traduce en una 
alta responsabilidad de materias metodológicas, por ejemplo.

• La ley no dispone de mecanismos explícitos de participación ciudada-
na y comités técnicos o ad hoc para el fortalecimiento y la actualización 
de la actividad estadística, sin perjuicio de los comités que se activan en 
época censal.

• La ley no declara, explícitamente, el secreto estadístico como un límite 
a las reglas existentes en materia de acceso a la información pública.

• No hay normas relativas a la seguridad de la información en poder de la 
ONE, ni tampoco sobre cesión o destrucción de formatos con información.
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• No existen reglas para la prestación de servicios de terceros en la ac-
tividad estadística.

• La ley no dispone de reglas que permitan el acceso privilegiado a 
investigadores.

• No hay normas que fijen estándares de calidad estadística ni mecanis-
mos para su evaluación.

• No existen normas particulares sobre la manera en que la ONE debe 
divulgar su información (periodicidad, universalidad, etc.).

OFICINA NACIONAL DE ESTADÍSTICA – ONE

Identificación
de la norma

. Ley Nro. 5.096 de 1959 sobre Estadísticas y Censos Nacionales.

. Ley Nro. 55 de 1965, que crea e integra el Consejo Nacional de Desarrollo (y 
cambia la denominación de Dirección a ONE).

Naturaleza jurídica Organismo técnico adscrito al Ministerio de Economía, Planificación y Desarrollo.

Gobierno
corporativo

Unipersonal a cargo de un director general.

Consejo de
estadística

No.

Mención expresa
al SEN

No.

Objetivos del SEN No se indican.

Acceso a RRAA Sí (arts. 6 y 7 de la ley, aunque no se los denomina explícitamente como RRAA, sino 
que se establece “(…) la obligación de informar todos los informes y datos (…)”. 

Secreto estadístico No.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Sí.
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17. Uruguay

Consideraciones preliminares

La legislación estadística de Uruguay data de 1994. Si bien es una ley 
bastante completa en comparación con el resto de la región, desde el or-
ganismo se reporta que han surgido inquietudes en el Sistema Estadístico 
respecto de actualizar el marco normativo. Esto se sustenta principalmen-
te en la necesidad de acceder en forma estable a los registros administra-
tivos, y no sobre la base de convenios de tiempo limitado o a través de 
incorporaciones anuales de cláusulas de acceso en la ley de presupuesto 
de la nación.

Identificación de la norma

La regulación estadística uruguaya se encuentra contenida en la Ley 
Nro. 16.616 de 1994, que crea el Sistema Estadístico Nacional (en adelan-
te, “Sistema”).

Sistema Estadístico Nacional

El marco legal uruguayo declara expresamente, en los artículos 1 a 3, los 
principales aspectos sobre el funcionamiento del Sistema, especificando 
composición, funciones y definiciones que rigen la actividad estadística. 

En particular, el SEN está integrado por “el Instituto Nacional de Esta-
dística, las Oficinas de Estadística de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, de la Corte Elec-
toral, del Tribunal de Cuentas, de los Entes Autónomos, Servicios Descen-
tralizados y de los Gobiernos Departamentales” (art. 1). 

Luego, los principios o definiciones incorporados y definidos abarcan 
(art. 3): secreto estadístico, pertinencia, transparencia, rigurosidad, auto-
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nomía, técnica, comparabilidad, eficiencia, centralización normativa, des-
centralización operativa, legalidad objetiva y motivación de la decisión.

El Instituto Nacional de Estadística (INE) es el órgano rector del Sistema, 
según lo dispone el artículo 4. 

Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

El marco legal ofrece información limitada sobre la naturaleza jurídica 
del INE. 

Sin embargo, el artículo 4 es amplio al describir la rectoría, señalando 
que “el Instituto Nacional de Estadística es el órgano rector del Sistema 
Estadístico Nacional y conforme al principio de centralización normativa 
y en ejercicio de su autonomía técnica en las materias de su competen-
cia, establecerá las normas sobre conceptos, definiciones, clasificaciones 
y metodologías estadísticas, a las que deben ajustarse las oficinas de es-
tadística que constituyen el Sistema Estadístico Nacional, todo lo cual con 
sometimiento pleno al orden constitucional y legal”.

 
La producción estadística será asignada, conforme al principio de des-

centralización operativa, a las distintas oficinas de estadística según las 
áreas temáticas correspondientes. 

El artículo 5 señala que el INE “(…) dependerá jerárquicamente de la Co-
misión de Planeamiento y Presupuesto, sin perjuicio de la autonomía téc-
nica que se le otorga por la presente ley”, para luego describir sus princi-
pales atribuciones (art. 7). Se trata de una unidad ejecutora que depende 
presupuestariamente de la presidencia, según la información reportada 
por el Instituto.
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Autoridad estadística

El marco regulatorio revisado no hace ninguna referencia a la autoridad 
que sirve este cargo ni a los requisitos de nombramiento, plazo o remo-
ción. En la práctica, el nombramiento se realiza por confianza política y 
con requisitos técnicos, por parte del presidente de la República y con 
una duración de cinco años.

Secreto estadístico

La norma uruguaya se refiere al secreto estadístico en múltiples oportu-
nidades. La primera, en el artículo 3 (inciso 2), donde señala que “el secre-
to estadístico obliga a tratar los datos individuales proporcionados por la 
fuente de información con la más absoluta confidencialidad, de forma tal 
de no revelar la identificación de dichas fuentes”. Más adelante, el artículo 
16 remarca que “los datos individuales aportados con fines estadísticos no 
pueden ser utilizados con otros fines, ni aun mediando solicitud expresa 
del informante”. Por último, el artículo 30 establece una sanción en el caso 
de su vulneración.

Régimen sancionatorio

En los artículos 23 a 30, la ley dispone de sanciones respecto del infor-
mante, ya sea persona física o jurídica, privada o pública, que se niegue u 
omita subsanar inconsistencias, falsee o retrase la entrega de información, 
así como respecto del funcionario que vulnere el secreto estadístico. Se 
establece que las infracciones a los informantes serán sancionadas con 
multas, que tendrán en cuenta el perjuicio ocasionado y los antecedentes 
del infractor, entre otras cuestiones.

Destaca el hecho de que se crea un Registro de Infractores en el Institu-
to (art. 28), cuya finalidad es constatar los casos de reincidencia dentro 
del Sistema, para lo cual se faculta al Instituto para publicar la nómina de 
infractores y se establece un plazo para que los demás integrantes del 
Sistema informen al Instituto sobre sus infractores. 
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La ley establece además que “las personas que violen el Secreto Esta-
dístico o utilicen los datos individuales en provecho propio o ajeno serán 
penalmente responsables por el delito tipificado por el artículo 301 del 
Código Penal “Revelación de documentos secretos”, sin perjuicio de las 
reparaciones de orden civil que correspondieren” (art. 30).

Otros aspectos de interés

La ley uruguaya contempla un concepto de estadística oficial, señalando 
que “se considera estadística oficial, la que se elabora por un integrante 
del Sistema Estadístico Nacional, de acuerdo con las normas dictadas por 
el Instituto Nacional de Estadística, y aprobadas por éste” (art. 21).

A su vez, aludiendo al principio de motivación definido en la ley, que exi-
ge fundamentar las decisiones que se adopten, establece que “por causa 
fundada, el Instituto Nacional de Estadística puede declarar que la o las 
estadísticas producidas no cumplen los requisitos para ser consideradas 
estadísticas oficiales” (art. 3).

Por otra parte, destaca la obligación que la ley estipula en el artículo 31, 
en cuanto a que “las publicaciones oficiales que incluyan datos estadísti-
cos que no hayan sido elaborados por la respectiva oficina deben consig-
nar en todos los casos la fuente correspondiente”.

Otro hecho que destaca es que la ley instituye (art. 33) el día 30 de 
septiembre de cada año como el “Día de la Estadística Nacional”, lo que 
ciertamente ayuda a visibilizar la actividad estadística. 

Brechas detectadas

Si bien la norma es de 1994, contiene brechas que conviene visibilizar:

• No existe referencia a la persona que ejerce como jefe del Instituto, ni 
el plazo de duración de su nombramiento u otras características propias 
del ejercicio del cargo. 
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• No existen normas relativas a la seguridad de la información ni tam-
poco a la destrucción de la información en poder de terceros que presten 
apoyo a la actividad.

• La ley no dispone de reglas que permitan el acceso a investigadores.

• No hay normas que fijen estándares de calidad estadística ni mecanis-
mos para su evaluación. 

• No existen normas particulares sobre la manera en que el Instituto 
debe divulgar su información (periodicidad, universalidad, etc.).

INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA – INE

Identificación
de la norma

Ley Nro. 16.616 de 1994, Sistema Estadístico Nacional.

Naturaleza jurídica Oficina estadística que depende jerárquicamente de la Comisión de Planeamien-
to y Presupuesto.

Gobierno
corporativo

No se hace mención al respecto.

Consejo de
estadística

No.

Mención expresa
al SEN

Sí, definido por integrantes, objetivo, funciones, principios.

Objetivos del SEN La ley (art. 2) estipula que el cometido disciplinar del SEN será la:
. Planificación, elaboración y difusión de las estadísticas que realicen los organismos 
públicos que lo integran, con la finalidad de que las mismas se ajusten a criterios de 
integración, coordinación, racionalidad y veracidad.

Acceso a RRAA Sí (art. 14 de la ley).

Secreto estadístico Sí.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Sí.
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18. Venezuela

Consideraciones preliminares

El análisis de la legislación estadística se basa en la lectura de la norma-
tiva vigente, por lo que se circunscribe a aquella disponible públicamente.

Identificación de la norma

El marco regulatorio venezolano se encuentra contenido en la Ley Nro. 
6.675 de 2001, que crea la Función Pública Estadística.

Sistema Estadístico Nacional

La norma incluye una mención expresa del Sistema Estadístico Nacional 
en su Título II, artículo 5. El artículo 25 establece reglas para el intercam-
bio de información dentro del Sistema.

El Título IV, en su artículo 31, establece la finalidad del Sistema y segui-
damente, en el artículo 32, quiénes son los organismos que lo integran, in-
corporando entidades en el ámbito nacional, estatal y municipal, ya sean 
entidades públicas como aquellas con autonomía funcional, que ejerzan 
la función estadística. En particular, se incluyen, entre otros, al Ministerio 
de Planificación y Desarrollo, al Instituto Nacional de Estadística (INE), 
al Consejo Nacional de Estadística y a los Comités de Coordinación de 
Estadística Central. Por otra parte, se consideran órganos temporales del 
Sistema Estadístico Nacional a “(…) las personas naturales o jurídicas pri-
vadas y otros órganos del Estado, a los que por medio de la celebración 
de acuerdos, convenios o contratos se les haya encargado la elaboración 
de determinadas estadísticas, quienes quedarán sometidos a las disposi-
ciones de esta Ley”. 

Finalmente, en el artículo 33 se establece que “la función rectora del 
Sistema Estadístico Nacional le compete al Ministerio de Planificación y 
Desarrollo, quien la ejerce a través del Instituto Nacional de Estadística”.
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Naturaleza jurídica de la Oficina Nacional Estadística

La naturaleza jurídica del Instituto Nacional de Estadística se encuentra 
declarada en su artículo 49, señalando que corresponde a un “(…) Instituto 
autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio distinto e indepen-
diente de la República, adscrito al Ministerio de Planificación y Desarrollo”.

Autoridad estadística

La autoridad estadística se encuentra regulada en los artículos 55 y 56, y 
recae en un cuerpo colegiado. El artículo 56 estipula que “el Consejo Direc-
tivo del Instituto Nacional de Estadística, está integrado por el Presidente o 
Presidenta del Instituto y por cuatro Consejeros o Consejeras, quienes se-
rán designados por el Presidente o Presidenta de la República a propuesta 
del Ministro o Ministra de Planificación y Desarrollo, quienes serán de libre 
nombramiento y remoción por el Presidente o Presidenta de la República”.

Secreto estadístico

Las normas relativas al secreto estadístico se encuentran presentes de 
manera sistémica a lo largo de todo el cuerpo legal, y en los artículos 19 
a 26 se regulan exhaustivamente una serie de situaciones. Entre ellas, se 
hace referencia a la intensidad, el objeto protegido, el momento en que 
nace la protección, los plazos para mantener el secreto, el sujeto obligado 
a mantener el secreto, la obligación de denunciar su vulneración, etc.

Régimen sancionatorio

La norma venezolana es clara en esta materia, estableciendo en el Título 
VI las infracciones y sus sanciones. A partir del artículo 64, se tipifican una 
serie de infracciones tanto para las personas naturales o jurídicas como 
para los funcionarios adscritos al SEN. Se tipifican las infracciones como 
leves, graves y muy graves, y a su vez tienen una sanción en una escala 
correlativa. La norma en esta parte es bastante completa pues presenta 
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un procedimiento detallado además de tipificar circunstancias atenuantes 
y agravantes de responsabilidad.

Otros aspectos de interés

El artículo 7 de la ley dispone que “los órganos del Sistema Estadístico 
Nacional podrán contratar u otorgar concesiones para desarrollar actividad 
estadística de interés público, pero sin ceder la regulación y el control de la 
misma”. Este tipo de normas resultan atípicas; no obstante, su consagración 
da buena cuenta de una posible realidad de la operación estadística, que se 
refiere a la necesidad de externalizar algunas etapas de la operación.

Otro aspecto interesante de los establecidos en esta ley está dado por el 
suministro voluntario de algunos datos establecidos en el artículo 9. Señala 
esa norma que “los datos referidos al origen étnico, las opiniones políticas, 
las convicciones ideológicas, morales o religiosas y, en general, las referidas 
al honor y a la intimidad personal o familiar no son de suministro obligatorio 
y sólo podrán recogerse previo consentimiento expreso de los interesados”.

Brechas detectadas

La regulación estadística venezolana ofrece un marco bastante comple-
to, aunque existen brechas que resulta relevante informar:

• No hay normas relativas al perfil técnico que deben tener los integran-
tes del órgano directivo. Todos los integrantes del cuerpo colegiado son 
nombrados y removidos por el presidente de la República.

• No hay reglas que brinden autonomía al INE, el que, atípicamente, ejer-
ce la rectoría estadística delegada por el ministerio al cual está adscrito.

• No hay normas relativas a la seguridad de la información en poder del 
INE, ni tampoco sobre cesión o destrucción de formatos con información. 

• La ley no dispone de reglas que establezcan las condiciones para ac-
ceder a investigadores.
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INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA – INE

Identificación
de la norma

Decreto Nro. 6.675 de 2001, que crea la Ley de la Función Pública Estadística.

Naturaleza jurídica Instituto autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio distinto e in-
dependiente de la República, adscrito al Ministerio de Planificación y Desarrollo.

Gobierno
corporativo

Colegiado, a cargo de un Consejo Directivo integrado por el presidente o presiden-
ta del Instituto y por cuatro consejeros/as, quienes serán designados por el presi-
dente/a de la República a propuesta del ministro/a de Planificación y Desarrollo, 
quienes serán de libre nombramiento y remoción por parte del presidente/a de la 
República.

Consejo de
estadística

Sí.

Mención expresa
al SEN

Sí.

Objetivos del SEN La ley (art. 31) estipula que su finalidad es:
. Coordinar e integrar eficientemente la estructura, los procesos y los recursos de la 
función estadística del Estado venezolano.

Acceso a RRAA Sí (art. 10 de la ley).

Secreto estadístico Sí.

Obligación
de informar

Sí.

Régimen
sancionatorio

Sí.



Análisis comparativo 
de legislaciones 
estadísticas

E
sta sección comienza con una breve referencia al contexto legislati-
vo que rige los sistemas de los países en estudio, a fin de indagar si 
existen guías o lineamientos o la implementación de consultas pú-

blicas que pudieran ser de utilidad para un país que decide actualizar su 
legislación estadística. 

Seguidamente, se desarrolla una exposición conceptual y comparativa 
de determinados elementos previstos en el capítulo anterior, agrupándo-
los por ámbitos, entre ellos:

• Propósito y alcance de la legislación. 

• Existencia de definiciones, principios y conceptos. 

• Existencia y definición explícita del Sistema Estadístico Nacional (SEN).

• Naturaleza jurídica de las Oficinas Nacionales de Estadística (ONE), 
dependencia y/o relacionamiento con el Poder Ejecutivo. 

• Existencia del Consejo Nacional de Estadística o de otros Comités 
Consultivos.

• Nombramiento y funciones de la autoridad máxima de la ONE. 

• Plan de trabajo, calendario de lanzamiento/divulgación, informe anual.

3CAP.
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• Mandato para la función de recopilación de información y acceso a 
registros administrativos.

• Confidencialidad, sanciones por incumplimiento y divulgación de la 
información.

• Participación en actividades estadísticas internacionales.

Esta comparación permite destacar los elementos comunes que tiene la 
legislación estadística en los 18 países latinoamericanos incorporados en 
este estudio, así como ejemplos de buenas prácticas. En particular, en el 
ámbito de las buenas prácticas y teniendo también como insumo relevan-
te las entrevistas y/o cuestionarios aplicados a los equipos directivos de 
las ONE, se busca aportar ejemplos de aquellas prácticas correlacionadas 
con el marco normativo o con otras fortalezas institucionales que han 
permitido un ejercicio virtuoso de la actividad estadística.

El análisis comparativo se complementa con un conjunto de cuadros, 
presentados en el anexo 2, que dan cuenta de las diferencias entre países 
en las diversas materias estadísticas que se describen a continuación.

1. Comprensión de los sistemas legales y los procesos legislativos, y 
existencia de guías generales para el trabajo legislativo

El grupo de países de América Latina en estudio, todos hispanohablan-
tes salvo Brasil, comparten cierta tradición administrativa y jurídica here-
dada de su historia como colonias españolas /portuguesas. Los 18 países 
analizados corresponden a repúblicas democráticas, con regímenes de 
Estado presidencialistas. Esto resulta relevante por cuanto las principa-
les iniciativas legislativas se encuentran reservadas por la Constitución al 
Poder Ejecutivo; entre estas, las que crean o modifican oficinas públicas y 
suponen mayores gastos en el presupuesto público.

En el grupo de países hay cuatro cuya forma jurídica de Estado es fede-
ral (Argentina, Brasil, México y Venezuela), siendo el resto Estados uni-
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tarios. En materia legislativa, la mitad cuenta con asambleas legislativas 
unicamerales (Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, 
Nicaragua, Panamá, Perú y Venezuela), la mayoría de ellos de Centroa-
mérica; mientras que el resto son países con parlamentos bicamerales 
(Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, México, Paraguay, República 
Dominicana y Uruguay).

Todos estos países tienen sistemas jurídicos que heredaron la tradición 
romanista de la colonización española; incluso Brasil, heredero de la mis-
ma tradición a través de la colonización portuguesa. Este régimen de ley 
civil se traduce básicamente en la existencia de códigos sustantivos y 
procesales y de leyes que siguen rigurosos procedimientos formales.

En materia de guías para el trabajo legislativo, en general no existen en 
la práctica legislativa latinoamericana. Sin perjuicio de lo anterior, merece 
la pena resaltar el caso mexicano, donde se aplican los procedimientos 
de la política regulatoria promovida por la OCDE, a raíz de su incorpora-
ción a la institución en 1994. Estos incluyen un pormenorizado proceso de 
evaluación ex ante que acompaña las propuestas de mejora regulatoria, 
lo que obliga a cada repartición pública que quiera promover una nueva 
ley a elaborar una “Manifestación de impacto regulatorio” (MIR). En el 
caso de Chile, miembro de la OCDE desde 2010, una obligación parecida 
existe solo para asuntos vinculados al medio ambiente, para normas re-
glamentarias aplicables a empresas de menor tamaño y para normas que 
impactan la productividad del país. En consecuencia, en general, para la 
modificación o implementación de cuerpos legales estadísticos, no exis-
ten este tipo de guías o prácticas en América Latina.

Con respecto al proceso de consulta ex ante para la promulgación de nue-
vas leyes, es importante tener en cuenta que la “cultura reguladora” de mu-
chos países de América Latina en general no promueve prácticas que per-
mitan acceder a un borrador del proyecto de ley para que la sociedad civil 
entregue sus comentarios antes de su presentación formal al cuerpo legisla-
tivo. Solo una vez que se ha iniciado el proceso legislativo de presentación y 
discusión (en el congreso), es posible realizar audiencias públicas donde se 
invita a expertos y la ciudadanía o sociedad civil a expresar su opinión. 
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Con respecto a las leyes vigentes en ma-
teria estadística, Paraguay presenta la ley 
más antigua del grupo de países estudiados, 
aprobada en 1942. Ecuador (2013 y 2017) 
y Colombia (2015 y 2019) son ejemplos de 
casos de actualizaciones parciales más re-
cientes, mientras que Costa Rica publicó su 
nueva legislación estadística recientemente 
(junio 2019), actualizando en forma signi-
ficativa su ley anterior y convirtiéndose en 
uno de los países de la región con la más 
moderna y completa normativa estadística. 

De la información obtenida directamen-
te desde las Oficinas Nacionales de Es-
tadística, se ha podido constatar que la 
mayoría de las veces en que han habido 
cambios o reformas a la legislación esta-
dística (promovidos por el Poder Ejecuti-
vo), estos han sido al menos consultados 
a las ONE. En el mejor de los casos, han 

sido estas últimas las que presentaron sus proyectos al ministerio del cual 
dependen o se relacionan (por ejemplo, Bolivia, Chile y Paraguay), y fue 
este último el que inició la reforma legal en el Parlamento. La mayoría 
de las veces, la responsabilidad de la tramitación legislativa ha estado 
radicada en el órgano político (ministerio o presidencia), siendo los pro-
fesionales de la ONE parte del personal de asesores que acompañan la 
tramitación y aclaran dudas propias de la actividad estadística.

En la mayoría de los casos estudiados, las ONE tienen atribuciones, 
definidas en sus leyes orgánicas, que les permiten dictar regulación su-
bordinada (resoluciones, circulares, protocolos, instrucciones, recomen-
daciones, etc.), lo que de alguna manera les permite suplir algún aspecto 
operacional respecto de otros productores de estadística, que la regula-
ción principal no ha resuelto o no ha descrito con detalle suficiente.

“De la información 
obtenida directa-
mente desde las 
Oficinas Nacionales 
de Estadística, se 
ha podido consta-
tar que la mayoría 
de las veces en que 
han habido cambios 
o reformas a la le-
gislación estadística 
(promovidos por el 
Poder Ejecutivo), 
estos han sido al 
menos consultados 
a las ONE”.



“... existe en Améri-
ca Latina un Código 
Regional de Buenas 
Prácticas Estadís-
ticas del año 2011, 
elaborado por la 
Conferencia Esta-
dística de las Amé-
ricas (CEA) de la 
CEPAL, donde es 
posible encontrar 
algunos elementos 
orientadores para 
el caso de una mo-
dificación de estos 
cuerpos legales”.
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2. Lineamientos existentes específicos para leyes estadísticas

Como se señaló en el punto previo, en el amplio grupo de países anali-
zados, no existen códigos ni guías que indiquen un “paso a paso” para la 
formulación de leyes estadísticas, que en general se someten a los proce-
dimientos prelegislativos generales que tiene cada país.

Sin perjuicio de lo anterior, existe en América Latina un Código Regional 
de Buenas Prácticas Estadísticas32 del año 2011, elaborado por la Confe-
rencia Estadística de las Américas (CEA) de la CEPAL, donde es posible 
encontrar algunos elementos orientadores para el caso de una modifica-
ción de estos cuerpos legales.

El Código de Buenas Prácticas Estadísti-
cas presenta una lista de 17 principios di-
vididos en tres áreas:

• Entorno institucional y coordinación (Prin-
cipios 1-8): independencia profesional; Coor-
dinación del SEN; mandato estadístico para 
la recopilación de datos; confidencialidad es-
tadística; adecuación de recursos; compro-
miso de calidad; imparcialidad y objetividad; 
cooperación y participación internacional.

• Procesos estadísticos (Principios 9-12): 
metodología sólida; procedimientos es-
tadísticos adecuados; carga no excesiva 
para los encuestados; costo-efectividad.

• Producción estadística (Principios 13-
17): relevancia, precisión y confiabilidad; 
oportunidad y puntualidad; coherencia y 
comparabilidad; accesibilidad y claridad.

32 https://www.cepal.org/es/publicaciones/16422-codigo-regional-buenas-practicas-
estadisticas-america-latina-caribe
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Por otra parte, los países de América Latina que son parte de la OCDE 
(México, Chile y Colombia) deben cumplir además con la Recomenda-
ción del Consejo de la OCDE sobre Buenas Prácticas Estadísticas (2015),33 
siendo el primer instrumento normativo de la OCDE en lo que refiere al 
ámbito estadístico. Si bien las recomendaciones no son jurídicamente vin-
culantes, se considera que su adopción y práctica representa, tal como 
allí se indica, “(…) una gran fuerza moral como representación de la volun-
tad política por parte de los países miembros (…)”.

La directriz de la OCDE se divide en 12 recomendaciones, que a su vez 
abarcan cinco dimensiones: 

 
• Los requisitos institucionales, jurídicos y de recursos para que funcio-

nen los sistemas estadísticos (recomendaciones 1-5).

• Los métodos, la calidad y los procesos de producción estadística (re-
comendaciones 6-8).

• Divulgación (recomendación 9).

• Coordinación y cooperación (recomendaciones 10 y 11).

• Innovación estadística (recomendación 12).

Resulta importante señalar que, en muchos países de América Latina, 
el sistema estadístico, además de exhibir un alto grado de descentraliza-
ción, se rige por una regulación estadística que se encuentra en diversos 
cuerpos legales (leyes, decretos, reglamentos), de manera que reagru-
parlos en uno solo trae costos políticos y de oportunidad en la agenda 
legislativa. En muchos casos, además, existe el temor de retroceder en 
algunas normas logradas a través del tiempo, que en el presente podrían 
entrar en conflicto con nuevos valores que las sociedades han abrazado; 
por ejemplo, una estricta regulación del secreto estadístico versus el de-
recho de acceso a la información pública.

33 https://www.oecd.org/statistics/good-practice-toolkit/
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3. Análisis comparado y casos destacados

Propósito y alcance de la legislación 

La utilidad de definir clara y explícitamente el propósito y alcance de 
una legislación −estadística en este caso− radica en brindar certeza res-
pecto a lo que cubre o no cubre la ley y, a su vez, facilitar un marco de 
condiciones que deben cumplir las estadísticas oficiales.

En el caso de los países analizados, destaca el hecho de que muy pocas 
de las leyes analizadas hacen mención al tópico “propósito” o “alcance” 
y, entre las que lo mencionan, se utilizan expresiones tales como “objeto”, 
“fin” o “misión” para referirse indistintamente a la ley estadística, al SEN o 
a la oficina estadística respectiva.

Los casos a destacar, por su claridad y/o la amplia descripción que pre-
sentan, son:

• Colombia: el Decreto Nro. 1.170 de 2015 
declara, en el Libro 2, Parte 1, Título 1, que 
se regula el “Objeto y Ámbito de Aplica-
ción”, y define en el artículo 2.1.1.1. el objeto 
del decreto (compilar la normatividad es-
tadística); seguidamente, en el 2.1.1.2 des-
cribe el ámbito de aplicación y señala que 
el decreto se aplica a todo el sector admi-
nistrativo en el territorio nacional.

• Panamá: la ley Nro. 10 del 2009 esta-
blece en su artículo 1 cuáles son los obje-
tivos de la ley, entre los que se describe: 
“(…) 1) establecer los principios y normas 
que deben regir la actividad estadística 
del sector público panameño; 2) crear el 
Instituto Nacional de Estadística y Cen-
sos, el Consejo Nacional de Estadísti-

“La utilidad de defi-
nir clara y explícita-
mente el propósito y 
alcance de una le-
gislación estadística 
en este caso radica 
en brindar certeza 
respecto a lo que 
cubre o no cubre la 
ley y, a su vez, facili-
tar un marco de con-
diciones que deben 
cumplir las estadísti-
cas oficiales”.
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cas, los comités técnicos consultivos, y establecer disposiciones sobre 
el Plan Estadístico Nacional con la finalidad de integrar las actividades 
correspondientes a la estadística nacional; 3) fijar las bases para coor-
dinar la participación y colaboración que corresponda a las entidades 
públicas, para promover, cuando se requiera, la participación del sector 
privado y de la sociedad a efecto de mejorar el funcionamiento del Sis-
tema Estadístico Nacional; 4) promover la integración y el desarrollo del 
Sistema Estadístico Nacional para que se suministren, en los términos de 
esta Ley, estadísticas que satisfagan el derecho de los ciudadanos a la 
Información pública”. 

En el artículo 2, se declara que la ley: “(…) es de orden público y de inte-
rés social y sus disposiciones rigen la actividad estadística a nivel nacional 
en las entidades del sector público”.

• México: la ley del año 2008, que crea el Sistema Nacional de Informa-
ción Estadística y Geográfica, establece su objeto en el artículo 1, estipu-
lando que “(…) tiene por objeto regular el Sistema Nacional de Información 
Estadística y Geográfica, los derechos y obligaciones de los informantes 
del sistema, la organización y funcionamiento del Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía y las faltas administrativas y el medio de defensa 
administrativo frente a los actos o resoluciones del Instituto”.

Existencia de principios, conceptos o definiciones

La importancia de especificar principios, en línea con los Principios 
Fundamentales de Estadísticas Oficiales de Naciones Unidas, es que per-
mite distinguir claramente las estadísticas oficiales, elaboradas por pro-
ductores de estadísticas oficiales, de aquellas que son elaboradas por 
cualquier otra institución: mientras las primeras deben cumplir con los 
principios enunciados, las segundas, no necesariamente, puesto que la 
captura del dato y posterior transformación o manejo no responden a 
objetivos estadísticos sino a aquellos que son propios de la institución 
que los captura. 
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En particular, al explicitar principios tales como la independencia pro-
fesional que deben tener los productores de las estadísticas oficiales, se 
pretende resguardar su actividad de cualquier presión y/o interferencia 
política que pudiera influir en la forma como se elaboran y difunden las 
estadísticas oficiales. Esto incluye la decisión de uso de fuentes de datos 
y/o insumos estadísticos, las definiciones metodológicas, las clasificacio-
nes, y la oportunidad y contenido de las estadísticas difundidas, que son, 
en su totalidad, aspectos que deben decidirse sobre bases estrictamente 
profesionales. En la medida en que este principio de independencia se 
especifique y se consolide dentro del SEN, se sentarán las bases para la 
generación de estadísticas de calidad y de confianza, tanto por parte de 
los usuarios como de los informantes. 

Otros principios básicos que deben in-
corporarse en las legislaciones estadísti-
cas −parte de los cuales ya están conte-
nidos en los Códigos de Buenas Prácticas 
mencionados en el punto anterior− in-
cluyen: i) imparcialidad y objetividad; ii) 
exactitud y fiabilidad; iii) coherencia y 
comparabilidad; iv) claridad y transpa-
rencia; iv) confidencialidad estadística; v) 
pertinencia, y vi) efectividad en términos 
de costos.

A su vez, la incorporación de definicio-
nes o conceptos básicos en la legislación 
permite facilitar y homologar la discusión 
sobre materias estadísticas que, por lo 
general por su particularidad altamen-
te técnica, es de un bajo nivel de cono-
cimiento entre la ciudadanía en general. 
Conceptos tales como dato o unidad es-
tadística, identificador, dato individual, 
registro administrativo, metadata y ano-

“En particular, al ex-
plicitar principios ta-
les como la indepen-
dencia profesional 
que deben tener los 
productores de las 
estadísticas oficia-
les, se pretende res-
guardar su actividad 
de cualquier presión 
y/o interferencia 
política que pudiera 
influir en la forma 
como se elaboran y 
difunden las estadís-
ticas oficiales”.
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nimización son algunos de los que cum-
plen con esta función, a la vez que son de 
especial utilidad, por ejemplo, cuando se 
desea resguardar la confidencialidad es-
tadística. Por su parte, adquiere alta rele-
vancia la definición de estadística oficial, 
que no debe confundirse con estadística 
o dato público. 

De la revisión de las legislaciones de los 
países en estudio, resulta muy poco fre-
cuente encontrar referencias a los Prin-
cipios Fundamentales de las Estadísticas 
Oficiales de Naciones Unidas. Esto está 
relacionado, en parte, con la antigüedad 
de las leyes estadísticas. Es más, si se re-
visan los ejemplos de los países destaca-
dos en el punto previo, los principios re-
cogidos en sus respectivos textos legales 
tampoco coinciden entre ellos.

Entre los casos analizados, en lo que 
respecta a la incorporación de Princi-
pios, destacan:

• Costa Rica: los declara y define en su 
artículo 10 (confidencialidad estadística, 
transparencia, especialidad, proporcio-
nalidad e independencia técnica).

 
• México: los enuncia en su artículo 3 (accesibilidad, transparencia, ob-

jetividad e independencia), aunque no los define. 

• Panamá: los declara en su artículo 4 (secreto estadístico, independencia, 
imparcialidad, transparencia, pertinencia, precisión, coherencia, compara-
bilidad, accesibilidad, oportunidad y puntualidad), aunque no los define.

“Otros principios 
básicos que deben 
incorporarse en las 
legislaciones esta-
dísticas parte de los 
cuales ya están con-
tenidos en los Códi-
gos de Buenas Prác-
ticas mencionados 
en el punto anterior 
incluyen: i) impar-
cialidad y objetivi-
dad; ii) exactitud y 
fiabilidad; iii) cohe-
rencia y compara-
bilidad; iv) claridad 
y transparencia; iv) 
confidencialidad 
estadística; v) per-
tinencia, y vi) efec-
tividad en términos 
de costos”.
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• Uruguay: los declara y define en su artículo 3 (secreto estadístico, per-
tinencia, transparencia, rigurosidad, autonomía técnica, comparabilidad, 
eficiencia, centralización normativa, descentralización operativa, legali-
dad objetiva y motivación de la decisión).

Igualmente inusual es encontrar textos legales que entreguen un listado 
de conceptos que faciliten la comprensión de la actividad estadística. Al 
igual que con los principios, en el caso de aquellos países que sí incor-
poran algunos conceptos (Costa Rica, México, Panamá, Perú, Uruguay y 
Venezuela), no hay coincidencia respecto del conjunto mínimo de con-
ceptos que se describen, ni tampoco de sus definiciones. En ocasiones, se 
hace referencia solo a uno o dos conceptos como máximo.

Entre los países que destacan en la incorporación de conceptos o defi-
niciones, se encuentran: 

• Costa Rica: de acuerdo con su reciente legislación estadística, es uno 
de los países con la más amplia lista de conceptos o definiciones, e incor-
pora, en su artículo 3, aquellos referidos a dato estadístico, base de datos 
innominada, directorio de unidades estadísticas institucionales, estrate-
gia nacional de desarrollo estadístico (ENDE), estadísticas oficiales, in-
dependencia técnica, información cartográfica y geográfica, informante, 
información de carácter público, metadato estadístico, plan estadístico 
nacional (PEN), registro administrativo y usuario. 

• México: otro de los países sobresa-
lientes de la región, ya que incluye en su 
artículo 2 un extenso catálogo de (15) 
conceptos, entre orgánicos y funcionales, 
a saber: actividades estadísticas y geo-
gráficas, consejo, información estadística, 
información geográfica, información de 
interés nacional, sistema nacional de infor-
mación estadística y geográfica (Sistema), 
informantes del sistema, Junta de Gobier-
no, red geodésica nacional, red nacional 
de información, subsistemas nacionales 
de información y unidades del Estado, etc.

“De la revisión de las 
legislaciones de los 
países en estudio, 
resulta muy poco 
frecuente encon-
trar referencias a los 
Principios Funda-
mentales de las Esta-
dísticas Oficiales de 
Naciones Unidas”.
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• Panamá: define en su artículo 3 los conceptos de actividad estadística, 
autonomía técnica, datos individuales y secreto estadístico.

• Uruguay: define, en el artículo 21, únicamente el concepto de Estadísti-
ca Oficial, señalando que se trata de “(…) aquella dictada por un integran-
te del SEN de acuerdo a las normas dictadas por el Instituto Nacional de 
Estadística y aprobadas por éste”.

Existencia y definición explícita del SEN

De acuerdo con los lineamientos internacionales, el Sistema Estadístico 
Nacional (SEN) –en su definición más tradicional– se compone de la Ofi-
cina Nacional de Estadística (ONE), la principal agencia productora de 
estadísticas oficiales, y de otros productores de estadísticas oficiales. Se 
rige por las normas establecidas en la legislación estadística, que deben 
incluir la función de rectoría del SEN ejercida por la ONE. En este rol, una 
de las principales funciones de la ONE radica en la coordinación y pro-
moción de la colaboración entre los integrantes del SEN, de manera de 
asegurar la producción de estadísticas de calidad. 

El conjunto de elementos básicos que se espera que contenga la defi-
nición de un SEN permitiría generar sinergias entre los productores de 
estadísticas oficiales, cuyos roles además deberían estar bien definidos, 
contribuyendo a fortalecer la capacidad estadística de un país y con ello 
dar respuesta a la creciente demanda de estadísticas cada vez más gra-
nulares que los países expresan. 

Del análisis de las legislaciones de los 18 países, se desprende que la ma-
yoría cuenta con alguna referencia normativa al SEN, aun cuando esta no 
sea su denominación explícita34 o la definición del SEN no contenga todos 
los elementos necesarios para un adecuado funcionamiento. 

34 Por ejemplo, El Salvador utiliza la expresión “Servicio Estadístico Nacional”, pero en realidad 
se refiere a lo mismo. En el caso de Chile, cuya legislación estadística data de 1970, si bien no se 
menciona el concepto “ SEN”, sí se describe el sistema en su artículo 2 (inciso b), cuando señala 
que “corresponderá al Instituto Nacional de Estadísticas: Estudiar la coordinación de las labores 
de colección, clasificación y publicación de estadísticas, que realicen los organismos fiscales, 
semifiscales y Empresas del Estado”. 
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En general, los artículos que se refieren al 
SEN establecen al menos las instituciones 
que lo integran, siendo este, en consecuen-
cia, el criterio que predomina. Un segundo 
elemento utilizado para definirlo o caracte-
rizarlo, presente en las legislaciones revisa-
das, es indicar objetivos o funciones, como 
la planificación y coordinación de la activi-
dad estadística, por ejemplo. En casos muy 
particulares, las legislaciones estadísticas 
declaran expresamente que la coordina-
ción y rectoría del SEN se encuentran radi-
cadas en la ONE. Este es el caso de Colom-
bia, Costa Rica, México, Perú y Uruguay.

Entre los países estudiados, destacan:

• Costa Rica: en su artículo 4, declara: 
“(…) con el propósito de racionalizar y 
coordinar la actividad estadística, se crea 

el Sistema Estadístico Nacional (SEN), el cual estará conformado por: a) 
El INEC, creado en el art. 31 de esta ley, como ente rector del SEN (…)”. 
Incorpora, además de a las instituciones de la administración pública, a 
las “(…) personas de derecho privado que soliciten su incorporación y 
sean aceptadas por el COINEC (Consejo Directivo del INEC) (…) siempre 
que sean responsables de producir y divulgar estadísticas oficiales o po-
sean registros de información que sirvan de insumo para la elaboración 
de estas”. 

Por otra parte, indica que el “(…) SEN sustentará sus actividades en una 
ENDE decenal, que se ejercerá por medio de los PEN quinquenales (…)” 
(art. 6), y define un conjunto de principios que rigen el SEN y una serie de 
otras características aplicables a todo el sistema. 

• México: define al SEN en su artículo 2 (inciso XIII), señalando que se 
trata del “(…) conjunto de unidades organizadas a través de los subsiste-
mas, coordinadas por el Instituto y articuladas mediante la red nacional 

“Del análisis de las 
legislaciones de los 
18 países, se des-
prende que la ma-
yoría cuenta con 
alguna referencia 
normativa al SEN, 
aun cuando esta no 
sea su denominación 
explícita o la defini-
ción del SEN no con-
tenga todos los ele-
mentos necesarios 
para un adecuado 
funcionamiento”.
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de información, con el propósito de producir y difundir la información de 
interés nacional”. Dado que en México el INEGI también abarca entre sus 
funciones la elaboración de información geográfica, en estricto rigor, esta 
definición corresponde al “Sistema Nacional Estadístico y Geográfico”.

 
• Uruguay: establece en sus artículos 1 a 4 el reconocimiento expreso 

del SEN, los organismos que lo integran, los principios que se le aplican a 
todos ellos, su cometido asociado principalmente a labores de planifica-
ción y el reconocimiento al Instituto Nacional de Estadística como enti-
dad rectora del SEN. Es decir, Uruguay reconoce y define al SEN con un 
verdadero enfoque sistémico. 

Naturaleza jurídica de las ONE, dependencia y relacionamiento con el 
Poder Ejecutivo 

Todos los países analizados cuentan con Oficinas Nacionales de Esta-
dística, que adoptan diversas denominaciones (Oficina, Instituto, Depar-
tamento o Dirección) aunque comparten en su definición la característica 
de ser organismos públicos de naturaleza técnica, financiados con cargo 
al presupuesto fiscal. La gama abarca desde oficinas con altos grados 
de dependencia y jerarquía hasta otras con altos niveles de autonomía 
administrativa y política. Dentro del primer grupo, se tiene por ejemplo a 
la oficina de Panamá, que depende de la Contraloría y que ejerce la rec-
toría del SEN por delegación de esta última. En el otro extremo, México 
y recientemente Costa Rica cuentan con autonomía constitucional. En el 
grupo intermedio, se encuentran aquellas oficinas adscritas o que se rela-
cionan con los Ministerios de Desarrollo o Planificación (Brasil, Paraguay 
y Venezuela) o con los Ministerios de Economía, Presupuesto o Finanzas 
(Argentina, Chile, El Salvador y Guatemala). En ocasiones, el relaciona-
miento es en forma directa con la presidencia (Colombia, Nicaragua y 
actualmente Ecuador). 

En todos los marcos legales estudiados existen normas que describen 
las funciones de las ONE, que en general incorporan –directa o indirecta-
mente– aquellas de rectoría y coordinación del SEN. En algunos casos, se 
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describen incluso estadísticas específicas 
(sociales, laborales, económicas u otras) 
a elaborar, como es el caso de Chile, Cos-
ta Rica, El Salvador, Honduras, México, 
Panamá y Paraguay. La mitad de los 18 
países incluye además, en el mismo texto, 
normas generales referidas a la realiza-
ción de censos oficiales.

En general, todas estas oficinas tienen 
atribuciones de planificación y coordina-
ción generales, pues el fenómeno de des-
centralización estadística es común a to-
das ellas.

Existencia del Consejo Nacional de Estadística u otros Comités Consultivos 

La gran mayoría de los países analizados cuenta con un Consejo Nacio-
nal en sus legislaciones, y si bien presenta una diversidad de atribuciones 
y alcances, se puede concluir que es un elemento estructural de los siste-
mas estadísticos.

Los países que no indican en sus normas que cuentan con un Consejo 
Estadístico son El Salvador, República Dominicana y Uruguay, lo que no 
implica necesariamente que en la práctica no puedan tener o haber con-
vocado un consejo en algún momento. Asimismo, bien puede darse el 
caso de países que tienen un consejo definido en sus legislaciones, pero 
que este no haya sesionado o solo lo haya hecho esporádicamente. 

La composición de los consejos tiende a ser pública (Ecuador, art. 5; Hon-
duras, art. 13, y México, art. 14), aunque también hay ejemplos de composi-
ción privada (Perú, art. 14) y mixta (Chile, art. 6, y Costa Rica, art. 39).

En algunos países, estos consejos tienen un carácter netamente con-
sultivo (Chile, art. 5; Costa Rica, art. 7 y México, art. 15), mientras que en 

“En todos los marcos 
legales estudiados 
existen normas que 
describen las funcio-
nes de las ONE, que 
en general incorpo-
ran –directa o indi-
rectamente– aquellas 
de rectoría y coordi-
nación del SEN”.
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otros países cuentan con atribuciones resolutivas, que recaen principal-
mente en asuntos de orden técnico y metodológico (Ecuador, art. 7 del 
Decreto Nro. 323, y Paraguay, art. 1 del Decreto Nro. 15.415).

Por otra parte, además de la existencia de estos consejos, normalmente 
se establece la posibilidad de crear comités consultivos, que en general 
están vislumbrados para abordar materias temáticas. Entre ellos, desta-
can los siguientes casos: 

• Honduras: en su artículo 5, establece como una atribución de la ONE: 
“(…) Nro. 12. Establecer canales de comunicación y consulta entre pro-
ductores y usuarios, con el fin de cumplir con las necesidades mínimas de 
información del país, de acuerdo a los requerimientos de los usuarios, en 
coordinación con los organismos del SEN”. Esta especificación da cuenta 
de la posibilidad de hacer consultas, pero no entrega detalles más claros 
sobre la manera en que se formaliza.

• México: en el artículo 31 de su ley, contempla la existencia explícita de 
comités técnicos o ad hoc: “(…) los Comités Técnicos Especializados serán 
instancias colegiadas de participación y consulta creados por acuerdo de 
la Junta de Gobierno, integrados por representantes de las Unidades y del 
Instituto, quien promoverá la constitución y adecuado funcionamiento de 
los mismos sujetándose a las disposiciones siguientes: I. Podrán ser temá-
ticos, regionales o especiales, permanentes o temporales. II. Se integrarán 
por las Unidades que, a propuesta del Presidente o del vicepresidente 
encargado del Subsistema Nacional de Información que corresponda, la 
Junta de Gobierno determine invitar a participar como miembros, y III. 
Podrán asistir a ellos como invitados, los representantes de las institucio-
nes sociales y privadas que el propio Comité determine. El Instituto nom-
brará al servidor público –del propio Instituto– que fungirá como secre-
tario técnico de los comités que se constituyan con base en este artículo. 
Los integrantes de los Comités Técnicos Especializados desempeñarán 
sus funciones en dichos órganos colegiados de manera honoraria”.
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Nombramiento y funciones de la autoridad máxima de la Oficina 
Nacional de Estadística 

En cuanto al jefe de la ONE, un poco más de la mitad de los países 
cuenta con una autoridad unipersonal (Argentina, Bolivia, Chile, Colom-
bia, Ecuador, El Salvador, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y República 
Dominicana), otro, con una co-dirección (Nicaragua), y el resto, con una 
dirección colegiada (Brasil, Costa Rica, Guatemala, Honduras, México y 
Venezuela). En el caso de la dirección colegiada, Brasil, Costa Rica y Hon-
duras declaran además la existencia de un director que representa a la 
organización, aunque comparte algunas tareas de dirección con el presi-
dente del Consejo Superior. Esta situación presenta el riesgo de generar 
algún nivel de gobernanza bicéfala en la organización.

Al analizar aspectos asociados a su independencia profesional, casi no 
se observan procedimientos de nombramiento, siendo común la designa-
ción de libre disposición por parte del presidente de la República (Argen-
tina, Brasil, Chile (excepcionalmente), Colombia, Ecuador, Nicaragua, 
Paraguay y Uruguay) o directamente por parte del ministro con el que 
se relacionan las ONE. Incluso en los casos de ONE con gobernanza cole-
giada, se da la situación de que un número importante de los integrantes 
del Consejo Directivo son ministros, que por definición ejercen cargos de 
confianza política del presidente de la República. Es el caso de Guatema-
la, donde cuatro de los nueve integrantes son ministros, y de Honduras, 
donde seis de los ocho integrantes son secretarios de Estado.

En lo que respecta a la definición de un perfil para ejercer el cargo, algu-
nas normas establecen en forma muy general ciertos perfiles técnicos; es 
el caso de Chile (art. 39), El Salvador (art. 6), Guatemala (art. 15), Hondu-
ras (art. 18), México (art. 69), Panamá (art. 12) y Brasil (art. 9). A su vez, las 
leyes revisadas casi no mencionan plazo de duración del nombramiento. 
En consecuencia, se puede concluir que –en general– estos cargos son de 
exclusiva confianza política, y su duración máxima tiende a coincidir con 
el periodo del gobierno en ejercicio. 
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Las excepciones en este último punto están dadas por Costa Rica, que 
describe, en su artículo 39, el perfil requerido por los integrantes del Con-
sejo Directivo para ejercer el cargo y la duración del mismo (seis años), y 
por México, que describe, en su artículo 69, los requisitos para desempe-
ñarse como miembro de la Junta de Gobierno del INEGI y, en su artículo 
68, la duración del cargo (seis años el presidente de la Junta y ocho el 
resto de los integrantes de la Junta de Gobierno).

En materia de destitución, solo México presenta un caso de regulación 
pormenorizada, en el artículo 73, donde establece las causales de remo-
ción de un consejero:

“I. La incapacidad física o mental que impida el correcto ejercicio de 
sus funciones por más de tres meses; II. El desempeño de algún empleo, 
cargo o comisión, en contravención a lo dispuesto en el artículo 70 de 
esta Ley; III. Dejar de reunir cualquiera de los requisitos señalados en el 
artículo 69 anterior; IV. Incumplir los acuerdos de la Junta de Gobierno 
o actuar deliberadamente en exceso o defecto de sus atribuciones; V. 
Utilizar, en beneficio propio o de terceros, la información confidencial 
o de otra naturaleza de que disponga en razón de su cargo, así como 
divulgar tal información en términos distintos a los autorizados por esta 
Ley; VI. Someter a consideración de la Junta de Gobierno, a sabiendas, 
información falsa o alterada; VII. Participar en actos políticos, partidis-
tas o religiosos con la representación del Instituto; VIII. No excusarse 
de participar en aquellas tomas de decisiones en las que sus intereses 
personales se encuentren en conflicto con los del Instituto, y IX. Ausen-
tarse de sus labores por más de tres días consecutivos, o por cinco días 
no consecutivos en el lapso de un mes, sin autorización de la Junta de 
Gobierno o sin mediar causa de fuerza mayor o motivo justificado”.

Este artículo es importante además porque contempla como causal de 
remoción el “conflicto de interés”.

Asimismo, un aspecto que resulta relevante en el ámbito de la indepen-
dencia profesional y, a su vez, del desempeño de la autoridad máxima 
de la oficina estadística es el que se refiere a la rendición de cuentas. Si 
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bien lo recomendable es que la autoridad 
estadística adopte sus decisiones sobre 
la base de consideraciones estrictamente 
profesionales, y sin intervención de nin-
gún tipo de alguna autoridad política, ello 
debe ir acompañado de un adecuado me-
canismo de rendición de cuentas o pre-
sentación de informes de resultados. 

En la normativa analizada para el con-
junto de los países, en general no se de-
tectaron normas explícitas relativas a la 
rendición de cuentas. La excepción nue-
vamente es México, cuya ley establece 
que los comités ejecutivos realizan una 
rendición de cuentas frente a la Junta de 
Gobierno del INEGI. Lo anterior, sin per-
juicio de que en cada país existen normas 
especiales de rendición de cuentas aso-
ciadas a la regulación presupuestaria del 
sector público y que, como tal, se aplican 
a las oficinas de estadística.

Plan de trabajo, calendario de lanzamiento/divulgación e informe anual

Los planes o programas de trabajo, ya sean plurianuales o anuales, son 
considerados como las principales herramientas de coordinación del 
SEN, toda vez que deben incorporar, al menos, a los productores de es-
tadísticas oficiales y los respectivos productos estadísticos –incluidas 
las fuentes de información– contemplados para realizarse en un periodo 
determinado. Esto implica planificar, diseñar, cuantificar y priorizar re-
cursos, implementar y posteriormente monitorear la ejecución de aque-
llas estadísticas que los integrantes del SEN hayan acordado producir en 
base a las necesidades de información a nivel nacional y territorial. 

“Si bien lo recomen-
dable es que la au-
toridad estadística 
adopte sus decisio-
nes sobre la base de 
consideraciones es-
trictamente profesio-
nales, y sin interven-
ción de ningún tipo 
de alguna autoridad 
política, ello debe ir 
acompañado de un 
adecuado mecanis-
mo de rendición de 
cuentas o presenta-
ción de informes de 
resultados”.
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Detrás de estos programas de trabajo, ciertamente debería haber una 
Estrategia Nacional de Desarrollo Estadístico (ENDE), que permita orien-
tar al Sistema Estadístico Nacional en su conjunto en términos de de-
safíos y desarrollo estratégico a largo plazo, con una hoja de ruta para 
abordarlos. Los programas deben ser vistos como la implementación de 
estas cuestiones, en diferentes horizontes de tiempo. 

De la revisión de las legislaciones estadísticas en la región, el país que 
con más claridad ha regulado esta materia es México. Según declara su 
artículo 10, “el Programa Estratégico del Sistema Nacional de Información 
Estadística y Geográfica: I.Tendrá una proyección de al menos 24 años 
y deberá ser revisado y actualizado por la Junta de Gobierno cada seis 
años, al inicio del cuarto año del periodo correspondiente al Presidente 
de la República; II. Constituirá el instrumento rector para la integración 

y coordinación del Sistema Nacional de 
Información Estadística y Geográfica; III. 
Determinará y jerarquizará los objetivos 
y metas a alcanzar por el Sistema, defi-
niendo las acciones generales necesarias 
para ello; IV. Definirá las políticas que de-
berán atender los Comités Ejecutivos de 
los Subsistemas en la realización de las 
Actividades Estadísticas y Geográficas, y 
V. Deberá considerar las líneas de acción 
y elementos que propongan las Unidades 
del Estado y tomará en cuenta la opinión 
de instituciones sociales y privadas”.

Por su parte, el artículo 11 estipula que “el 
programa nacional de estadística y geo-
grafía: I. Será elaborado cada seis años en 
congruencia con el Programa Estratégico 
del Sistema Nacional de Información Es-
tadística y Geográfica y con el Plan Na-

“Detrás de estos pro-
gramas de trabajo, 
ciertamente debería 
haber una Estrate-
gia Nacional de De-
sarrollo Estadístico 
(ENDE), que permita 
orientar al Sistema 
Estadístico Nacional 
en su conjunto en 
términos de desafíos 
y desarrollo estraté-
gico a largo plazo, 
con una hoja de ruta 
para abordarlos”.
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cional de Desarrollo, una vez que éste se publique en el Diario Oficial de 
la Federación; debiendo evaluarse y actualizarse al final de cada ejercicio, 
o cuando se modifique el citado Programa Estratégico; II. Definirá el con-
junto de actividades y proyectos a ser ejecutados durante cada sexenio 
presidencial por las Unidades del Estado, en congruencia con lo esta-
blecido en el Programa Estratégico del Sistema Nacional de Información 
Estadística y Geográfica y en el Plan Nacional de Desarrollo en lo relativo 
a las materias de Información correspondientes a los Subsistemas, y III. 
Se orientará a producir la información tendiente al mejor conocimiento 
del territorio y de la realidad económica, gobierno, seguridad pública e 
impartición de justicia. Así como, social y del medio ambiente del país”. 

El artículo 12 establece que el Programa Anual de Estadística y Geogra-
fía deberá alinearse con los dos programas arriba mencionados. A su vez, 
el artículo 87 señala que “el Instituto deberá dar a conocer a los poderes 
de la unión y al público en general el calendario anual de publicación 
aprobado por la Junta de gobierno, mismo que podrá ser revisado en 
forma semestral”.

Por otra parte, Costa Rica, en su artículo 6, establece que “el Sistema 
Estadístico Nacional sustentará sus actividades en una Estrategia Nacio-
nal de Desarrollo Estadístico decenal, que se ejecutará por medio de los 
Planes Estadísticos Nacionales quinquenales, que serán formulados por 
el INEC en conjunto con todos los integrantes del SEN y aprobados por 
el CDINEC”. Además, el artículo 33 (inciso g) establece que “el INEC ten-
drá las siguientes atribuciones y funciones: “(…) suministrar al público, de 
modo claro, oportuno, gratuito y en formato abierto, los resultados de la 
actividad estadística, así como las metodologías empleadas. El INEC pu-
blicará los datos estadísticos de conformidad con el calendario que dis-
ponga, el cual debe abarcar siempre los doce meses siguientes, y deberá 
ser publicado en la página web de la institución”.

En el resto de los países, las menciones a estrategias, programas o pla-
nes –cuando existen– tienden a ser bastante genéricas. 
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En lo que respecta al calendario de lan-
zamiento o divulgación de información, la 
recomendación internacional es que este 
se ponga a disposición de la comunidad 
con la suficiente anticipación, de mane-
ra que no quede condicionado a la agen-
da de alguna autoridad política ni mucho 
menos a su autorización. Del conjunto de 
países analizados, solo Costa Rica, Méxi-
co y Panamá mencionan dicho calendario 
en sus normativas estadísticas. 

En la práctica, los países que adhieren a 
esta modalidad (aun cuando no esté en 
sus legislaciones) tienden a publicar sus 
calendarios cada diciembre del año previo 
a las publicaciones. Existen diferencias, sin 
embargo, en la precisión de este calenda-
rio, por cuanto hay oficinas estadísticas 
que definen el día y la hora exactos de pu-
blicación (Argentina, Chile, México); otras 

señalan el día pero no la hora, o solo la semana de publicación (Ecuador), 
mientras que algunas incorporan la mayoría de los indicadores y otras solo 
un conjunto limitado.

Mandato para la función de recopilación de información y acceso a 
registros administrativos

Para una eficiente, pertinente y oportuna elaboración de estadísticas 
oficiales, resulta esencial tener las facultades legales para disponer de 
las fuentes de datos, primarias o secundarias, con la debida oportuni-
dad, completitud y demás características que la elaboración de estas 
estadísticas requiere. Esto incluye tener atribuciones que aseguren una 
respuesta (oportuna y precisa) por parte de los informantes, cuando se 
trate de encuestas o censos como fuente primaria de información, o que 
provean de acceso a los registros administrativos u otras fuentes de da-
tos secundarias por parte de las entidades que disponen de estas. 

“En lo que respecta 
al calendario de lan-
zamiento o divulga-
ción de información, 
la recomendación 
internacional es que 
este se ponga a dis-
posición de la co-
munidad con la sufi-
ciente anticipación, 
de manera que no 
quede condicionado 
a la agenda de algu-
na autoridad políti-
ca ni mucho menos 
a su autorización”.
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Todo esto facilita que los productores oficiales puedan elaborar sus 
estadísticas, en base a consideraciones estrictamente profesionales, tal 
como lo establecen los Principios Fundamentales de las Estadísticas Ofi-
ciales de Naciones Unidas, y en virtud de lo estipulado por la legislación 
estadística. En especial, el intercambio de datos dentro del Sistema Esta-
dístico Nacional –y en particular con la ONE dado su rol protagónico en el 
SEN– también resulta relevante para evitar duplicidades, tanto en la reco-
pilación de datos como en la producción estadística; promover sinergias 
y eficiencias en la producción, y reducir la carga al informante. Todo lo 
anterior permite mejorar la calidad de las estadísticas. 

En materia de recopilación de información, la revisión de las legislacio-
nes estadísticas de los 18 países da cuenta de que el mandato es amplio 
y difuso a la vez, ya que mientras algunas legislaciones se refieren única-
mente a la obligación de recopilar información, otras se refieren gené-
ricamente a la planificación de esta recolección. Entre los ejemplos que 
ilustran esta observación, cabe mencionar:

• Guatemala: en su artículo 3, indica: “son funciones del INE: (…) Reco-
lectar, elaborar y publicar las estadísticas oficiales, salvo las expresamen-
te designadas a otras entidades o dependencias”.

• Honduras: en su artículo 8 (inciso 3), establece que “corresponde al 
Consejo Directivo: (…) Aprobar el plan nacional de estadística que con-
tendrá programas, medidas y metas de corto, mediano y largo plazo (…)”.

• Panamá: en su artículo 13 (inciso 7), estipula que “el Director Nacional 
(…) tendrá las siguientes funciones: (…) Dirigir la elaboración del Plan Es-
tadístico Nacional y garantizar su cumplimiento (…)”.

• Uruguay: en su artículo 12, estipula que “las unidades coordinadoras 
sectoriales presentarán ante el Instituto Nacional de Estadísticas, antes 
del 30 de junio de cada año, una memoria anual conteniendo una eva-
luación de las actividades estadísticas realizadas en el año anterior y una 
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propuesta de actividades estadísticas complementarias para el año si-
guiente, si correspondiere”.

Con respecto a la obligación de informar por parte de los informantes, 
la muestra de países entrega una buena cantidad de ejemplos, donde se 
describe con claridad y de manera expresa en el cuerpo legal (al menos 
en 10 países). Entre los ejemplos destacados, se pueden mencionar:

• Chile: el artículo 20 estipula que “todas las personas naturales o jurídi-
cas chilenas y las residentes o transeúntes están obligadas a suministrar 
los datos, antecedentes o informaciones de carácter estadístico que el 
Instituto Nacional de Estadísticas les solicite por intermedio de sus fun-
cionarios, delegados o comisionados, de palabra o por escrito, acerca de 
hechos que por su naturaleza y finalidad tengan relación con la formación 
de estadísticas oficiales”.

• México: su artículo 45 (incisos 1 y 2) estipula que “los Informantes del 
Sistema estarán obligados a proporcionar, con veracidad y oportunidad, 
los datos e informes que les soliciten las autoridades competentes para 
fines estadísticos, censales y geográficos, y prestarán apoyo a las mismas. 
La participación y colaboración de los habitantes de la República en el 
levantamiento de los censos, será obligatoria y gratuita en los términos 
señalados en el artículo 5 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos (…)”.

• Panamá: en su artículo 47, dispone que “las entidades del sector públi-
co, las personas jurídicas domiciliadas en Panamá y las personas naturales 
que se encuentren en el territorio nacional tendrán la obligación de sumi-
nistrar los datos y los informes que se le soliciten para la compilación de 
la estadística nacional, a no ser que estos sean confidenciales o de acceso 
restringido por motivo de seguridad nacional”.

• Uruguay: el artículo 14 estipula que “todas las personas físicas o jurí-
dicas, las personas públicas no estatales y los organismos públicos, están 
obligados a aportar los datos que le sean requeridos, con fines estadís-
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ticos por los integrantes del Sistema Estadístico Nacional y dentro del 
plazo que se les fije”.

Por otra parte, interesa conocer sobre el acceso a los registros adminis-
trativos que brindan o promueven las legislaciones estadísticas, por las 
razones antes descritas. En este sentido, más de la mitad de los países 
analizados cuentan con una reglamentación expresa en materia de acce-
so a la información en poder de otros órganos del Estado. Sin embargo, 
en la práctica, el acceso a los registros administrativos es en general un 
aspecto altamente sensible, en el que las dificultades de acceso repre-
sentan un verdadero desafío para la operación estadística. El problema 
principal está dado porque, aun cuando las legislaciones estadísticas es-
tablecen el derecho (con diversos grados de especificidad) de acceder a 
esos datos, las leyes orgánicas de los servicios respectivos no reconocen 
la correlativa obligación para ellos. Esto se agrava cuando las leyes esta-
dísticas en realidad corresponden a la figura de un decreto ley, cuya je-
rarquía jurídica se reconoce menor a la de las leyes orgánicas de las otras 
instituciones.

 
Por otra parte, muchas veces se origina una verdadera competencia 

para demostrar qué ley del servicio público ofrece más confidencialidad 
que la ley estadística, siendo el secreto tributario uno de los que más se 
confronta con el secreto estadístico.

Entre los casos sobresalientes, en términos de lo que su legislación esti-
pula, se pueden mencionar:

• Costa Rica: la ley establece en su artículo 17 que “el INEC tendrá acce-
so irrestricto a los registros administrativos de las instituciones públicas y 
a la información que considere necesaria para la elaboración de las esta-
dísticas y de los directorios poblacionales a su cargo, incluso respecto de 
aquellas instituciones cuya entrega de información se encuentre ampa-
rada por algún tipo de reserva. En este último caso, el personal del INEC 
que tenga conocimiento de dicha información estará sujeto, además del 
principio de confidencialidad estadística, a la misma norma legal o cons-
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titucional que ampara la reserva. Las instituciones públicas deberán cum-
plir con lo solicitado según la presente ley y sus principios, dentro de los 
plazos que determine el INEC en cada caso; de lo contrario se procederá 
con las sanciones establecidas en la presente ley”.

• Chile: la ley estadística estipula en su artículo 21 “la obligación que es-
tablece el artículo anterior (suministro de información) se extiende a los 
funcionarios responsables de los organismos o servicios fiscales y semifis-
cales, las empresas del Estado, las municipalidades y las demás institucio-
nes públicas que en razón de sus funciones tengan a su cargo datos que 
sean de interés para la elaboración de las estadísticas oficiales”.

• Guatemala: se reconoce como atribución del Instituto en el artículo 3 
(inciso 13) que “tener acceso a todos los registros estadísticos de entida-
des y dependencias públicas para estudiar su funcionamiento, comprobar 
la veracidad de las informaciones estadísticas que le proporcionen, y ob-
tener los datos pertinentes para el cumplimiento de su función”.

Por otra parte, cabe indicar al menos tres situaciones donde se docu-
mentan excepciones a la obligación de informar:

• Costa Rica: el artículo 18 establece una excepción sustantiva cuando 
señala que “en todo caso, serán de aportación estrictamente voluntaria y, 
en consecuencia, solo podrán recogerse previo consentimiento expreso 
de los interesados los datos susceptibles de revelar el origen étnico, las 
opiniones políticas, las convicciones religiosas, espirituales o filosóficas, la 
orientación sexual y, en general, cuantas circunstancias puedan afectar la 
intimidad personal o familiar”.

• México: el artículo 40 establece una excepción cuando el informante 
no ha sido informado correctamente sobre la finalidad de la encuesta y su 
carácter obligatorio o potestativo: “los Informantes del Sistema a quienes 
se les requieran datos estadísticos o geográficos, deberán ser enterados 
de: I. El carácter obligatorio o potestativo de sus respuestas, según co-
rresponda; II. La obligación de proporcionar respuestas veraces, y de las 
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consecuencias de la falsedad en sus respuestas a los cuestionarios que se 
les apliquen; III. La posibilidad del ejercicio del derecho de rectificación; 
IV. La confidencialidad en la administración, manejo y difusión de sus da-
tos; V. La forma en que será divulgada o suministrada la Información, y 
VI. El plazo para proporcionar los datos, el cual deberá fijarse conforme 
a la naturaleza y características de la información a rendir. Las anteriores 
previsiones deberán aparecer en los cuestionarios y documentos que se 
utilicen para recopilar datos estadísticos o geográficos”.

• Venezuela: el artículo 9 indica que “los datos referidos al origen étnico, 
las opiniones políticas, las convicciones ideológicas, morales o religiosas 
y, en general, las referidas al honor y a la intimidad personal o familiar no 
son de suministro obligatorio y sólo podrán recogerse previo consenti-
miento expreso de los interesados”.

Confidencialidad, sanciones por incumplimiento y divulgación de la 
información

En el análisis realizado al grupo de países latinoamericanos, se puede 
constatar que solo un país (República Dominicana) no tiene reglas explí-
citas en su legislación sobre el secreto estadístico. Ello, sin embargo, no 
significa que no tenga incorporadas en sus prácticas de trabajo reglas de 
aseguramiento de la confidencialidad, según se pudo confirmar a través 
de la interacción con la ONE.

Entre los países analizados, destacan aquellos que logran estructurar 
un esquema balanceado entre la obligación funcionaria de guardar se-
creto respecto de la información a la que se accede y la obligación del 
informante de entregar dicha información. En caso de incumplimiento, 
ambas situaciones dan lugar a sanciones. 

Por el lado de los funcionarios, existen sanciones administrativas –y en 
ocasiones, penales– de acuerdo con la gravedad de la infracción, mientras 
que para el caso del informante que, estando obligado por la ley y protegi-
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do por la garantía de confidencialidad, no 
accede a informar acerca de lo consultado 
por el organismo estadístico, existen san-
ciones que adoptan la forma de multas. El 
tipo de sanción que se aplique a los infor-
mantes dependerá, a su vez, de las razo-
nes y características del incumplimiento 
(denegación, retraso en la entrega, infor-
mación incorrecta voluntaria o involunta-
riamente, reincidencia, entre otras). 

Resulta importante destacar que el res-
guardo de la confidencialidad requiere 
definir explícitamente un concepto de se-
creto estadístico que no sea vulnerable 
bajo ninguna circunstancia, incluidas las 
resoluciones judiciales, tributarias o con 
fines investigativos.

A su vez, estos resguardos de confidencialidad deberían estar en estre-
cha relación con los protocolos de divulgación de información que adop-
tan las Oficinas Nacionales de Estadística y, en general, los productores 
de estadísticas oficiales. Dentro de estos, conceptos tales como “indeter-
minación” y “anonimización” resultan relevantes y exigen una definición 
clara en la ley que permita posteriormente su implementación de la ma-
nera más rigurosa posible. 

De la revisión de las legislaciones, entre los casos más sobresalientes, 
destacan:

• Argentina: el artículo 13 de la ley Nro. 17.622 establece que “todas las 
personas que por razón de sus cargos o funciones tomen conocimiento 
de datos estadísticos o censales, están obligados a guardar sobre ellos 
absoluta reserva”.

“... el resguardo de 
la confidencialidad 
requiere definir 
explícitamente un 
concepto de secre-
to estadístico que 
no sea vulnerable 
bajo ninguna cir-
cunstancia, inclui-
das las resoluciones 
judiciales, tributa-
rias o con fines in-
vestigativos”.



164  |  ANÁLISIS COMPARATIVO DE LEGISLACIONES ESTADÍSTICAS

• Chile: en su artículo 29 dispone que “el Instituto Nacional de Estadís-
ticas, los organismos fiscales, semifiscales y Empresas del Estado, y cada 
uno de sus respectivos funcionarios, no podrán divulgar los hechos que se 
refieren a personas o entidades determinadas de que hayan tomado co-
nocimiento en el desempeño de sus actividades. El estricto mantenimien-
to de estas reservas constituye el “Secreto Estadístico”. Su infracción por 
cualquier persona sujeta a esta obligación, hará incurrir en el delito pre-
visto y penado por el artículo 247, del Código Penal, debiendo en todo 
caso aplicarse pena corporal”.

• Ecuador: el artículo 21 de su Decreto Supremo Nro. 323 declara que 
“los datos individuales que se obtengan para efecto de estadística y cen-
sos son de carácter reservado; en consecuencia, no podrán darse a cono-
cer informaciones individuales de ninguna especie, ni podrán ser utiliza-
dos para otros fines como de tributación o conscripción, investigaciones 
judiciales y, en general, para cualquier objeto distinto del propiamente 
estadístico o censal”.

• El Salvador: el artículo 18 estipula que “los datos que recopile la Direc-
ción General de Estadística y Censos son absolutamente reservados. No 
podrán utilizarse para fines de tributación fiscal o investigaciones judi-
ciales, y sólo se publicarán los resúmenes numéricos que contribuyan de 
manera absolutamente impersonal, a la mejor información y a la solución 
de los distintos problemas de orden económico-social que confronten 
el Estado y los particulares. A fin de garantizar el secreto estadístico, se 
prohíbe a la Dirección General de Estadística y Censos suministrar o pro-
porcionar datos en contravención a lo preceptuado en el inciso anterior. 
La infracción a lo dispuesto en este artículo será castigada conforme a lo 
dispuesto en el Capítulo IV del Código Penal”.

• México: el artículo 37 de su ley estipula que “los datos que proporcio-
nen para fines estadísticos los Informantes del Sistema a las Unidades en 
términos de la presente Ley, serán estrictamente confidenciales y bajo 
ninguna circunstancia podrán utilizarse para otro fin que no sea el esta-
dístico. El Instituto no deberá proporcionar a persona alguna, los datos a 
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que se refiere este artículo para fines fiscales, judiciales, administrativos o 
de cualquier otra índole”.

Reafirma lo anterior la regla contenida en el artículo 38, al señalar que 
“los datos e informes que los Informantes del Sistema proporcionen para 
fines estadísticos y que provengan de registros administrativos, serán 
manejados observando los principios de confidencialidad y reserva, por 
lo que no podrán divulgarse en ningún caso en forma nominativa o in-
dividualizada, ni harán prueba ante autoridad judicial o administrativa, 
incluyendo la fiscal, en juicio o fuera de él. Cuando se deba divulgar la in-
formación a que se refiere el párrafo anterior, ésta deberá estar agregada 
de tal manera que no se pueda identificar a los Informantes del Sistema 
y, en general, a las personas físicas o morales objeto de la información. El 
Instituto expedirá las normas que aseguren la correcta difusión y el acce-
so del público a la Información, con apego a lo dispuesto en este artículo”.

Por otra parte, el análisis del grupo de países también permite encontrar 
algunas regulaciones que ofrecen ciertas particularidades. Es el caso de El 
Salvador, que en su artículo 19 admite una apertura del secreto cuando la 
muestra tiene menos de tres informantes, a saber: “cuando los resúmenes 
numéricos obtenidos por la Dirección General de Estadística y Censos co-
rrespondan a un número de personas naturales o jurídicas menor de tres, 
se podrán publicar siempre que dichos resúmenes constituyan a juicio de 
la Dirección General, elementos esenciales para el estudio de importantes 
problemas de la vida nacional”. 

Participación en actividades estadísticas internacionales

El conjunto de países analizados da cuenta de una regulación muy va-
riada en este aspecto. Así, por ejemplo, hay normas que reconocen plena 
capacidad o autonomía de la oficina estadística para firmar acuerdos con 
otros países, así como con organismos internacionales. Existen otras nor-
mas que reconocen a las oficinas estadísticas la exclusividad en la repre-
sentación internacional del país en asuntos estadísticos.
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Entre los ejemplos destacados, se pueden citar:

• Chile: el artículo 4 (inciso h) estipula que “son atribuciones y deberes 
del director: Representar al Gobierno de Chile en las reuniones de comi-
tés, seminarios, centros de estudios, conferencias y congresos, nacionales 
o internacionales, que versen sobre asuntos de estadística, y en los cuales 
el Estado chileno, o sus organismos, participan como organizadores, inte-
grantes, observadores o de cualquier otro modo”.

• Guatemala: según su artículo 3 (inciso 12), “son funciones del INE: (…) 
Participar en reuniones, seminarios, congresos, conferencias o cuales-
quiera otros eventos de similar naturaleza, nacionales e internacionales, 
relacionados con la materia estadística”.

• Perú: su artículo 9 (inciso 16) estipula que “son funciones del Instituto: 
representar al Instituto ante organismos internacionales y participar en 
certámenes relativos a la actividad estadística y/o informática”.

Otro aspecto muy vinculado con el anterior es el logro de la comparabi-
lidad internacional de la actividad estadística interna; en este sentido, se 
reconoce en general en las legislaciones estadísticas cierta promoción y 
adopción de estándares que promuevan dicha homologación. 

Por otra parte, Uruguay provee una definición de lo que entiende por 
“Comparabilidad a Nivel Internacional”, señalando en su artículo 3 (inciso 
7) que “(…) es el adaptar en lo pertinente a las definiciones, clasificaciones 
y procedimientos recomendados por los organismos internacionales es-
pecializados en estadísticas y las prácticas más extendidas en la materia”.

Entre los ejemplos encontrados que mencionan la comparabilidad inter-
nacional, destacan:

• Colombia: el artículo 2.2.1.10.1 del decreto Nro. 1.170 de 2015 establece 
que “las estadísticas del sector turístico que genere el DANE garantizarán 
la comparabilidad internacional y para el efecto adoptarán las mejores 
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prácticas, lineamientos técnicos, conceptuales, y metodológicos presen-
tados por la Organización de Naciones Unidas, particularmente la Organi-
zación Mundial de Turismo, la Comunidad Andina, entre otros organismos 
y acuerdos multilaterales”.

• Panamá: en su artículo 8 estipula que “el Instituto utilizará y/o adapta-
rá, en sus estadísticas, las clasificaciones y nomenclaturas recomendadas 
por organismos y conferencias internacionales con fines de consistencia 
y comparabilidad, siempre que no sean contrarias al interés y a las nece-
sidades nacionales”.

 



Otros cuerpos 
normativos de relevancia 
para la legislación
estadística

J
unto con la revisión de la legislación estadística de cada país, este es-
tudio incorpora un análisis de coherencia entre la normativa estadís-
tica vigente y los aspectos seleccionados de las leyes de Protección 

de Datos Personales y de Acceso a Información Pública (denominada co-
múnmente como ley de transparencia). En particular, lo que se indaga en 
cada una de estas legislaciones es lo siguiente:

• Ley de acceso a la información pública: considerando que existen 
aspectos donde lo perseguido por esta regulación puede tensionar o co-
lisionar con las funciones de la ONE, se visibilizan estos aspectos y se 
indica la conveniencia de abordarlos para un funcionamiento armónico 
entre ambas leyes. Específicamente, se analizan aspectos de la ley de 
transparencia cuya interpretación podría significar el acceso a variables 
que comprometan o desconozcan el secreto estadístico, y también a as-
pectos de la ley que pudieran obligar a la ONE a entregar estadísticas que 
no cumplen con la condición de oficialidad, ya sea por razones de calidad 
técnica u otras. 

• Ley de protección de datos personales: resulta primordial para la ope-
ración exitosa del Sistema Estadístico la complementariedad de esta nor-
ma con la ley estadística, por cuanto de la primera (protección de datos) 
resulta el marco supletorio de la segunda (estadística). Entre los aspectos 
analizados, se señalan las excepciones (explícitas) a la aplicación de la 

4CAP.
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ley de protección de datos cuando se trate de asuntos estadísticos; la 
aplicación acotada de los derechos de acceso, rectificación, cancelación 
y oposición (denominados también derechos ARCO35), y la habilitación 
expresa para que organismos públicos puedan acceder a los registros 
administrativos sin solicitar nuevamente consentimiento al titular cuando 
ello sea para fines estadísticos.

Del análisis comparativo de los 18 países en estudio, se detectan ciertos 
aspectos generales que se indican a continuación. 

En cuanto a la ley de acceso a la información pública, la existencia de 
normas relativas al derecho de acceso a la información pública y su inte-
racción y coherencia con el marco estadístico son quizás el aspecto más 
crítico en la disputa de aquello que es público y aquello protegido por el 
secreto estadístico. En los países que han incorporado reglas de transpa-
rencia (salvo Venezuela, todos los países analizados cuentan con ellas), 
se evidencian situaciones variadas. Por un lado, se encuentran aquellos 
países que, aún teniendo ley vigente, no cuentan con autoridades que ha-
gan forzosamente exigible su cumplimiento. En este escenario, el reporte 
de las oficinas estadísticas consultadas apunta a una gestión más bien 
armónica de ambos ordenamientos jurídicos. Por otro lado, se encuentran 
las legislaciones que cuentan con una autoridad que hace exigible el cum-
plimiento de la ley (enforcement); en estos casos, la operación estadística 
se ha complejizado en ocasiones a niveles críticos. 

El problema descrito es muy similar en todos los países. Las ONE cuen-
tan con reglas vigentes con anterioridad a las leyes de acceso a la informa-
ción pública y se trata de leyes que en su mayoría contemplan el secreto 
estadístico. A su vez, las legislaciones de acceso a la información pública 

35 Los derechos ARCO son derechos personales en el sentido de que solo puede ejercerlos el 
titular de los datos. El derecho de acceso se refiere al derecho del titular a obtener información 
respecto de si sus propios datos están siendo objeto de tratamiento, así como de la finalidad del 
tratamiento, el origen de los datos y las comunicaciones previstas. El derecho de rectificación 
es el derecho del titular a que se modifiquen los datos que resulten ser inexactos o incompletos. 
El de cancelación implica que se supriman los datos que   resulten ser inadecuados o excesivos 
(dando lugar al denominado “derecho al olvido”), y el de oposición es el derecho del titular a que 
no se proceda con el tratamiento de sus datos de carácter personal
(https://ayudaleyprotecciondatos.es/2016/06/18/los-derechos-arco-acceso-rectificacion-
cancelacion-y-oposicion/).
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tienden a reconocer excepciones al ejer-
cicio de ese derecho, siendo una de ellas, 
la existencia de secretos reconocidos por 
la legislación. Sin embargo, el problema 
se ha suscitado por el hecho de que algu-
nas agencias de acceso a la información 
han desconocido lo estipulado por las le-
yes, tanto estadísticas como de acceso a 
la información, definiendo en su propio 
foro cuando algo es público y cuando 
es secreto. Esta tensión ha llegado a su 
grado máximo, por ejemplo, en los casos 
de Chile y México,36 donde ambas ofici-
nas estadísticas han debido litigar contra 
las respectivas agencias de acceso a la 
información pública en las Cortes Consti-
tucionales de cada país. En ambos casos, 
lo discutido se relaciona con la entrega o 
revelación de variables que eliminan la in-
determinación de porcentajes importan-
tes de alguna muestra.

En cuanto a la ley de protección de datos personales, se observan dos 
panoramas. El primero incluye casos en que la ley se implementó en com-
pleta armonía con la actividad estadística, ya que dentro de las excep-
ciones a las reglas de tratamiento de datos se reconocen las relativas a 
la actividad estadística (Argentina, Colombia, Costa Rica). Por otro lado 
están aquellas legislaciones que reconocen que no se necesita una (nue-
va) autorización del titular para hacer tratamiento estadístico de los da-
tos personales cuando estos son capturados por un servicio público para 
otros fines establecidos por la ley. El segundo panorama no habilita com-
pletamente al servicio receptor de la información para que la entregue 
libremente a la oficina estadística, lo que resulta un tanto problemático 
para la actividad estadística.

“Sin embargo, el 
problema se ha sus-
citado por el he-
cho de que algunas 
agencias de acce-
so a la información 
han desconocido lo 
estipulado por las 
leyes, tanto estadís-
ticas como de acce-
so a la información, 
definiendo en su 
propio foro cuando 
algo es público y 
cuando es secreto”.

36 En el caso de Chile, la información puede ser consultada con el Rol Nro. 4402-18 y se encuentra 
disponible en el sitio web del Tribunal Constitucional (https://www.tribunalconstitucional.cl). En el 
caso de México, los casos aún se encuentran pendientes de resolución.
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A continuación, se presenta un análisis individual de los 18 países en 
estudio, referido a estas dos normas y a su interacción con la legislación 
estadística en los ámbitos de interés arriba señalados.

1. Argentina

Derecho de acceso a la información pública

La Ley Nro. 27.275 de 2016 reconoce el derecho de acceso a la informa-
ción pública. Esta norma, como la mayoría de las reglas de esta naturale-
za, contempla un listado de situaciones que son excepciones al régimen 
general de acceso. El listado, contemplado en el artículo 8 del capítulo II, 
establece una serie de escenarios donde ninguno es totalmente aplicable 
a la actividad estadística. Por ejemplo, entre las excepciones se cuentan: 

• “c) Secretos industriales, comerciales, financieros, científicos, técnicos 
o tecnológicos cuya revelación pudiera perjudicar el nivel de competiti-
vidad o lesionar los intereses del sujeto obligado”. El secreto estadístico 
bien podría calificar como un secreto científico o técnico, pues obedece a 
la práctica de la ciencia estadística; sin embargo, parece forzado realizar 
una interpretación de esta naturaleza.

• “d) Información que comprometa los derechos o intereses legítimos 
de un tercero obtenida en carácter confidencial”. Esta causal implícita-
mente consagraría el secreto estadístico respecto de personas naturales 
pues, en efecto, mucha información estadística es de carácter personal e 
incluso en algunos casos, sensible. Justamente, la información se obtiene 
con el compromiso de que no será divulgada.

• “h) Información protegida por el secreto profesional”. El secreto estadís-
tico es un secreto profesional, se configura en virtud del acceso a la informa-
ción que esa persona tiene con ocasión del ejercicio de una profesión.

• “i) Información que contenga datos personales y no pueda brindarse 
aplicando procedimientos de disociación, salvo que se cumpla con las 
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condiciones de licitud previstas en la Ley 25.326 de protección de datos 
personales y sus modificatorias”. La actividad estadística supone la en-
trega de datos disociados pero la mayoría de las solicitudes de acceso 
tienden a debilitar algún componente de la indeterminación de los datos, 
lo que hace que esta causal tampoco sea completamente idónea para 
asegurar el secreto estadístico.

En la práctica, en cuanto al acceso a la información pública, la División 
Jurídica del INDEC informa que ha habido pocas denegaciones al derecho 
de acceso (tres en total), y que la relación con la ciudadanía en este as-
pecto es, en general, muy buena. Cuando se han producido denegaciones 
y las resoluciones han sido reclamadas ante el órgano de transparencia 
(agencia a cargo de un secretario), se ha fallado –hasta el momento– a 
favor del INDEC. Estas resoluciones no se han judicializado. A su vez, se 
informa que no han tenido inconvenientes con la oficialidad del dato; has-
ta el momento, se respeta aquella información que entrega el INDEC en 
el carácter de tal.

Derecho a la protección de datos personales

La Ley Nro. 25.326 de protección de datos personales del año 2000 
establece con bastante armonía el marco supletorio en materia de trata-
miento de datos. Son particularmente relevantes las reglas contenidas en 
el artículo 8, que explícitamente habilitan el tratamiento de datos sensi-
bles con fines estadísticos, y en el artículo 28, que excluyen del ámbito de 
aplicación de esta ley aquellos tratamientos que signifiquen la disociación 
de datos.

2. Bolivia

Derecho de acceso a la información pública

La Ley Nro. 28.168 de 2005 establece las normas sobre la Transparencia 
en la Gestión Pública del Poder Ejecutivo, aunque tiene el problema de 
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ser “preconstitucional”, lo cual genera ciertos cuestionamientos relativos 
a su legitimidad.

El artículo 15 de esta ley establece expresamente que se contempla la 
posibilidad de negar la información solicitada cuando ella se fundamente 
en el “secreto, reserva o confidencialidad establecida de manera expresa 
en leyes vigentes, salvo caso de levantamiento de esta calidad por auto-
ridad competente, conforme a lo dispuesto en la normativa vigente”. Sin 
embargo, la excepción contemplada en este artículo genera una posible 
tensión que involucra la apertura del secreto no contemplada en la propia 
ley estadística, toda vez que, por ejemplo, una resolución judicial podría 
atentar contra el secreto estadístico.

Desde el Instituto Nacional de Estadística (INE) se informa que circuns-
tancialmente llegan requerimientos de información, que se resuelven de 
la mejor manera posible; a la fecha, este marco legal vigente no ha repre-
sentado un problema.

Derecho a la protección de datos personales

Bolivia no cuenta con una ley de protección de datos personales. Sin 
perjuicio de lo anterior, contempla en su ley de transparencia la acción 
de habeas data37 por parte de un individuo en contra del Poder Ejecuti-
vo para solicitar a “la autoridad encargada de los archivos o registros la 
actualización, complementación, eliminación o rectificación de sus datos 
registrados por cualquier medio físico, electrónico, magnético o infor-
mático, relativos a sus derechos fundamentales a la identidad, intimidad, 
imagen y privacidad” (art. 19).

A su vez, en la actualidad existe un anteproyecto del Ejecutivo que se 
está comenzando a discutir entre algunos organismos públicos –entre 
ellos el INE– a fin de elaborar una propuesta legislativa coordinada.

37 Acción jurisdiccional propia del derecho, normalmente constitucional, que confirma el derecho 
de cualquier persona física o jurídica a solicitar y obtener la información existente sobre su 
persona, y a solicitar su eliminación o corrección si fuera falsa o estuviera desactualizada.
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3. Brasil

Derecho de acceso a la información pública

En Brasil, la Ley Nro. 9.507 de 1997 regula el derecho de acceso a la infor-
mación pública y establece el procedimiento para la presentación del re-
curso de habeas data. La norma en cuestión no contempla reglas explícitas 
relativas a la existencia de información cubierta o resguardada por reglas de 
confidencialidad específica, como sería el caso del secreto estadístico.

Derecho a la protección de datos personales

Recientemente, Brasil ha dictado la Ley Nro. 13.709 de agosto de 2018 
(con una entrada en vigencia diferida en 18 meses), una norma estrecha-
mente inspirada en el reglamento general de protección de datos de la 
Unión Europea. Sin perjuicio de esta vinculación, cabe mencionar que este 
marco normativo fue objeto de un veto presidencial que eliminó la parte 
orgánica de la normativa en su totalidad, comprometiéndose el Ejecutivo 
a enviar un nuevo proyecto de ley para subsanar esa parte.

La referida ley estipula, en su Capítulo IV, una serie de normas que regulan 
el tratamiento de los datos personales por parte del “poder público” y que lo 
autorizan a dicho tratamiento con el objetivo de “ejecutar las competencias 
legales o cumplir las atribuciones legales del servicio público” (art. 23). 

Considerando que el Instituto Brasileño de Geografía y Estadística 
(IBGE) debería utilizar datos en poder de otros organismos públicos, el 
artículo 26 establece una norma habilitante para tales fines al disponer 
que “(…) el uso compartido de datos personales por el Poder Público 
debe atender a fines específicos de ejecución de políticas públicas y de 
atribución legal por los órganos y por las entidades públicas, respetando 
los principios de protección de datos personales enumerados en el art. 6 
de esta Ley”. En ese sentido, dado que la ley estadística cumple con los 
principios de protección de datos, no debería haber impedimento para 
acceder a la información en poder de otros organismos públicos. 
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Sin perjuicio de lo anterior, la ley de protección no hace una referen-
cia explícita a las excepciones históricas, estadísticas y científicas que 
por regla general se mencionan como excepciones al tratamiento de 
los datos personales.

4. Chile

Derecho de acceso a la información pública

La Ley Nro. 20.285 de 2008 sobre el acceso a la información pública 
–aplicable a todos los servicios que forman parte de la administración 
del Estado– establece una serie de normas con impacto en la actividad 
estadística. Por ejemplo, el artículo 5 establece que “en virtud del prin-
cipio de transparencia de la función pública, los actos y resoluciones de 
los órganos de la Administración del Estado, sus fundamentos, los do-
cumentos que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial, 
y los procedimientos que se utilicen para su dictación, son públicos, sal-
vo las excepciones que establece esta ley y las previstas en otras leyes 
de quórum calificado. Asimismo, es pública la información elaborada con 
presupuesto público y toda otra información que obre en poder de los ór-
ganos de la administración, cualquiera sea su formato, soporte, fecha de 
creación, origen, clasificación o procesamiento, a menos que esté sujeta 
a las excepciones señaladas”. El secreto estadístico, en tanto secreto, es 
una excepción de aquellas reconocidas expresamente, para el ejercicio 
del derecho al acceso a la información pública.

Más adelante, en el artículo 21, se establecen las causales expresas que 
tuvo en vista el legislador para restringir este acceso. Entre las que in-
teresan a los fines estadísticos, se cuentan los siguientes numerales: “1. 
Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte el debido 
cumplimiento de las funciones del órgano requerido. 2. Cuando su publi-
cidad, comunicación o conocimiento afecte los derechos de las personas, 
particularmente tratándose de su seguridad, su salud, la esfera de su vida 
privada o derechos de carácter comercial o económico; y 5. Cuando se 
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trate de documentos, datos o informaciones que una ley de quórum ca-
lificado haya declarado reservados o secretos, de acuerdo a las causales 
señaladas en el artículo 8 de la Constitución Política”.

La ley chilena, sin embargo, establece una desventaja procesal si lo que 
se invoca es el numeral 1 (que es el efecto propio de acceder al secreto 
estadístico), pues no se puede apelar a ninguna instancia sobre la opi-
nión del órgano de transparencia (Consejo para la Transparencia, CPLT, 
encargado del cumplimiento de la ley) en caso de que este ordene el 
acceso. En el caso del numeral 2, se debe explicar de manera presente y 
específica la afectación a esos derechos, cuestión que es particularmente 
difícil pues el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) no acciona en repre-
sentación de los titulares de los datos. En el tercer numeral, como la ley 
estadística es del año 1970 y anterior a la ley de acceso a la información 
pública, el legislador entendió que todas las leyes anteriores serían consi-
deradas de quórum calificado. Sin embargo, la jurisprudencia del órgano 
de transparencia ha desconocido sistemáticamente esta causal, afectan-
do gravemente la oferta de secreto que el INE entrega a sus informantes.

En consecuencia, aun cuando las causales que autorizan la denegación 
deberían despejar cualquier duda, lo cierto es que en la práctica se han 
originado tensiones entre la ley estadística y la de protección de datos per-
sonales, lo cual ha terminado en la solicitud del pronunciamiento del Tribu-
nal Constitucional. Al respecto, en marzo de 2019, se zanjó a favor del INE 
en sede constitucional un conflicto con el Consejo para la Transparencia, 
donde este último desconocía esta excepción y pretendía obligar al órgano 
estadístico a entregar información que dejaba en calidad de determinable 
a un tercio de la muestra de la encuesta de presupuesto familiar.

Derecho a la protección de datos personales

Chile cuenta con regulación en la materia desde el año 1999, producto de 
la Ley Nro. 19.628 sobre protección de datos personales; sin embargo, ha 
sido una regulación con escaso impacto, ya que no cuenta con sanciones 
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ni con una autoridad que persiga su cumplimiento. La norma contempla 
algunas regulaciones relativas al tratamiento de datos en el sector públi-
co, pero no genera un marco general para todos ellos. La norma vigente 
establece el concepto de dato estadístico, señalando que es aquel que, en 
su origen o como consecuencia de su tratamiento, no puede asociarse a 
un titular identificado o identificable.

Actualmente, se encuentra en tramitación un proyecto de ley que confi-
gura una nueva institucionalidad en materia de protección de datos per-
sonales, donde se establece una importante regulación para los servicios 
públicos con la perspectiva de autorizar el flujo de datos entre ellos. La 
norma en tramitación establece que se aplica en un rol supletorio –es de-
cir, en los casos en que no existan reglas expresas para regular un deter-
minado tratamiento de datos– y que se faculta el traspaso de información 
entre entidades públicas, sin autorización de los titulares de los datos, 
cuando se realice para tratamientos de datos con fines históricos, esta-
dísticos o científicos.

5. Colombia

Derecho de acceso a la información pública

Colombia cuenta con la Ley Nro. 1.712 de Acceso a la Información Públi-
ca, vigente desde 2014. Si bien la norma no tiene una referencia expresa a 
la excepción en el acceso a la información que produce el secreto estadís-
tico, varias de sus normas permiten concluir que la actividad estadística 
se encuentra implícitamente exceptuada. 

Entre las normas, se pueden mencionar el artículo 3 y su mandato para 
usar con responsabilidad la información a la que se accede; el artículo 6 
(inciso d), que presenta el concepto de información pública reservada 
(aquella que estando en custodia del sujeto obligado es exceptuada del 
acceso por el perjuicio que pudiera producir su divulgación), y las recogi-
das en los artículos 18 en adelante –probablemente las más importantes– 
sobre excepciones al acceso a la información. 
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Sin embargo, al tener una escasa formulación conceptual de lo que se 
entiende por secreto o reserva en el futuro podría presentarse alguna si-
tuación que tensione ambos ordenamientos.

Derecho a la protección de datos personales

Colombia cuenta con la Ley Nro. 1.581, que dicta disposiciones generales 
para la protección de datos personales, vigente desde 2012. En su artículo 
10, incorpora una norma de mucho valor para la actividad estadística, al 
señalar que no se necesita consentimiento del titular de los datos para 
realizar tratamientos sobre ellos cuando se trate de: “a) Información re-
querida por una autoridad pública o administrativa en ejercicio de sus 
funciones legales o por orden judicial, y (…) d) Tratamiento de informa-
ción autorizado por la ley para fines históricos, estadísticos o científicos”.

6. Costa Rica

Derecho de acceso a la información pública

No se dispone de un marco regulatorio sobre el derecho de acceso a la 
información. Sin embargo, se encuentra en actual tramitación el expedien-
te Nro. 16.198, que establece las normas relativas a la transparencia y al 
acceso a la información pública. En cuanto a este expediente, correspon-
de destacar su artículo 12, que establece la regla general y la excepción 
en la materia, y señala que “las instituciones del Estado están obligadas a 
brindar, a cualquier persona que lo requiera, información sobre el funcio-
namiento y las actividades que desarrollan, exceptuando únicamente las 
informaciones de carácter confidencial”. 

Más adelante, el artículo 23, refiriéndose justamente a las excepciones al 
ejercicio del derecho a acceso, estipula que no podrá ser ejercido cuando 
“por disposición expresa de una ley sea considerada confidencial, reser-
vada, comercial reservada o gubernamental confidencial”.
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Este último caso salvaguarda con bastantes garantías el debido fun-
cionamiento de la oficina estadística, por lo que se recomienda hacer un 
seguimiento de esta tramitación a fin de asegurar la correcta armonía con 
la nueva ley estadística, aprobada recientemente.

Derecho a la protección de datos personales

Desde 2011, Costa Rica cuenta con la Ley Nro. 8.968 sobre protección de 
la persona frente al tratamiento de sus datos personales. Esta ley, en su 
artículo 8 (inciso d), incluye una norma de armonización con la actividad 
estadística y dispone que “los principios, los derechos y las garantías aquí 
establecidos podrán ser limitados de manera justa, razonable y acorde 
con el principio de transparencia administrativa, cuando se persigan los 
siguientes fines: “el funcionamiento de bases de datos que se utilicen con 
fines estadísticos, históricos o de investigación científica, cuando no exis-
ta riesgo de que las personas sean identificadas”.

7. Ecuador

Derecho de acceso a la información pública

Desde 2004, se encuentra vigente la Ley Nro. 24, Ley Orgánica de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública. En su artículo 1, contiene la 
regla general y la excepción al acceso declarado, señalando que “toda la 
información que emane o que esté en poder de las instituciones, organis-
mos y entidades, personas jurídicas de derecho público o privado que, 
para el tema materia de la información tengan participación del Estado o 
sean concesionarios de éste, en cualquiera de sus modalidades, conforme 
lo dispone la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado; las orga-
nizaciones de trabajadores y servidores de las instituciones del Estado, 
instituciones de educación superior que perciban rentas del Estado, las 
denominadas organizaciones no gubernamentales (ONG), están someti-
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das al principio de publicidad; por lo tanto, toda información que posean 
es pública, salvo las excepciones establecidas en esta Ley”. 

Asimismo, el artículo 5 define qué se entiende por información pública 
y el artículo 6, por información confidencial. Más adelante, en su artículo 
17, establece qué tipo de información se entiende como reservada y con-
fidencial; en ese sentido, resulta especialmente importante para los fines 
de este análisis el artículo 17 (inciso b), que estipula que son reservadas 
“las informaciones expresamente establecidas como reservadas en leyes 
vigentes”. Este sería el caso de la reserva estadística establecida en la ley.

Derecho a la protección de datos personales

Ecuador cuenta con regulación constitucional en términos de la protec-
ción de datos personales en su artículo 66 (inciso 19); a su vez, regula de 
manera constitucional una acción de habeas data en el artículo 92. Sin 
perjuicio de lo anterior, cabe mencionar que Ecuador no tiene un marco 
normativo de jerarquía legal que regule en detalle los diversos aspectos 
que abarca esta materia.

8. El Salvador

Derecho de acceso a la información pública

El Decreto Nro. 534 de 2010 establece la Ley de Acceso a la Información 
Pública. El artículo 6 (inciso c) define la información pública, señalando una 
serie de aspectos que describen la información e indicando que se excluye 
aquella de naturaleza confidencial. El mismo artículo, pero en su inciso f, es-
tipula que la “información confidencial es aquella información privada en po-
der del Estado cuyo acceso público se prohíbe por mandato constitucional 
o legal en razón de un interés personal jurídicamente protegido”. 

Por su parte, el artículo 19 establece las causales de reserva de la infor-
mación, no siendo ninguna de ellas completamente aplicable a la acti-
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vidad estadística, lo que genera un riesgo de vulneración o de apertura 
indebida del secreto estadístico.

Derecho a la protección de datos personales

El Salvador no cuenta con leyes vigentes que regulen la materia.

9. Guatemala

Derecho de acceso a la información pública

Guatemala cuenta con una ley sobre acceso a la información pública (el 
Decreto Nro. 57 de 2008). En su artículo 6 (último inciso) establece que 
en los casos en que leyes específicas establezcan reservas o garantías de 
confidencialidad deberán observarse para la aplicación de esta ley.

El artículo 9 (inciso 4) define el recurso de habeas data, el cual expre-
samente excluye de su ámbito de aplicación “(…) los datos impersonales 
no identificables, como aquellos de carácter demográfico recolectados 
para mantener estadísticas, no se sujetarán al régimen de habeas data o 
protección de datos personales de la presente ley”. El inciso 5 del mismo 
artículo define qué debe entenderse por “información confidencial”, seña-
lando que “(…) es toda información en poder de los sujetos obligados que 
por mandato constitucional o por disposición expresa de la ley, tenga ac-
ceso restringido o hay sido entregada por personas naturales o jurídicas 
bajo garantía de confidencialidad”.

Por su parte, el artículo 22 (inciso 6) regula los límites del derecho a la 
información pública señalando nuevamente aquella “información de par-
ticulares recibida por el sujeto obligado bajo garantía de confidencia”.

Derecho a la protección de datos personales

Guatemala no cuenta con legislación en materia de protección de 
datos personales.
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10. Honduras

Derecho de acceso a la información pública

Honduras cuenta con normativa de acceso a la información pública. El 
Decreto 170 de 2006 define en su artículo 3 (inciso 5) qué se entiende por 
información pública, y dispone que “(…) todo archivo, registro, dato o co-
municación contenida en cualquier medio, documento, registro impreso, 
óptico o electrónico u otro que no haya sido clasificado como reservado, 
se encuentre en poder de las Instituciones Obligadas, que no haya sido 
previamente clasificada como reservada, y que pueda ser reproducida. 
Dicha información incluirá la contenida en los expedientes, reportes, estu-
dios, actas, resoluciones, oficios, decretos, acuerdos, directrices, estadís-
ticas, licencias de todo tipo, personalidades jurídicas, presupuestos, liqui-
daciones presupuestarias, financiamientos, donaciones, adquisiciones de 
bienes, suministros y servicios, y todo registro que documente el ejercicio 
de facultades, derechos y obligaciones de las Instituciones Obligadas sin 
importar su fuente o fecha de elaboración”.

El mismo artículo, en su inciso 6, define “información reservada” como 
“la información pública clasificada como tal por esta Ley, la clasificada 
como de acceso restringido por otras leyes y por resoluciones particula-
res de las instituciones del sector público”.

El artículo 3 (inciso 9) presenta la definición de “Información confiden-
cial” como “(…) la información entregada al Estado por particulares a la 
que la ley le atribuya carácter confidencial, incluyendo las ofertas selladas 
en concursos y licitaciones antes de la fecha señalada para su apertura”.

El artículo 16 (inciso 1) establece que “el ejercicio del derecho de acceso 
a la información pública estará restringido cuando: “1) (…) lo establezca la 
Constitución, las leyes, los tratados o sea declarada como reservada con 
sujeción a lo dispuesto en los artículos 17º y 18º de esta Ley”.

La ley establece la posibilidad de que algunas materias sean clasificadas 
como reservadas por la propia autoridad, de manera que el catálogo no 
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está definido solamente por la ley. Por otra parte, en su artículo 19, la ley 
establece que “la información clasificada como reservada tendrá este ca-
rácter mientras subsista la causa que dio origen a la reserva, fuera de esta 
circunstancia, la desclasificación de la reserva solo tendrá lugar, una vez 
que se haya cumplido un término de diez (10) años, contados a partir de 
la declaratoria de reserva (…)”.

Derecho a la protección de datos personales

Honduras no cuenta con una ley de protección de datos personales; sin 
embargo, la Constitución establece en el artículo 182 la garantía constitu-
cional de habeas data, y dispone que “el Estado reconoce la garantía de 
Hábeas Corpus o Exhibición Personal, y de Hábeas Data. En consecuencia 
(…) en el Hábeas Data únicamente puede promoverla la persona cuyos 
datos personales o familiares consten en los archivos, registros públicos 
o privados (…)”. 

Al no contar con una ley de protección de datos personales, debería 
aplicarse la legislación estadística vigente a los efectos de que la autori-
dad estadística pueda acceder a los RRAA.

11. México

Derecho de acceso a la información pública

México cuenta con la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental del año 2002. En su artículo 3, la ley de-
fine a la “información reservada” como aquella que se encuentra tempo-
ralmente sujeta a alguna de las excepciones previstas en los artículos 13 y 
14 de la ley. En particular, el artículo 13 establece que “como información 
reservada podrá clasificarse aquella cuya difusión pueda: (…) V. Causar 
un serio perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento de 
las leyes, prevención o persecución de los delitos, la impartición de la 
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justicia, la recaudación de las contribuciones, las operaciones de control 
migratorio, las estrategias procesales en procesos judiciales o administra-
tivos mientras las resoluciones no causen estado”. A su vez, el artículo 14 
indica que “también podrá considerarse información reservada a: II. Los 
secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otro considera-
do como tal por una disposición legal”.

Sin perjuicio de estas normas, cabe indicar que la ley que regula el Sis-
tema Nacional de Información Estadística y Geográfica (SNIEG) estipula 
expresamente en su artículo 47 que la información estadística no queda 
sujeta a esta ley de transparencia, sino que “(...) se dará a conocer y se 
conservará en los términos previstos en la presente Ley”.

A pesar del panorama normativo descrito en los párrafos anteriores, el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) ha reportado que 
la relación con el INAI (Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
información y Protección de Datos de México), organismo que cuenta 
también con autonomía constitucional, se ha tornado conflictiva, al punto 
que hoy ambas instituciones se encuentran en el Tribunal Constitucional 
debatiendo sobre una solicitud de acceso a la información respecto de 
variables que, en opinión del ente estadístico, vulneran las bases sobre 
las que opera el secreto estadístico. Entre los principales argumentos del 
INAI, se señala que pese a que la ley de estadística contiene una norma 
expresa que excluye la aplicación de la ley de transparencia, esta última 
sería posterior y por lo tanto prevalecería sobre la legislación estadística.

Derecho a la protección de datos personales

México tiene vigente desde 2010 la Ley Federal de Protección de Datos 
Personales en Posesión de los Particulares, y desde 2017, la Ley General 
de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. 
Este último cuerpo legal es el aplicable al sector público y, en lo relevante 
a este análisis, destaca el artículo 22, que establece que “el responsable 
no estará obligado a recabar el consentimiento del titular para el trata-
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miento de sus datos personales en los siguientes casos: (…) ix) Cuando los 
datos personales se sometan a un procedimiento previo de disociación”. 
Esto se traduce en que no habría restricciones al acceso cuando se trata 
de solicitudes de datos para fines estadísticos. 

En la práctica, sin embargo, el acceso a RRAA por parte del INEGI no 
siempre es todo lo fluido que la normativa hace suponer.

12. Nicaragua

Derecho de acceso a la información pública

Desde 2007, Nicaragua cuenta con la Ley Nro. 621 de Acceso a la Infor-
mación Pública. El artículo 15 (inciso c) dispone que se entenderá como 
“información pública reservada” “cuando se trate de sigilo bancario, se-
cretos comerciales, industriales, científicos o técnicos propiedad de ter-
ceros o del Estado, propiedad intelectual o información industrial, comer-
cial o reservada que la administración haya recibido en cumplimiento de 
un requisito, trámite o gestión, sin perjuicio de la publicidad del Registro 
de Propiedad Intelectual, establecido en las leyes de la materia”. A su vez, 
el inciso siguiente (d) agrega: “cuando se trate de información cuya di-
vulgación ponga en riesgo las relaciones internacionales, los litigios ante 
Tribunales Internacionales o la estrategia de negociación de acuerdos co-
merciales o convenios de integración, sin perjuicio del derecho de par-
ticipación ciudadana durante los procesos de negociación y, toda infor-
mación que por disposición o normas expresas del Derecho Internacional 
que en materia de defensa colectiva y seguridad ciudadana, el Estado 
Nicaragüense esté obligado a proteger”.

La ley no incluye más normas que preserven el ejercicio de la actividad 
estadística.
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Derecho a la protección de datos personales

La Ley Nro. 787 de protección de datos personales es del año 2012, y 
según el artículo 2 sus reglas se aplican tanto al sector público como al 
privado. Por su parte, el artículo 6 estipula que no será necesario el con-
sentimiento del titular de los datos cuando “(…) los datos personales se 
sometan a un procedimiento previo de disociación”. Esta es la referencia 
más cercana relativa a la actividad estadística y al debido funcionamiento 
del organismo.

13. Panamá

Derecho de acceso a la información pública

Panamá cuenta con la Ley Nro. 6 de 2002, que dicta normas para la 
transparencia en la gestión pública, y establece la acción de habeas data 
y otras disposiciones.

La única norma realmente relevante para los efectos estadísticos está dada 
por el artículo 1 (inciso 5), que define lo que debe entenderse por “informa-
ción confidencial” como “(…) todo tipo de información en manos de agen-
tes del Estado o de cualquier institución pública que tenga relevancia con 
respecto a los datos médicos y psicológicos de las personas, la vida íntima 
de los particulares, incluyendo sus asuntos familiares, actividades maritales 
u orientación sexual, su historial penal y policivo, su correspondencia y con-
versaciones telefónicas o aquellas mantenidas por cualquier otro medio au-
diovisual o electrónico, así como la información pertinente a los menores de 
edad. Para efectos de esta Ley, también se considera como confidencial la 
información contenida en los registros individuales o expedientes de perso-
nal o de recursos humanos de los funcionarios”.

En artículos subsiguientes se hace referencia a algunas situaciones que 
representan excepciones al derecho de acceso a la información, pero nin-
guna aplica de manera clara a la actividad estadística o al funcionamiento 
debido de los organismos públicos.
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Derecho a la protección de datos personales

Panamá no cuenta con una ley de protección de datos personales.

14. Paraguay

Derecho de acceso a la información pública

En Paraguay tiene vigencia desde 2014 la Ley de Libre Acceso Ciudada-
no a la Información Pública y Transparencia Gubernamental.

El artículo 2 (inciso 2) define a la “información pública” como “aque-
lla producida, obtenida, bajo control o en poder de las fuentes públicas, 
independientemente de su formato, soporte, fecha de creación, origen, 
clasificación o procesamiento, salvo que se encuentre establecida como 
secreta o de carácter reservado por las leyes”.

El artículo 22, por su parte, define lo que debe entenderse por “información 
reservada”, a saber: “la información pública reservada es aquella que ha sido 
o sea calificada o determinada como tal en forma expresa por la ley”.

Lamentablemente, la regulación estadística paraguaya no ha determi-
nado expresamente en su ley que su actividad se cimenta sobre la base 
de reglas de secreto estadístico, por lo que no es posible aplicarle esas 
excepciones de manera clara.

Derecho a la protección de datos personales

Paraguay no cuenta con una ley de protección de datos personales.
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15. Perú

Derecho de acceso a la información pública

La Ley Nro. 27.806 de 2002 reconoce el derecho de acceso a la informa-
ción pública. Esta norma, como la mayoría de las reglas de esta naturale-
za, contempla un listado de situaciones que constituyen una excepción al 
régimen general de acceso. El listado, contemplado en el artículo 15, es-
tablece una serie de escenarios, aunque ninguno es totalmente aplicable 
a la actividad estadística. Las hipótesis más próximas son las establecidas 
en los siguientes incisos: “h) La información referida a los datos perso-
nales cuya publicidad constituya una invasión de la intimidad personal 
y familiar. La información referida a la salud personal, se considera com-
prendida dentro de la intimidad personal”, e “i) Aquellas materias cuyo 
acceso esté expresamente exceptuado por la Constitución, o por una Ley 
aprobada por el Congreso de la República”.

Derecho a la protección de datos personales

La Ley Nro. 29.733 de 2011 de Protección de Datos Personales establece 
en su artículo 3 que se aplica tanto al sector público como privado, para 
luego declarar que sus disposiciones no se aplicarán a los datos perso-
nales “(…) contenidos o destinados a ser contenidos en bancos de datos 
de administración pública, solo en tanto su tratamiento resulte necesario 
para el estricto cumplimiento de las competencias asignadas por ley a las 
respectivas entidades públicas, para la defensa nacional, seguridad públi-
ca, y para el desarrollo de actividades en materia penal para la investiga-
ción y represión del delito”. 

Seguidamente, en el artículo 14 se especifica que “no se requiere el con-
sentimiento del titular de datos personales, para los efectos de su trata-
miento, en los siguientes casos: 1. Cuando los datos personales se recopilen 
o transfieran para el ejercicio de las funciones de las entidades públicas en 
el ámbito de sus competencias (…)”. Esto último, en principio, facultaría al 
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Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) a acceder a los RRAA 
de otras entidades públicas para elaborar su función estadística.

16. República Dominicana

Derecho de acceso a la información pública

La ley general de libre acceso a la información pública es la Ley Nro. 
200 de 2004. Esta norma, en su artículo 17, considera un conjunto de si-
tuaciones que son excepciones al régimen general de acceso. Establecen 
una serie de escenarios, destacando dos particularmente vinculados con 
la actividad estadística, a saber: “j) Información sobre la cual no se pueda 
vulnerar el secreto impuesto por leyes o decisiones judiciales o adminis-
trativas en casos particulares”, y “k) Información cuya divulgación pueda 
dañar o afectar el derecho a la intimidad de las personas o poner en ries-
go su vida o su seguridad”.

Derecho a la protección de datos personales

La Ley Nro. 172 de protección de datos personales del año 2013 establece 
con bastante armonía el marco supletorio en materia de tratamiento de 
datos. Es particularmente relevante la regla contenida en el artículo 27, que 
excluye la necesidad de solicitar consentimiento del titular cuando el inter-
cambio “se realice entre dependencias de los órganos del Estado en forma 
directa, en la medida del cumplimiento de sus respectivas competencias”. 

17. Uruguay

Derecho de acceso a la información pública

La Ley Nro. 18.381 de 2008 sobre acceso a la información pública es 
aplicable a todos los servicios que forman parte de la organización del 
Estado. El artículo 1 establece que “se considera información pública toda 
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la que emane o esté en posesión de cualquier organismo público sea o no 
estatal, salvo las excepciones establecidas por la ley, así como las infor-
maciones reservadas o confidenciales”.

Lo anterior es importante por cuanto el secreto estadístico es una ex-
cepción para las reglas generales de acceso a la información pública. Por 
su parte, el artículo 8 establece las excepciones a la información pública 
que comprenden a aquellas declaradas secretas por una ley. La legisla-
ción estadística sería uno de estos casos.

Derecho a la protección de datos personales

Uruguay cuenta con regulación en la materia desde 2008, en virtud de 
la Ley Nro. 18.331 sobre Protección de Datos Personales. Dicha ley se apli-
ca respecto del tratamiento tanto en el sector público como en el privado, 
según lo dispone el artículo 3. El artículo 9, por su parte, estipula que no 
se consignará el consentimiento del titular del dato si este se recaba “para 
el ejercicio de funciones propias de los poderes del Estado o en virtud de 
una obligación legal”.

18. Venezuela

Derecho de acceso a la información pública

Venezuela no cuenta con una ley de acceso a la información pública.

Derecho a la protección de datos personales

Venezuela no cuenta con una ley de protección de datos personales.



Iniciativas legislativas 
y legislación 
estadística genérica 
para América Latina

E
ste capítulo presenta dos secciones. En la primera, se plantea una 
serie de consideraciones o lo que podría constituir una hoja de 
ruta, que podrán tomar en cuenta los países que vislumbren refor-

mar su legislación estadística. La segunda presenta un modelo genérico 
de ley estadística, que incorpora los elementos esenciales mencionados 
en las secciones anteriores. Este modelo, que constituye una adaptación 
para América Latina de la “Generic Law of Official Statistics”, elaborado 
originalmente por UNECE (2016) para los países de Europa del Este, Caú-
caso y Asia Central, es el resultado de un trabajo conjunto entre el BID y la 
División de Estadística de la CEPAL –esta última en su rol de coordinador 
del Grupo de Trabajo de Fortalecimiento Institucional (GTFI) de la Confe-
rencia Estadística de las Américas (CEA)–, que contó con la participación 
de las oficinas nacionales estadísticas de varios países de la región. Este 
documento fue presentado y aprobado en la X Reunión de la Conferencia 
Estadística de las Américas realizada en Santiago, Chile, entre los días 19 
y 21 de noviembre de 2019.

Se espera que este modelo referencial de ley estadística sirva como punto 
de partida para las oficinas estadísticas, tanto al realizar el diagnóstico de su 
legislación vigente y la identificación de sus brechas y oportunidades, como 
al elaborar una propuesta de actualización de su regulación estadística.
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1. Orientaciones estratégicas para considerar antes de actualizar la 
legislación estadística

Actualizar los marcos jurídicos estadísticos es un esfuerzo indudable de 
creación de valor público (Moore, 1995). Su beneficio repercute en todos 
los habitantes de un país, de las maneras más diversas y probablemente 
en todos los ámbitos de su vida. Un sistema estadístico nacional moder-
no, actualizado, con flexibilidad regulatoria para planificar y coordinar la 
medición de los cambios que la sociedad experimenta, sin necesidad de 
revisión en el corto plazo, es un elemento indispensable para los usuarios 
de estadísticas, que podrán contar con un sistema confiable de estadísti-
cas oficiales, perdurable y de calidad.

El valor que conlleva un nuevo marco regulatorio estadístico es que los 
profesionales a cargo de tomar decisiones tienen a su disposición un con-
junto de herramientas jurídicas que le permiten acceder a la información 
y a sus fuentes y que, a su vez, le reconozcan mecanismos para poder 
cumplir sus mandatos.

Por lo tanto, esta sección sugiere un conjunto de consideraciones que 
quienes promueven una reforma de la normativa estadística deben tener 
en cuenta antes de iniciarla. 

El punto de partida ciertamente es el diagnóstico de la legislación es-
tadística vigente, con sus fortalezas y debilidades, que incluya la compa-
ración entre lo que estipula la ley y lo que ocurre en la práctica. En caso 
de haber divergencias entre legislación y práctica, el diagnóstico también 
debería incluir las explicaciones del caso. 

Con esta información disponible, se toma la decisión de iniciar o no las 
labores hacia una reforma legislativa, de mayor o menor envergadura, 
dependiendo de las evaluaciones adicionales que se realicen. Estas eva-
luaciones deberían considerar al menos los siguientes aspectos, que no 
necesariamente siguen un orden secuencial: 
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a) Identificar y visibilizar los resultados esperados de la reforma. Visi-
bilizar los resultados esperados permite dar una respuesta a la inquietud 
sobre las brechas que se quiere cerrar, al tiempo que releva la posición 
institucional de la Oficina Nacional de Estadística (ONE) dentro del Esta-
do, así como también las capacidades personales de los responsables que 
movilizarán el cambio. 

Con todo, para visibilizar resultados primero se debe diagnosticar, una 
tarea que tiene ciertas complejidades que los responsables de este tipo 
de reformas también deben tener en cuenta, entre ellas:

• Por regla general, el entorno es dinámico y tiene las complejidades 
propias de cada contexto. Es posible, dada la función de las ONE, que 
existan variables que no se hayan considerado (descartado) o que ni si-
quiera se sabía que existían. Esto apela a la necesidad de plantearse di-
versos escenarios. 

• Hay condiciones que, si bien en un principio eran inocuas, pueden 
transformarse en una amenaza para el éxito de este tipo de proyectos, 
de manera que en esta etapa es importante tener un equipo de personas 
capaces de capturar a tiempo esa información.

• Como la reforma estadística conlleva romper el statu quo existente –ya 
sea porque supone la disputa por recursos que serán probablemente reasig-
nados de otras partidas presupuestarias o competencias que otros organis-
mos desarrollaban, o porque traslada la toma de decisiones o el control de 
ellas a otro centro de poder–, las energías deberán concentrarse estratégi-
camente para persuadir sobre la mejor asignación de esos recursos, la mejor 
performance de ciertas atribuciones u otros espacios operacionales.

b) Identificar los obstáculos a la reforma legislativa. Una vez que se 
toma la decisión de llevar adelante una reforma a la legislación estadís-
tica, se deben identificar muy bien los obstáculos que implica la tarea, 
pues se trata de un desafío al statu quo donde la primera gran tarea es 
comprometer a los pares. 
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Para ello, es esencial que el responsable del proyecto de reforma tenga 
plena conciencia de cuáles son sus activos disponibles (formación profe-
sional, credenciales académicas, relaciones políticas, relaciones persona-
les, etc.) a fin de movilizar el entorno existente y lograr un compromiso 
con la reforma.

 
A su vez, la idea del cambio normativo debe convencer a toda la or-

ganización, que debe ver en este esfuerzo la oportunidad de corregir 
problemas de operación (sin que esto se perciba como una amenaza a 
su gestión), de obtener nuevos recursos financieros a través del recono-
cimiento de nuevas tareas, de modernizar procesos, de elevar los niveles 
de autonomía en la toma de decisiones profesionales, entre otros. 

Toda esta tarea debe ir fuertemente apalancada con argumentación y 
evidencia de la necesidad que se propone satisfacer y de los medios idó-
neos para lograrlo. Esta primera etapa, como resulta evidente, requiere 
mucho razonamiento del cambio que se quiere realizar y de las expecta-

tivas o resultados deseados con la modi-
ficación normativa.

c) Buscar un aliado estratégico o pa-
trocinador. Una de las primeras tareas 
para promover una iniciativa legislativa 
consiste en involucrar a los encargados 
de tomar decisiones dentro del Estado, 
particularmente a las oficinas de presu-
puesto y/o los organismos cercanos al 
Poder Ejecutivo. Muchas veces, la última 
palabra dentro del Estado es resorte de 
estas organizaciones y, en consecuencia, 
debe realizarse una labor importante de 
persuasión en esas instancias. 

Convencer a estas autoridades de los 
beneficios de contar con un sistema es-

“Una vez que se 
toma la decisión de 
llevar adelante una 
reforma a la legis-
lación estadística, 
se deben identificar 
muy bien los obstá-
culos que implica la 
tarea, pues se tra-
ta de un desafío al 
statu quo donde la 
primera gran tarea 
es comprometer a 
los pares”.
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tadístico robusto supone desplegar un verdadero esfuerzo que va más 
allá de explicar que las estadísticas sirven para planificar, implementar y 
monitorear las políticas públicas. Entre los argumentos que resultan útiles 
se encuentran, por ejemplo, los casos concretos de necesidades de infor-
mación con el objeto de definir la continuidad y/o reforzamiento de pro-
gramas de gobierno o de alimentar los informes financieros que deben 
acompañar las propuestas legislativas.

 
A su vez, una reforma de la normativa estadística supone la generación 

de mayores eficiencias a nivel del SEN, ya sea porque se reducen las du-
plicidades o porque se maximiza la utilidad derivada de los productos es-
tadísticos. Tener una estimación cuantitativa de estos beneficios, aunque 
sea preliminar, resulta también una herramienta de persuasión efectiva, en 
particular, con los Ministerios de Hacienda y sus oficinas de presupuesto.   

d) Definir capacidades y alianzas estratégicas para impulsar la inicia-
tiva legislativa. El diagnóstico permite conocer con claridad los elemen-
tos favorables y desfavorables; en este último caso, la recomendación es 
encontrar los medios, mecanismos o personas que puedan contribuir a 
minimizar aquellas circunstancias desfavorables identificadas.

Una vez definida la factibilidad de actualizar la legislación y asumiendo 
que existan recursos (humanos, materiales y políticos) para llevarla ade-
lante, es necesario trazar la hoja de ruta que indique qué operaciones se 
deben realizar, cuánto se necesitará para producirlas, a quiénes se debe-
rá incluir y cuál es la legitimidad o apoyo social para sustentarla, entre 
otras cuestiones.

La capacidad y el apoyo para llevar adelante el proyecto son elementos 
esenciales para asegurar el proceso de reforma estadística. Una buena idea, 
pero sin capacidad de ejecución, se transforma en un fracaso rotundo de la 
iniciativa. Mucha capacidad técnica (como suele ocurrir en las oficinas esta-
dísticas) sin alianzas estratégicas (patrocinadores del ámbito público, tales 
como parlamentarios, autoridades políticas u oficinas de presupuestos, o del 
mundo privado, tales como empresas, gremios, medios de comunicación, 
academia, personas naturales) que promuevan y legitimen esta iniciativa le-
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gislativa puede también significar quedar a 
mitad camino.

Este análisis permite ir descubriendo cir-
cunstancias propias del entorno, que de 
otra manera podrían haber pasado desa-
percibidas, así como describir a los acto-
res que potencian el proyecto de reforma 
y visibilizar a aquellos que desalientan los 
esfuerzos. El ejercicio también permite so-

pesar el poder del responsable del proyecto de reforma, ya sea que se 
trate de personas que ocupan posiciones políticas o de altos ejecutivos en 
instituciones públicas.

Además de lo anterior, están las alianzas estratégicas con un grupo par-
ticular de usuarios, como es la academia o investigadores, que desean 
acceder a los datos en poder de la ONE para fines de su labor acadé-
mica. Generalmente, sus opiniones se ven recogidas en entrevistas o en 
columnas de opinión; en ocasiones, su posición en la sociedad los vuelve 
considerablemente influyentes en el derrotero de este tipo de proyectos.

e) Vincular la reforma estadística con la agenda de modernización del 
Estado. Una vez que se han trabajado consistentemente las razones para 
llevar a cabo un cambio normativo, es necesario materializar la propuesta 
de manera coherente con el panorama político institucional existente. Esto 
incluye, entre otros aspectos, visibilizar la posibilidad de vincular una ini-
ciativa legislativa en el ámbito estadístico con la agenda de modernización 
del Estado, que normalmente apunta a fortalecer el desarrollo de políticas 
públicas incentivando la toma de decisiones sobre la base de evidencia. 

f) Materializar la iniciativa de reforma legislativa. Suponiendo que se han 
alineado todos los intereses, se cuenta con el apoyo necesario y se han ela-
borado los diagnósticos integrales, corresponde comenzar a trabajar en 
concreto en los cambios que se quieren introducir con la reforma estadística.

“La capacidad y el 
apoyo para llevar 
adelante el proyecto 
son elementos esen-
ciales para asegurar 
el proceso de refor-
ma estadística”.
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En esta etapa, corresponde definir el 
estado actual de los problemas que se 
quieren resolver y determinar la enver-
gadura de la solución; es decir, si abar-
cará solo a la ONE y/o al SEN, o en su 
defecto, si deberá incluir otro tipo de 
reparticiones públicas. En materia esta-
dística, por regla general, se incluyen a 
otros servicios públicos a los efectos de 
la planificación y coordinación. Es bas-
tante común que en las leyes estadísti-
cas existan atribuciones que enfrenten 
grandes resistencias cada vez que se 
desea ejercerlas en otros servicios pú-
blicos; por lo tanto, no es trivial realizar 
estos análisis, pues en buena parte de 
las reformas estadísticas se deberán in-
cluir ajustes a otros cuerpos normativos 
que permitan el pleno ejercicio de las 
atribuciones de la ONE.

Es necesario también aclarar cuánto es el gasto público que significará 
un proyecto como el planteado, de manera que para saber si la inversión 
es alta, también resulta necesario cuantificar el efecto en ahorros que sig-
nificará la reforma. 

En esta fase de materialización de la iniciativa, retoma importancia el 
afianzamiento de las alianzas estratégicas, de manera de asegurar apo-
yos en las fases posteriores de la iniciativa legislativa. Especial atención 
merecen los acuerdos a nivel interinstitucional dentro del gobierno, que 
permitan promover y legitimar la reforma legislativa en todas las etapas. 

A partir de estas recomendaciones, se espera que la tramitación legisla-
tiva de las reformas transcurra con normalidad y no tenga que enfrentar 
más desafíos que la aclaración de ciertos tópicos, acompañados de una 

“Suponiendo que 
se han alineado to-
dos los intereses, 
se cuenta con el 
apoyo necesario y 
se han elaborado 
los diagnósticos 
integrales, corres-
ponde comenzar a 
trabajar en concre-
to en los cambios 
que se quieren in-
troducir con la re-
forma estadística”.
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sólida argumentación que dé cuenta de por qué una determinada opción 
se ha estimado como la solución más conveniente al problema que se 
pretende resolver.

2. Propuesta de ley genérica sobre estadísticas oficiales para 
América Latina

En esta sección, se incluye una propuesta marco sobre una nueva le-
gislación estadística, con el objeto de que constituya una referencia base 
para aquellos países que deseen iniciar una actualización legislativa. Esta 
propuesta de legislación tiene a su vez como base dos documentos ema-
nados de grupos de trabajo especializados de UNECE: i) “Generic Law on 
Official Statistics” (GLOS) de 2016, y ii) “Guidance on Common Elements 
of Statistical Legislation” (marzo de 2018). 

De alguna manera, siendo la GLOS un documento elaborado original-
mente para los países de Europa del Este, Caúcaso y Asia Central, el mo-
delo de ley que se presenta en esta sección constituye una adaptación 
de la GLOS para América Latina. Como ya se mencionó, el trabajo para 
elaborar esta adaptación se realiza en colaboración con la División de 
Estadísticas de la CEPAL y se enmarca también en el programa de tra-
bajo del Grupo de Trabajo de Fortalecimiento Institucional (GTFI) de la 
Comisión Estadística de las Américas (CEA). El documento se presentó 
y fue aprobado durante la X Reunión de la Conferencia Estadística de 
las Américas.38

El articulado de la propuesta de referencia para una legislación estadís-
tica se presenta en el anexo 4. Básicamente, esta propuesta se distribuye 
en 14 capítulos y 38 artículos, a saber: 

• El capítulo I se refiere al objetivo y el ámbito de aplicación de la ley, in-
cluida una definición de las estadísticas oficiales, del Sistema Estadístico 
Nacional (SEN) en base a sus integrantes, y del resto de sujetos a quienes 
se les aplica la ley (informantes, proveedores de registros administrativos, 
usuarios de estadísticas oficiales y Consejo Estadístico).

38 https://cea.cepal.org/10/es/documentos/propuesta-ley-generica-estadisticas-oficiales-america-latina
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• El capítulo II introduce un conjunto de principios, correspondiente a 
los principios fundamentales de las estadísticas oficiales, basados en los 
lineamientos de Naciones Unidas: independencia profesional; imparcia-
lidad y objetividad; exactitud y fiabilidad; coherencia y comparabilidad; 
claridad y transparencia; confidencialidad estadística y uso exclusivo con 
fines estadísticos; pertinencia, y relación costo-eficacia. Asimismo, pre-
senta un extenso listado de definiciones, que como se explicó en seccio-
nes previas facilitan el entendimiento de la actividad estadística y pro-
mueven la adopción de lineamientos homologados a nivel del SEN. Estos 
conceptos definidos, que se usan ampliamente en el resto de los artícu-
los, incluyen: uso para fines estadísticos; encuesta estadística; registro 
administrativo; dato estadístico; unidad estadística; datos individuales; 
identificador; difusión; divulgación; producción; elaboración; metadatos, 
y coordinación de actividades estadísticas. 

• El capítulo III aborda la organización del SEN, partiendo por definir 
las atribuciones y funciones de la ONE, y enfatizando su independencia 
técnica y su rol rector del SEN. Más adelante, establece las características 
del director o autoridad superior de la ONE (mecanismo de selección, 
duración del cargo, causales de remoción e incompatibilidades), sus fun-
ciones y sus atribuciones. Luego, define también a los “otros productores 
de estadísticas oficiales” pertenecientes al SEN, junto con sus responsabi-
lidades, entre ellas, el irrestricto cumplimiento de la ley estadística.

• El capítulo IV se refiere a la descripción del Consejo Estadístico y otros 
órganos consultivos, siendo el primero el principal órgano consultivo del 
gobierno y de la autoridad máxima de la ONE sobre cuestiones de im-
portancia estratégica para las estadísticas oficiales, y cuya composición 
incluye principalmente diferentes categorías de usuarios. También se in-
corpora la existencia de un Comité de Coordinación Estadística, en este 
caso, compuesto principalmente por productores de estadísticas oficia-
les, siendo uno de sus objetivos la implementación de prácticas comunes 
en todo el SEN. Asimismo, se deja abierta la posibilidad de establecer 
otros órganos consultivos o resolutivos, en áreas temáticas y según las 
necesidades del SEN.   
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• El capítulo V detalla aspectos de coordinación del SEN, relevando el 
papel que cumplen los programas estadísticos –plurianual y anual– como 
principales herramientas de gestión y coordinación de las actividades es-
tratégicas y operativas del SEN. Se establecen las responsabilidades de 
los integrantes del SEN en cuanto a la elaboración de tales programas 
estadísticos, así como los objetivos y contenidos de estos últimos. 

• El capítulo VI incorpora elementos asociados a la recopilación de datos, 
tales como el mandato para la recolección de datos con que cuentan los 
productores de estadísticas oficiales y, en particular, su acceso a registros 
administrativos, y las obligaciones de los informantes, ya sean personas 
naturales o jurídicas, públicas o privadas. También se establecen algunos 
aspectos generales asociados a los censos y a los registros estadísticos. 

• El capítulo VII aborda aspectos asociados a la confidencialidad esta-
dística y al uso exclusivo de los datos solicitados por parte de los pro-
ductores de estadísticas oficiales para fines estadísticos, siendo explícito 
en la prohibición de su uso, incluso para fines judiciales, investigativos, 
de fiscalización, administrativos u otros. También se establecen las obli-
gaciones aplicables a los productores de estadísticas oficiales referidas 
al procesamiento y almacenamientos de datos en condiciones de segu-
ridad, al acceso a datos individuales del SEN y a datos confidenciales 
con fines de investigación académica, entre otros. Por último, el capítulo 
ahonda en la importancia de los compromisos de confidencialidad y en la 
posibilidad de subcontratación de actividades, bajo ciertas condiciones. 

• El capítulo VIII aborda consideraciones referidas a la calidad de las 
estadísticas oficiales, incluidos los compromisos con la calidad por parte 
de los productores de estadísticas oficiales, y la evaluación, mejoramiento 
y resguardo continuo de esta calidad. Esto incluye la implementación de 
normas comunes y métodos armonizados por parte de los integrantes del 
SEN, con respecto al alcance, conceptos, definiciones, unidades y clasifi-
caciones de las estadísticas oficiales. Asimismo, la evaluación propiamen-
te tal incorpora como elemento clave la opinión y/o satisfacción de los 
usuarios de estadísticas oficiales. 
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• El capítulo IX introduce elementos propios de una política transparen-
te y rigurosa de difusión de estadísticas oficiales, estableciendo las dife-
rencias entre los conceptos de divulgación y de difusión, y enfatizando 
aspectos tales como la protección de confidencialidad estadística y la 
garantía de igualdad y el acceso simultáneo a las estadísticas oficiales, 
de acuerdo con el principio de imparcialidad establecido en la misma ley.

• El capítulo X se refiere a la prestación de servicios, tanto de procesa-
miento estadístico como de recolección de datos, que pueden ejercer los 
productores de estadísticas oficiales del SEN, siempre que no pongan en 
riesgo la producción y calidad de las estadísticas oficiales ni la credibili-
dad del SEN. Aborda también aspectos asociados al financiamiento, la 
difusión y la transparencia de los servicios, al igual que consideraciones 
sobre el resguardo de confidencialidad de los datos procesados y/o ela-
borados y sobre la calidad.

• El capítulo XI establece el papel que desempeña la ONE en cuanto a 
su participación en la cooperación internacional y como coordinador de 
la transmisión de datos entre el SEN y las organizaciones y/o agencias 
internacionales. 

• El capítulo XII aborda el sistema sancionatorio, estableciendo la exis-
tencia de infracciones, tanto por violaciones al secreto estadístico por 
parte de cualquier persona o entidad con acceso a los datos confidencia-
les, como por incumplimiento de la obligación de proporcionar datos por 
parte de los informantes, estableciendo además un sistema de graduali-
dad en sus respectivas sanciones. Del mismo modo, se incorpora la san-
ción a quien induce, a través de cualquier medio, a un empleado público a 
entregar información resguardada por el secreto estadístico.

• El capítulo XIII se refieren a la relación de la legislación estadística con 
otras leyes que hagan referencia a la actividad estadística, estableciendo 
la primacía de la ley estadística por sobre estas últimas. En particular, 
se establece explícitamente que el secreto estadístico regulado en la ley 
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estadística constituye una excepción al derecho de acceso a información 
pública, regulado en otras leyes, y que los datos personales recopilados 
para fines estadísticos se exceptúan de la aplicación de la Ley de Protec-
ción de Datos Personales. 

• El capítulo XIV se refiere a la entrada en vigor de la ley estadística.



Consideraciones
finales

E
n este capítulo, se presenta un conjunto de observaciones deriva-
das del estudio de las legislaciones estadísticas de los países de la 
región, que se complementa con las interacciones con las Oficinas 

Nacionales de Estadísticas (ONE) y otros integrantes del Sistema Esta-
dístico Nacional (SEN) de cada uno de los países analizados. Algunas de 
las temáticas expuestas obedecen al análisis presentado en secciones an-
teriores, mientras que otras provienen de la experiencia práctica de la 
actividad estadística en cada uno de estos países. 

Cabe recordar que este estudio abarca un grupo de 18 países de Améri-
ca Latina, cuyas leyes estadísticas en su mayoría son de larga data, siendo 
la más antigua la de Paraguay, vigente desde 1942. Le sigue un grupo sig-
nificativo de regulaciones dictadas mayoritariamente entre las décadas 
de 1950 y 1980, y otro más pequeño cuyas legislaciones fueron actualiza-
das a partir de la década de 2000. Lo anterior da cuenta de las amplias 
posibilidades de mejora y actualización que ofrece el panorama general.

La mitad de las oficinas nacionales de estadística se encuentran adscri-
tas y/o son directamente dependientes de los Ministerios de Planificación 
y Desarrollo o de los Ministerios de Economía o Hacienda; le sigue un 
número importante de oficinas que se vincula directa o indirectamente 
con la presidencia de la República. Existe un caso con características de 
dependencia sui generis, mientras que en otros dos casos las oficinas na-
cionales de estadística tienen autonomía constitucional.

6CAP.
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Si bien estos aspectos han sido puntos de referencia objetivos para el 
análisis, del examen legal y de las reuniones con los equipos directivos de 
las oficinas nacionales de estadística también han emergido otros aspec-
tos que dan cuenta de la identidad institucional que comparten los países 
que abarca este estudio. En este sentido, destacan como elementos co-
munes los siguientes:

• Independencia de la jerarquía política: de las interacciones con los 
profesionales estadísticos, se manifiesta casi de manera transversal una 
autopercepción de independencia institucional sin razones objetivas. Mu-
chas ONE son absolutamente dependientes de las autoridades políticas, 
en su nombramiento, remoción, plazo de duración, generalmente coin-
cidente con el ciclo político (algunas con más de un jefe de oficina por 
ciclo). No obstante la débil situación legal de la ONE en este aspecto, de-
claran que ejercen su actividad con autonomía e independencia. 

• Jerarquía entre pares: otro aspecto que emerge con fuerza en el aná-
lisis es la existencia de una brecha a nivel jerárquico entre las ONE y otros 
organismos públicos, por ejemplo, las agencias de transparencia, de pro-
tección de datos personales o de recaudación tributaria. En general, la 
falta de jerarquía jurídica de la ONE ha hecho que se dificulte su acceso 
a los registros administrativos, pues muchos servicios con mejor estatura 
institucional cuestionan las medidas de confidencialidad aplicadas por la 
ONE y amparadas en su legislación estadística. 

Estos otros organismos públicos tienen leyes que regulan de mejor ma-
nera su actividad y frente a la menor divergencia o conflicto con la ONE 
termina prevaleciendo su cuerpo legal sobre el estadístico, teniendo este 
último, en la mayoría de los casos, menor jerarquía (por ejemplo, decre-
tos) o una regulación parcial de los fenómenos que aborda, o no siendo 
demasiado claro en ciertos cuerpos legales, lo que dificulta su interpreta-
ción orgánica. Este aspecto resulta urgente de abordar, toda vez que es-
tas tensiones en ocasiones terminan judicializándose con la consecuente 
pérdida de recursos y credibilidad, y resulta clave para el empoderamien-
to de la ONE que se visibilice y corrija en los países en que ocurre.
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• Modificaciones en otros cuerpos legales, no solo el estadístico: mu-
chos países se ven enfrentados a una dificultad imprevista. Si bien, en oca-
siones, la norma estadística establece ciertas atribuciones –por ejemplo, 
referidas al acceso a los registros administrativos en poder de otros órga-
nos públicos–, esos otros organismos no reconocen ese acceso. Entre las 
razones que estos comúnmente expresan están, por ejemplo, el hecho de 
que su ley orgánica no mencione esa autorización que permite el acceso 
estadístico, o que la ley orgánica del servicio es posterior a la normativa 
estadística y, por lo tanto, esta última no se les aplica. En consecuencia, 
resulta necesario que las modificaciones a la legislación estadística ge-
neren regulaciones espejo en las leyes de los organismos públicos más 
importantes dentro y fuera del SEN, con el objeto de reducir al mínimo 
esas interpretaciones más bien arraigadas en una burocracia temerosa de 
obrar sin una habilitación expresa.

• El desafío de la coordinación – La participación en la elaboración 
normativa: existe la percepción de que la independencia técnica supone 
que la coordinación dentro del SEN se reduzca en realidad a una acción 
unidireccional y que lo contrario podría suponer un compromiso con la 
independencia de las ONE. Sin embargo, la paradoja es que los países 
que cuentan con altos niveles de participación de las entidades involucra-
das en las decisiones estadísticas estratégicas, por ejemplo, son los que 
muestran los mejores niveles de coordinación sectorial. En otras palabras, 
mientras mayor ha sido el diálogo y el consenso entre la ONE, los otros 
integrantes del SEN y los informantes, mejor ha sido el nivel de respuesta 
y coordinación para la aplicación de normativa estadística.

• Dependencia de las relaciones personales: la mayoría de las ONE se-
ñala que parte del éxito de la coordinación estadística se encuentra an-
clado a las relaciones personales con sus contrapartes en otros organis-
mos públicos que realizan estadísticas, lo que genera que la coordinación 
fluya exitosamente cuando las relaciones personales son buenas, o que 
se ralentice en aquellos casos en que se producen cambios de personal o 
tensiones de otro orden.
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Esta situación revela que la falta de estabilidad laboral del personal es-
tadístico de la ONE o de otras dependencias fuera de la ONE repercute en 
la generación estable y coordinada de estadísticas. También da cuenta de 
la falta de independencia del funcionario estadístico de esas otras institu-
ciones, pues en su mayoría siguen instrucciones de su jefe de servicio en 
materia estadística, desacoplándose eventualmente de las instrucciones 
y rectorías del ente estadístico.

• Rotación de personal: en general, las ONE documentan una rotación 
de personal que se relaciona con las modalidades contractuales que uti-
lizan. Por ejemplo, se observa una baja rotación del personal cuando se 
trata de la dotación o de personal de planta (el grupo más estable en 
el escalafón público), mientras que el resto de las modalidades (tiempo 
definido, aunque se renueve periódicamente) exhiben una mayor rota-
ción de personal. Por otra parte, al estar la autoridad superior de la ONE 
vinculada a los cambios del ciclo político, se produce una rotación más 
importante en el nivel directivo, que puede ser más o menos profesional 
dependiendo del perfil técnico de la nueva jefatura. Esto último genera un 
nivel de incertidumbre para los equipos técnicos, que redunda inevitable-
mente en la continuidad de los productos estadísticos.

• Judicialización entre órganos públicos: un fenómeno reciente y que 
intenta documentar este análisis es la judicialización por la defensa de 
la actividad estadística. Esta medida, de última instancia y promovida 
en general desde las ONE, da cuenta del fracaso del diálogo y la disputa 
por espacios que experimentan los nuevos servicios públicos. Los casos 
documentados en este estudio abarcan asuntos vinculados al derecho 
de acceso a la información pública, donde particularmente Chile y Mé-
xico han presentado recursos en los respectivos tribunales constitucio-
nales, buscando defender elementos esenciales para la conservación del 
secreto estadístico. Existen otros casos donde la institucionalidad de 
protección de datos ha accionado en contra de la ONE, en virtud de re-
cursos de habeas data, sin comprender del todo que la ley estadística es 
un tipo de ley que también protege los datos de las personas naturales 
que ha recolectado. 
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• Formación de capital humano necesario para transmitir prácticas: a lo 
largo de la revisión, ha sido posible constatar que un número importante 
de legislaciones contiene atribuciones relativas a la formación y capaci-
tación de capital humano en materia estadística. Se trata de atribuciones 
que no deben ser olvidadas en las nuevas regulaciones y que no deben 
caer en desuso en las ONE que las consagran, por cuanto son un instru-
mento que permite transmitir y explicar al resto de la sociedad cómo 
opera la actividad estadística y cuáles son los lineamientos que aplica, en 
particular para su interpretación. En este sentido, son una manifestación 
práctica de la vinculación con el medio que ejercen las ONE, así como de 
transparencia pública.

• Secreto estadístico, el más intenso de la legislación: un relato trans-
versal a las ONE tiene que ver con la falta de conciencia o entendimien-
to respecto del secreto estadístico, y sus características o fundamentos, 
por parte de otras entidades. Muchas de las ONE analizadas dan cuenta 
de diálogos con otros servicios públicos donde se discute cuál norma 
de confidencialidad es más intensa (por ejemplo, secreto estadístico vs. 
secreto tributario), y aunque las otras normas tengan un sinnúmero de 
excepciones que autoricen su apertura, el secreto estadístico no logra ge-
nerar la suficiente persuasión para acceder a la información en poder de 
otros organismos públicos, tales como sus registros administrativos. En 
este sentido, el trabajo para las ONE es claro en términos de “evangelizar” 
sobre la potencia y características de este secreto, el que se encuentra, 
en el caso de las personas naturales, arraigado inequívocamente en el 
derecho fundamental a tener una vida privada y proteger la intimidad, y 
en el caso de las personas jurídicas, a la propiedad sobre su información. 
El secreto estadístico, por regla general, no admite excepciones (ni judi-
ciales ni administrativas, como la mayoría de las otras reglas de confiden-
cialidad presentes en las legislaciones nacionales) y es este compromiso 
de secreto que recibe el informante lo que constituye la piedra angular de 
toda la actividad estadística.

La cautela en cuanto al secreto no se circunscribe solamente a la ne-
gativa de vincular la persona del informante a la información específica 
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entregada, sino que se extiende a todo aspecto que pudiera vulnerar los 
cimientos de este secreto. En este sentido, la denegación de acceso a 
una variable o a un formato específico de entrega de información que 
pudieran socavar los pilares de innominación e indeterminación de datos, 
es también una manifestación de la obligación de procurar la integridad 
del secreto ofrecido a los informantes. Otra manifestación de protección 
del secreto estadístico se encuentra en aquellos casos en que existe un 
número tan pequeño de informantes que la entrega aún innominada po-
dría generar el efecto práctico de revelar la identidad de sus informantes 
(Duncan, Elliot y Salazar González, 2001).

• Acceso a Registros Administrativos (RRAA): si bien las legislaciones 
estadísticas en general hacen mención de forma directa o indirecta a tal 
acceso para fines netamente estadísticos, estas adolecen de especificidad 
en cuanto al tipo de acceso (por ejemplo, dato nominado vs. innominado), 
la frecuencia del acceso y el tipo de instituciones. Al mismo tiempo, las 
diferentes jerarquías de las normas (leyes vs. decretos leyes) y su año de 
entrada en vigencia dificultan la interpretación de las leyes estadísticas 
referidas a este acceso. Por lo tanto, lo que es necesario explicitar en las 
legislaciones estadísticas es un acceso irrestricto a los RRAA existentes 
en las instituciones públicas del país. Esto significa dejar establecido en la 
ley estadística la obligatoriedad de parte de este tipo de instituciones de 
permitir a los productores de estadísticas oficiales el acceso a sus RRAA, 
con el nivel de detalle necesario (por ejemplo, formato y periodicidad) 
para la producción de estadísticas oficiales. A su vez, debe especificarse 
la prohibición de invocar disposiciones de confidencialidad o de secretos 
de otras legislaciones con el objetivo de denegar el acceso.  

• Agendas de modernización e iniciativas de gobierno electrónico: es-
tas agendas existen en todos los países que son parte de este estudio. 
Sin embargo, en la mayoría de los casos, la actividad estadística no se 
encuentra incluida en ninguna de esas iniciativas, ni a nivel legal ni admi-
nistrativo. En este sentido, resulta indispensable transmitir a la autoridad 
política la importancia de complementar ambas modernizaciones, en par-
ticular si la gestión púbica pretende basarse en resultados, para lo cual 
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se requieren estadísticas oficiales oportunas y de calidad. Por otra parte, 
si se considera que la digitalización de trámites –un elemento común a 
todos los programas de modernización del Estado– tiene un importan-
te componente de homologación de registros administrativos, que a su 
vez pueden ser insumos relevantes de la producción estadística, puede 
significar un salto cualitativo en términos presupuestarios y para la acti-
vidad estadística de un país. En el mismo sentido, cualquier iniciativa que 
busque modernizar un sector debe poder contar con herramientas que le 
permitan implementar políticas y/o programas sobre la base de eviden-
cia; es decir, diseñar, medir y monitorear esos avances, para poder juzgar 
con objetividad e imparcialidad el éxito o fracaso de las medidas y ofrecer 
mecanismos de ajuste o corrección a tiempo.

• Operación fuertemente vinculada a la cooperación internacional: en 
muchas de las interacciones realizadas con los equipos técnicos y los direc-
tivos de las ONE fue posible constatar que hay un significativo porcentaje 
de operaciones críticas altamente dependientes de la cooperación finan-
ciera internacional. Esta situación da cuenta de la fragilidad financiera que 
experimentan las oficinas nacionales estadísticas de la región, así como 
también del inestable compromiso financiero de algunos Estados para asu-
mir el costo de ciertas encuestas esenciales para la toma responsable de 
decisiones, llegando a idear en algunos casos soluciones que se alejan de lo 
que generalmente se estima como buenas prácticas financieras.

La garantía de un financiamiento adecuado para la actividad estadística 
resulta ser un elemento esencial que debe incluirse en cualquier actualiza-
ción de legislación estadística, por cuanto difícilmente se puede hablar de 
autonomía o independencia de una ONE cuando no se cuenta con los míni-
mos recursos necesarios para ejercer las funciones que la propia ley asigna. 

Por último, existe una serie de nuevas provisiones o atribuciones que 
cada vez más empiezan a ser parte de la discusión de las ONE, asociadas 
a los nuevos temas que deben incorporarse en la actividad estadística 
y, en ocasiones, en su respectiva legislación. En esta materia, lo primero 
que cabe destacar es que, dada la heterogeneidad de las legislaciones 
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estadísticas entre países, lo que es una nueva provisión para un país no 
necesariamente lo es para otro. Sin perjuicio de lo anterior, entre los as-
pectos a considerar como elementos comunes, se encuentran los puntos 
13 a 16, a saber: 

• Elaboración de grandes repositorios de RRAA: esto permite cumplir 
con la premisa de “no pedir al informante la información que el Estado ya 
tiene en su poder” (conocida como la política de “ask once, use many ti-
mes”). Hoy en día, frente a la necesidad creciente de diseñar e implementar 
políticas públicas, sobre la base de una gestión por indicadores y resulta-
dos, se percibe también una necesidad creciente de analizar la información 
de los sujetos de derecho de tales políticas en forma integral. Ello supone 
analizar en forma relacional las bases de datos de tales sujetos de derecho, 
y en consecuencia contar con un repositorio de dicha información.

Esta situación ha abierto la discusión en varios países respecto a cuál o 
qué tipo de institución debería encargarse de crear y administrar tal repo-
sitorio, siendo las ONE una de las alternativas normalmente mencionada. 
Esta posibilidad, sin embargo, abre espacio a una tensión con el secreto 
estadístico, puesto que el tipo de acceso al repositorio que requeriría un 
formulador de políticas (acceso a datos nominados) es diferente al que 
puede entregar una ONE (acceso anonimizado).

• Acceso a nuevas fuentes de información (públicas, privadas) y su uso 
para fines estadísticos: se trata de una de las provisiones más recientes 
que deben tenerse en cuenta, dado, además, que muy pocas legislaciones 
hacen mención a “otras fuentes”. Con la irrupción del Big Data e infor-
mación disponible de fuentes no tradicionales –por ejemplo, de imágenes 
satelitales y redes sociales–, hoy en día se producen una multiplicidad de 
indicadores alternativos a los oficiales, de muy variada calidad estadística, 
aunque en general de mayor oportunidad que las estadísticas oficiales, y 
que influyen en la toma de decisiones. Frente a esta situación, las ONE 
se enfrentan a la oportunidad de ampliar sus fuentes de información para 
diversos usos (experimentales, como medios de contrastes, indicadores lí-
deres, entre otros), aunque sujeto al resguardo de la calidad de las estadís-
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ticas oficiales. Esto requerirá, a su vez, un marco normativo que las faculte 
para incursionar con estas nuevas fuentes de información y que asegure un 
nivel de presupuesto adecuado para el trabajo de investigación estadística 
requerido con anterioridad al uso oficial de las bases de datos.

• Redefinición y/o fortalecimiento del SEN como un sistema propia-
mente dicho: esto sería posible evaluando la incorporación eventual de 
actores privados. Si bien todas las leyes incorporan alguna definición del 
SEN, existe heterogeneidad en la descripción de los elementos que com-
ponen el sistema como tal. En algunos países (la mayoría), la definición 
se focaliza en los integrantes; en otros, se agregan sus objetivos y/o me-
canismos de coordinación, y solo en unos pocos se especifica la función 
rectora de la ONE. En casos excepcionales, se incluye el sector privado 
dentro del SEN, aunque no se mencionan aspectos tales como sus dere-
chos (por ejemplo, ¿tendría acceso a los RRAA de las instituciones pú-
blicas?) y obligaciones (por ejemplo, preservar el secreto estadístico y 
el uso de datos a los que acceden para fines estrictamente estadísticos). 
Esto hace más imperante la necesidad de especificar claramente los dife-
rentes componentes del SEN, como un sistema propiamente dicho, defi-
niendo, entre otros aspectos, el espacio que ocuparía la participación del 
sector privado.

• Mayor granularidad en las estadísticas oficiales: al considerar la gran 
demanda de nuevos indicadores estadísticos que hoy en día enfrenta la 
gran mayoría de las ONE, promovida por la Agenda 2030 y por las pro-
pias políticas internas de los países, resulta necesario dotarlas no solo de 
las atribuciones para coordinar el SEN de forma eficiente y responder a 
esa demanda, sino ciertamente de los recursos necesarios a tal fin. Lo 
anterior debe considerar que no basta con estadísticas agregadas a nivel 
nacional o regional/estadual, sino que la mayor demanda de información 
se produce para un mayor nivel de desagregación territorial, distinguien-
do además por grupos específicos de la población (por ejemplo, mujeres, 
personas en situación de discapacidad, pueblos originarios, migrantes, 
etc.). Una vez más, el acceso irrestricto a los RRAA por parte de las ONE 
y los productores de estadísticas oficiales en general surge como una de 
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las medidas que facilitaría la respuesta a esta mayor granularidad en las 
estadísticas oficiales. 

En síntesis, el conjunto de materias previamente analizadas, que provie-
nen tanto del análisis individual como de la comparación de los marcos 
legislativos de los países de América Latina, así como de su implementa-
ción, resulta clave en el abordaje de toda iniciativa de actualización y for-
talecimiento que pretenda, desde un punto de vista normativo, generar 
las bases para mejorar la capacidad estadística del país en su conjunto.
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ARGENTINA (REPÚBLICA ARGENTINA)

Nombre de la ONE Instituto Nacional de Estadística y Censos – INDEC 

Sitio web http://www.indec.gob.ar/

Legislación estadística https://www.indec.gob.ar/indec/web/Institucional-Indec-QuienesSomos

BOLIVIA (ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA)

Nombre de la ONE Instituto Nacional de Estadística – INE 

Sitio web https://www.ine.gob.bo/

Legislación estadística https://www.ine.gob.bo/index.php/institucion/marco-normativo/catego-
ry/14-marco-normativo

BRASIL (REPÚBLICA FEDERATIVA DE BRASIL)

Nombre de la ONE Instituto Brasileño de Geografía y Estadística – IBGE 

Sitio web https://www.ibge.gov.br/

Legislación estadística https://www.ibge.gov.br/institucional/estatuto-ibge.html

CHILE (REPÚBLICA DE CHILE)

Nombre de la ONE Instituto Nacional de Estadísticas - INE

Sitio web https://www.ine.cl

Legislación estadística https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=28960&buscar=17374

COLOMBIA (REPÚBLICA DE COLOMBIA)

Nombre de la ONE Departamento Administrativo Nacional de Estadística – DANE 

Sitio web http://www.dane.gov.co/

Legislación estadística https://www.dane.gov.co/index.php/acerca-del-dane/informacion-insti-
tucional/normatividad/leyes

Anexo 1. Sitios web y vínculos a normas estadísticas por país
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COSTA RICA (REPÚBLICA DE COSTA RICA)

Nombre de la ONE Instituto Nacional de Estadística y Censos – INEC 

Sitio web http://www.inec.go.cr/

Legislación estadística http://www.inec.cr/acerca-inec

ECUADOR (REPÚBLICA DEL ECUADOR)

Nombre de la ONE Instituto Nacional de Estadística y Censos – INEC

Sitio web https://www.ecuadorencifras.gob.ec/institucional/home/

Legislación estadística http://www.ecuadorencifras.gob.ec/wp-content/descargas/Censo_po-
blacion_y_vivienda/DIJU_Ley%2Bde%2BEstadistica.pdf.
http://www.ecuadorencifras.gob.ec/LOTAIP/2015/DIJU/junio/LA2_ABR_
DIJU_Decreto77.pdf

EL SALVADOR (REPÚBLICA DE EL SALVADOR)

Nombre de la ONE Dirección General de Estadística y Censos – DIGESTYC

Sitio web http://www.digestyc.gob.sv/

Legislación estadística http://www.digestyc.gob.sv/index.php/institucion/marco-institucional/
ley-organica-del-servicio-estadistioo.html

GUATEMALA (REPÚBLICA DE GUATEMALA)

Nombre de la ONE Instituto Nacional de Estadística – INE

Sitio web https://www.ine.gob.gt/index.php/estadisticas

Legislación estadística https://www.ine.gob.gt/sistema/uploads/2013/10/22/7L3s4InwzJIIwK-
PuuFX8UY3ccNmljQ51.pdf

HONDURAS (REPÚBLICA DE HONDURAS)

Nombre de la ONE Instituto Nacional de Estadística – INE

Sitio web http://www.ine.gob.hn/

Legislación estadística http://www.ine.gob.hn/images/Productos%20ine/ley%20y%20reglamen-
to%20ine/ley%20ine.pdf
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MÉXICO (ESTADOS UNIDOS MEXICANOS)

Nombre de la ONE Instituto Nacional de Estadística y Geografía – INEGI

Sitio web http://www.inegi.org.mx/

Legislación estadística http://sc.inegi.org.mx/repositorioNormateca/Lmj2_SNIEG.pdf

NICARAGUA (REPÚBLICA DE NICARAGUA)

Nombre de la ONE Instituto Nacional de Información de Desarrollo – INIDE

Sitio web http://www.inide.gob.ni/

Legislación estadística http://legislacion.asamblea.gob.ni/normaweb.nsf/b92aaea87d-
ac762406257265005d21f7/7a18bab9dcd5e596062570ba00738182?Open-
Document

PANAMÁ (REPÚBLICA DE PANAMÁ)

Nombre de la ONE Instituto Nacional de Estadística y Censo – INEC

Sitio web https://www.contraloria.gob.pa/inec/acerca/Default.aspx 

Legislación estadística https://www.contraloria.gob.pa/inec/archivos/Ley10.pdf

PARAGUAY (REPÚBLICA DEL PARAGUAY)

Nombre de la ONE Dirección General de Estadística, Encuestas y Censos – DGEEC

Sitio web http://www.dgeec.gov.py/

Legislación estadística http://www.dgeec.gov.py/institucion/marcolegal.php

PERÚ (REPÚBLICA DEL PERÚ)

Nombre de la ONE Instituto Nacional de Estadística e Informática – INEI

Sitio web https://www.inei.gob.pe/

Legislación estadística https://www.inei.gob.pe/media/archivos/5073_1.pdf
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REPÚBLICA DOMINICANA (REPÚBLICA DOMINICANA)

Nombre de la ONE Oficina Nacional de Estadística – ONE

Sitio web https://www.one.gob.do/

Legislación estadística https://es.scribd.com/document/17196925/Ley-No-5096-Sobre-Estadisti-
cas-y-Censos-Nacionales

URUGUAY (REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY)

Nombre de la ONE Instituto Nacional de Estadística – INE

Sitio web http://www.ine.gub.uy/

Legislación estadística http://www.ine.gub.uy/documents/10181/404012/Ley-16616.pdf/2c-
b23adf-7cd1-4478-b3e2-9baf17dabb27

VENEZUELA (REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA)

Nombre de la ONE Instituto Nacional de Estadística – INE

Sitio web http://www.ine.gov.ve/

Legislación estadística http://www.conatel.gob.ve/wp-content/uploads/2015/02/Ley-de-la-
Funci%C3%B3n-P%C3%BAblica-Estad%C3%ADstica.pdf
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Anexo 2. Cuadros comparativos de elementos clave de la legislación estadística

La información de los siguientes cuadros refleja lo escrito en las leyes citadas.

Cuadro 1. Dispersión del marco regulatorio en estadística

Países Argentina Bolivia Brasil Chile Colombia Costa Rica

Leyes/
Decretos

Ley Nº 17. 622 de 
1968
Decreto Nº 3.110 
de 1970
Decreto Nº 1.831 
de 1993
Disposición Nº 
176 de 1999
Decreto Nº 181 de 
2015
Decreto Nº 55 de 
2016
Resolución Nº 1 
de 2019

Decreto Ley Nº 
14.100 de 1976

Decreto Ley Nº 
161 de 1967.
Ley Nº 5.534 de 
1968.
Ley Nº 5.878 de 
1973
Decreto Nº 4.740 
de 2003

Ley Nº 17.374 de 
1970

“Ley Nº 152 de 
1994
Decreto Nº 262 
de 2004
Resolución Nº 
1.450 del 2011
Decreto Nº 4.178 
de 2011
Decreto Nº 1.170 
de 2015
Ley Nº 1.753 de 
2015
Decreto Nº 1.743 
de 2016
Ley Nº 1.955 de 
2019

Ley Nº 9.694 de 
2019

Países Ecuador El Salvador Guatemala Honduras México Nicaragua

Leyes/
Decretos

Decreto 
Supremo Nº 323 
de 1976
Decreto Nº 77º 
de 2013
Decreto Nº 215 
de 2017

Decreto Nº 1.784 
de 1955

Decreto Nº 
3-85 de 1985. 
Ley Orgánica 
del Instituto 
Nacional de 
Estadística

Decreto Nº 
80-2000, Ley 
del Instituto 
Nacional de 
Estadística

Ley del Sistema 
Nacional de 
Información 
Estadística y 
Geográfica de 
2008

Decreto Nº 102 
de 1979
Decreto Nº 888 
de 1981
Ley Nº 612 de 
2007
Decreto Nº 68 de 
2011
Ley Nº 864 de 
2014

Países Panamá Paraguay Perú Rep. Dominicana Uruguay Venezuela

Leyes/
Decretos

Ley Nº 10 de 
2009

Decreto Ley Nº 
11.126 de 1942
Decreto Nº 15.415 
de 1970
Ley Nº 49 de 
1989
Decreto Nº 3.087 
de 2015

Decreto 
Legislativo Nº 
604 de 1990
Decreto Supremo 
043-2001-PCM 
de 2001

Ley Nº 5.096 de 
1959 
Ley Nº 55 de 1965

Ley Nº 5.096 de 
1959 
Ley Nº 55 de 
1965

Decreto Nº 6.675 
de 2001
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Países
Disper-
sión de 
normas

Define alcance u obje-
tivo (ppal norma)

Incluye 
prin-
cipios 
(UN-

FPOS)

Incluye 
concep-

tos o 
defini-
ciones

Define 
al SEN

Criterio definición 
SEN (integrantes, 
funciones, otros)

Criterio definición 
SEN (integrantes, 
funciones, otros)

Argentina Alta Ámbito NO NO SI Integrantes Implícito

Bolivia Baja Finalidad del SEN NO NO SI Integrantes, objetivos Implícito

Brasil Alta Objeto  NO NO SI Objetivos Implícito

Chile Baja No indica NO NO NO Implícito Implícito

Colombia Alta Objeto, ámbito NO NO SI Integrantes, objetivos SI

Costa Rica Baja Objeto, ámbito SI SI SI Integrantes, objetivos, 
funciones

SI

Ecuador Media No indica NO NO SI Integrantes, objetivos Implícito

El Salvador Baja No indica NO NO SI Integrantes Implícito

Guatemala Baja No indica NO NO SI Integrantes, funciones Implícito

Honduras Baja No indica NO NO SI Integrantes, objetivos Implícito

México Baja Objeto SI SI SI Integrantes, objetivos, 
funciones, principios

SI

Nicaragua Alta Objeto, ámbito NO NO SI Integrantes, fines Implícito

Panamá Baja Objeto, ámbito SI SI SI Integrantes, funciones Solo por delegación 
de la Contraloría

Paraguay Alta No indica NO NO NO  --- NO

Perú Media No indica NO SI SI Integrantes, objetivos SI

Rep.
Dominicana

Media No indica NO NO NO  --- Implícito

Uruguay Baja No indica SI SI SI Integrantes, objetivos, 
principios

SI

Venezuela Baja Objeto, ámbito, prin-
cipios

SI SI SI Integrantes, objetivos SI, por delegación del 
Ministerio de Desarro-

llo y Planificación

Notas: dispersión de normas= baja (1 norma); media (hasta 3 normas); alta (más de 3 normas).

Cuadro 2. Objetivo, principios, conceptos y definición del Sistema Estadístico Nacional (SEN)
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Países ONE
Nombre

Naturaleza Jurídica Dependencia/ adscripción/ relaciona con…

Argentina INDEC Servicio público de carácter técnico, administración 
desconcentrada

Ministerio de Hacienda

Bolivia INE Entidad descentralizada con autonomía administrati-
va y de gestión

Ministerio de Planeamiento y Coordinación.

Brasil IBGE Fundación pública Ministerio de Planificación, Presupuesto y Gestión

Chile INE Persona jurídica de derecho público, funcionalmente 
descentralizada 

Ministerio de Economía, Fomento y Turismo 

Colombia DANE Departamento Administrativo Presidencia de la República 

Costa Rica INEC Institución autónoma constitucional Autónomo Constitucional

Ecuador INEC Entidad de derecho público Presidencia de la República (transitoriamente) 

El Salvador DIGESTYC Entidad pública Ministerio de Economía  

Guatemala INE Entidad estatal descentralizada Ministerio de Economía

Honduras INE Organo técnico, autónomo con personalidad jurídica Presidencia de la República 

México INEGI Organismo público con autonomía técnica y de ges-
tión, personalidad jurídica y patrimonio propios.

Autónomo Constitucional

Nicaragua INIDE Organismo técnico descentralizado Presidencia de la República

Panamá INEC Dependencia adscrita a la Contraloría General de la 
República

Contraloría General de la República

Paraguay DGEEC Sub-unidad de administración financiera. Secretaría Técnica de Planificación del Desarrollo 
Económico y Social

Perú INEI Organismo Público Descentralizado con personería 
jurídica de derecho público interno

Presidente del Consejo de Ministros

Rep.
Dominicana

ONE Organismo técnico Ministerio de Economía, Planificación y Desarrollo.

Uruguay INE Oficina Estadística Comisión de Planeamiento y Presupuesto.

Venezuela INE Instituto autónomo, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio 

Ministerio de Planificación y Desarrollo.

Cuadro 3. Naturaleza jurídica y dependencia o adscripción de la Oficina Nacional de 
Estadística (ONE)
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Cuadro 4. Autoridad superior de la Oficina Nacional de Estadística (ONE) y reglas de 
nombramiento y remoción

Países Gobernanza Autoridad superior
Reglas o procedimiento de Nom-

bramiento (o quien nombra)

Reglas o 
causales de 
Remoción

Plazo de ejerci-
cio del cargo

Descripción 
perfil para el 

cargo

Argentina Unipersonal Director/a, rango de Secretario 
de Estado

Presidente de la República No explicita No explicita No explicita

Bolivia Unipersonal Director/a Ministro de Planeamiento y Coor-
dinación

No explicita No explicita SI

Brasil Colegiada Consejo Directivo, cuyo Presiden-
te/a es presidente además de la 

Fundación IBGE

Presidente de la República No explicita No explicita No explicita

Chile Unipersonal Director/a Nacional Presidente de la República No explicita No explicita SI

Colombia Unipersonal Director/a, rango de Ministro Presidente de la República No explicita No explicita NO  

Costa Rica Colegiada Consejo Directivo y existe un 
Gerente de INEC

SI, incluye Consejo de Gobierno 
y representantes de organos 

colegiados

SI SI SI

Ecuador Unipersonal Director/a, rango de Viceministro Presidente de la República No explicita No explicita SI

El Salvador Unipersonal Director/a General Mnistro de Economía No explicita No explicita SI

Guatemala Colegiado Junta Directiva (9 personas), 
preside Ministro/a de Economía y 

existe un Gerente

SI, 4 de los 9 integrantes son 
Ministros (definidos en la ley)

No explicita No explicita SI

Honduras Colegiado Consejo Directivo (8 personas), 
presidido por Secretario/a de Es-
tado en el Despacho Presidencial 
y existe un Drector/a ejecutivo/a

SI, 6 de los 8 integrantes son 
Secretarios de Estado (definidos 

en la ley)

No explicita No explicita SI

México Colegiado Junta de Gobierno (5 personas), 
cuyo presidente es también el 

Presidente del Instituto  

Si, 5 integrantes designadas por 
Presidente de la República y 
ratificados por el Congreso

SI SI SI

Nicaragua Bipersonal Co-directores/as (definición de 
politica a nivel nacional)

Presidente de la República No explicita No explicita SI

Panamá Unipersonal Director/a Nacional Si, vía concurso y seleccionado 
por Contralor

No explicita No explicita SI

Paraguay Unipersonal Director/a General Presidente de la República No explicita No explicita SI

Perú Unipersonal Jefe/a del INEI (status de jefe de 
Org. Central, Viceministro)

Presidente del Consejo de Minis-
tros (propone)

No explicita No explicita No explicita

Rep.
Dominicana

Unipersonal Director/a General Presidente de la República No explicita No explicita No explicita

Uruguay Unipersonal Director/a General (aunque no se 
explicita en la ley)

Presidente de la República No explicita No explicita No explicita

Venezuela Colegiado Consejo Directivo (Presidente/a y 
4 Consejeros/as)

 Si, designados por el Pres-
idente/a de la República a 

propuesta del Ministro/a de 
Planificación y Desarrollo.

No explicita No explicita SI
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Cuadro 5. Secreto estadístico, obligación de informar, sanciones y acceso a RRAA

Países

Secreto 
Estadísti-
co /Defi-

nición 

Exixten-
cia de 
Excep-

ciones al 
secreto

Sancio-
nes por 

incumpli-
miento de 
funciona-

rios

Tipo de 
sanciones a 
funcionarios

Obliga-
ción de 
informar 
- infor-
mantes

Sanciones 
por incum-
plimiento a 
informantes

Tipo de 
sancio-
nes a 
infor-

mantes

Obliga-
ción de 
informar 
- sector 
público

Acceso 
a RRAA

Argentina SI NO SI Admin / 
penales

SI SI Multas SI SI

Bolivia SI NO SI Disciplinarias SI NO --- NO NO

Brasil SI NO SI Multas SI SI Multas SI SI

Chile SI NO SI Penales SI SI Multas SI SI

Colombia SI NO NO --- SI NO --- SI SI

Costa Rica SI NO SI Penales y 
Multas

SI SI Multas SI SI

Ecuador SI NO NO --- SI SI Multas NO SI

El Salvador SI NO SI Destitución y 
multa

SI SI Multas SI SI

Guatemala SI NO SI Multas SI SI Multas NO SI

Honduras SI NO SI Multas SI SI Multas NO SI

México SI NO SI Administrati-
vas, multas

SI SI Multas SI SI

Nicaragua SI NO SI Penales SI SI Multas SI NO

Panamá SI SI SI Destitución y 
penales

SI SI Multas SI SI

Paraguay SI NO NO  --- NO NO  --- NO NO

Perú SI NO SI Disciplinarias SI NO  --- SI NO

Rep.
Dominicana

NO NO SI Penales y 
multas

SI SI Multas SI SI

Uruguay SI NO SI Penales SI SI Multas SI SI

Venezuela SI SI SI Penales, ad-
ministrativas

SI SI Multas SI SI
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Cuadro 6. Consejo de Estadística y sus características, programas y calendario de publicación

La información del siguiente cuadro refleja lo establecido en los marcos legales de cada 
país, no su cumplimiento.

Países

Existe 
Consejo de 
Estadística 
/ Comité

Nombre del Consejo / 
Comité (principal)

Atribucio-
nes (vin-
culantes/ 

consultivas)

Participa-
ción de 

usuarios en 
el Consejo

Calendario 
de publi-

cación

Otras 
normas 

de divul-
gación

Pro-
gramas 
estadís-

ticos

Programa 
Plurianual/ 

Anual

Nombre del Programa 
o Plan

Argentina SI Consejo Consultivo 
Honorario

Consultivas No explicita NO NO SI Anual Programa Annual de 
Estadística 

Bolivia SI Consejo Nacional de 
Estadística 

Vinculantes No explicita NO NO SI Anual Plan Nacional de obten-
ción de estadística

Brasil SI Consejo Técnico Consultivo SI NO Algunas SI Plurianual y 
anual

Plan general de infor-
maciones estadísticas y 

geograficas

Chile SI Comisión Nacional de 
Estadística

Consultivas SI NO NO SI Anual Plan Nacional de Recopi-
lación Estadística

Colombia SI Consejo Asesor Técni-
co del SEN

Consultivas SI NO NO SI Anual Plan estadístico sectorial

Costa Rica SI Consejo Nacional 
Consultivo de Esta-

dística 

Consultivas SI SI SI SI Plurianual y 
anual

Plan Estadístico Nacional

Ecuador SI Consejo Nacional de 
Estadística y Censos

Vinculantes NO  NO NO SI Anual Programa Nacional de 
Estadística 

El Salvador NO  ---  ---  --- NO NO NO  ---  ---

Guatemala SI Comisión Nacional de 
Estadística

Consultivas SI NO NO SI Plurianual y 
anual

Plan Nacional de Esta-
dística

Honduras SI Comisión del Sistema 
Estadístico Nacional

Consultivas NO NO NO SI Plurianual y 
anual

Plan Nacional de Es-
tadística

México SI Consejo Consultivo 
Nacional

Consultivas SI SI SI SI Plurianual y 
anual

Programa Anual de 
Información Estadística y 

Geografía

Nicaragua SI Comité por Sectores 
en el SEN

Vinculantes NO NO NO SI Anual Plan Nacional de Es-
tadística

Panamá SI Consejo Nacional de 
Estadística

Consultivas SI SI SI SI Plurianual y 
anual

Plan Estadístico Nacional

Paraguay SI Consejo Consultivas SI NO NO SI Anual Plan Nacional de Es-
tadística

Perú SI Consejo Consultivo 
Nacional de Estadísti-

ca e Informática

Consultivas SI NO NO SI Anual Plan Nacional de Es-
tadística

Rep.
Dominicana

NO  ---  ---  --- NO NO NO  ---  ---

Uruguay NO  ---  ---  --- NO NO SI Anual Plan Estadístico Nacional

Venezuela SI Consejo Nacional de 
Estadística

Consultivas SI NO NO SI Anual Plan Estadístico Nacional



Análisis de cumplimiento en 10 principales ámbitos seleccionados (1 = cumple, 2= cumple solo algunas condiciones, 3 = no cumple )
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Argentina 3 3 1 2 3 1 2 2 1 2 3

Bolivia 1 3 1 2 3 2 2 3 1 3 3

Brasil 3 3 1 2 3 2 1 2 1 2 2

Chile 1 3 3 2 3 2 1 2 1 2 3

Colombia 3 3 1 1 3 2 1 2 2 3 3

Costa Rica 1 1 1 1 1 1 1 1 1 2 1

Ecuador 2 3 1 2 3 2 2 2 2 3 3

El Salvador 1 3 1 2 3 3 3 2 1 2 3

Guatemala 1 3 1 2 3 2 1 3 1 2 3

Honduras 1 3 1 2 3 2 2 3 1 2 3

México 1 1 1 1 1 1 1 1 1 2 1

Nicaragua 3 3 1 2 3 2 2 3 1 2 3

Panamá 1 1 1 2 2 2 1 2 2 2 1

Paraguay 3 3 3 3 3 2 1 3 2 3 3

Perú 2 2 1 1 3 2 1 3 1 2 3

Rep.
Dominicana

2 3 3 2 3 3 3 2 2 2 3

Uruguay 1 1 1 1 3 2 3 2 1 2 3

Venezuela 1 1 1 2 3 2 1 2 2 2 3

Cuadro 7. Brechas de las legislaciones estadísticas de América Latina respecto a linea-
mientos internacionales, ámbitos generales

Este cuadro resume la alineación de las legislaciones estadísticas de los 18 países estudia-
dos en 10 dimensiones principales, evaluando en cada ámbito si cumplen, cumplen parcial-
mente o no cumplen con los lineamientos internacionales.

225  |  ANEXOS



226  |  ANEXOS

Anexo 3. Ley genérica sobre estadísticas oficiales para América Latina

La propuesta de Ley Genérica sobre Estadísticas Oficiales para América 
Latina fue presentada y aprobada en la 10.ª Reunión de la Conferencia 
Estadística de las Américas, realizada en Santiago, Chile, del 19 al 21 de 
noviembre del 2019.

El texto completo puede encontrarse en: https://www.cepal.org/es/
publicaciones/45253-ley-generica-estadisticas-america-latina.

https://www.cepal.org/es/publicaciones/45253-ley-generica-estadisticas-america-latina
https://www.cepal.org/es/publicaciones/45253-ley-generica-estadisticas-america-latina



